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Presentación

Desde 1986, la descentralización en Bolivia forma parte de
las líneas de trabajo del Instituto Latinoamericano de Investiga-
ciones Sociales (ILDIS), que es la representación institucional en
Bolivia de la Friedrich Ebert-Stiftung. Una mirada a los textos pu-
blicados desde hace ya quince años muestra la persistencia de
interrogantes que aún forman parte del debate en la materia. En-
tre ellas encontramos cuestiones como la relación entre descentra-
lización y democracia; la definición de los pilares constituciona-
les e institucionales necesarios; la identificación y materialización
de los esperados aportes de la descentralización al desarrollo, y
el diseño de la estructura estatal más adecuada para canalizar efi-
caz y eficientemente los aportes al desarrollo de los diferentes nive-
les estatales. Lo que sí ha cambiado es el contexto de estas reflexio-
nes, gracias a los innegables avances de Bolivia hacia una gestión
pública descentralizada.

Concebimos a la descentralización no como un fin en sí mismo,
sino más bien como una política instrumental para generar un pro-
ceso de transformación de la gestión pública que, a su vez, forma
parte de una reforma integral para la democratización del Estado.
Por tanto, una descentralización efectiva cualifica a la democracia,
en la medida en que acerca a los ciudadanos y a las instituciones
públicas, convirtiendo la gestión de los asuntos públicos y la actua-
ción estatal en una experiencia ciudadana cotidiana e inmediata.
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En Bolivia, el proceso desencadenado por la Ley de Partici-
pación Popular ha cambiado el rostro del Estado y el de la sociedad
organizada. Ocho años después de su aprobación es posible reco-
nocer los logros de esta gran reforma, que el autor de este libro,
Franz Xavier Barrios S., equipara con aquella adelantada en su
momento por el virrey Toledo, “que llevó el péndulo hacia el ni-
vel local”, así como con la segunda en la historia boliviana, ocu-
rrida dos siglos después y que introdujo “las intendencias de in-
dudable naturaleza meso”.

A pesar de los avances, hay debilidades en la estructura esta-
tal boliviana que dificultan el despliegue pleno de las posibilida-
des de los municipios como agentes decisivos del desarrollo del
país. Esta situación tiene que ver con problemas de eficiencia y
efectividad de la totalidad de la administración pública, origina-
dos en la delegación de responsabilidades y competencias, así
como en la disponibilidad de recursos en los diferentes niveles
de la estructura estatal, entre otros. Adicionalmente, las dificulta-
des surgen también de la imposibilidad de los municipios para
resolver por sí solos problemas que no comienzan ni terminan
dentro sus límites administrativos, o de ofrecer incentivos para
alcanzar un desarrollo que se resuelve en espacios más amplios.

Es deseable la existencia de municipios y regiones fuertes,
capaces de enfrentar las repercusiones de problemas globales; pero
también de aprovechar las oportunidades de la creciente mundia-
lización de las dinámicas económicas y sociales. Nos parece fun-
damental reflexionar en torno a modos de facilitar este encuen-
tro, que se presenta pleno de desafíos para países como Bolivia.

El texto que presentamos esboza una propuesta en este senti-
do, desarrollando un marco teórico a partir del cual el autor pro-
cede a la identificación de las limitaciones estructurales del modelo
boliviano. Sobre esta base, Barrios Suvelza pone a consideración
del lector una reforma del modelo de descentralización bolivia-
no, convencido de la necesidad de un nivel meso fuerte, con capa-
cidad legislativa, como condición necesaria para facilitar el desa-
rrollo del país. El texto presenta argumentos que apuntan a la
necesidad irrenunciable de fortalecer este nivel, dotándolo de una
relativa independencia del nivel central. Sin embargo, no se trata
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de una propuesta de corte “federalista”, sino de un modelo sus-
tentado en poderes equivalentes para los diferentes niveles de
gestión pública, de características por cierto inéditas, que preten-
de de esta manera conjurar el peligro del debilitamiento de los
municipios, por un lado, y la amenaza de la desmembración na-
cional, por otro.

El debate sobre la pertinencia y viabilidad de este interesante
planteamiento queda abierto. Con esta publicación, co-auspicia-
da por PLURAL, el ILDIS da continuidad a su compromiso de abrir
espacios de formulación y debate de propuestas en torno a la des-
centralización.

Cecilia Requena Yesko Quiroga
Coordinadora de Proyectos Director

FES-ILDIS FES-ILDIS

PRESENTACIÓN
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Prólogo

Los problemas de la descentralización

Los procesos de descentralización constituyen un problema
político cada vez más apasionante, debido a su ubicación en el
centro de importantes debates sobre la gobernabilidad y la refor-
ma del Estado en todo el mundo. En los últimos decenios,  mu-
chos países, en paralelo a su consolidación  democrática, han re-
visado sus estructuras estatales, con el objeto de distribuir la toma
de decisiones sobre los asuntos públicos de forma que ésta fue-
ra más próxima a los ciudadanos, y también más eficiente. Frente
a los modelos de Estado centralista tradicionales, ha emergido
una enorme pluralidad de fórmulas para el diseño del Estado,
que amplían mucho el tradicional dilema entre Estados unita-
rios y federales. Incluso las Federaciones más históricas se han
visto sometidas a nuevas tensiones para redefinir la distribu-
ción territorial del poder, desarrollando una gran variedad de
soluciones.

El creciente pluralismo en las fórmulas de organización te-
rritorial de los Estados, posible de observar en la actualidad tan-
to en el mundo desarrollado como en el mundo en desarrollo,
nos lleva a pensar que no existe una receta ideal –aplicable en
todos los casos– sobre cómo debe realizarse un proceso de des-
centralización, y sobre todo, cómo debe ser la estructura insti-

Los distintos caminos
de la descentralización
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tucional que defina los niveles de gobierno de un determinado
país. Tanto por lo que se refiere a los procesos de cambio desde
un modelo centralista a uno descentralizado, como por lo que se
refiere al diseño final que se pretende alcanzar, es prudente tener
muy en cuenta los elementos más específicos de cada caso, relati-
vos a cada realidad nacional, evitando fórmulas externas, aun-
que hayan tenido éxito en sus lugares de origen. Las tradiciones
históricas, las demandas sociales, las características geográficas,
económicas, demográficas,... de cada país deben contar de forma
muy destacada para analizar las posibilidades de éxito en cada
nuevo paso de la descentralización. Por ello, el tipo de políticas
descentralizadas, el grado de cooperación entre niveles, los meca-
nismos de reforma del sistema, los niveles de asimetría en las res-
ponsabilidades de un mismo nivel, el tratamiento de la diversi-
dad étnica y cultural, o el propio ritmo del proceso, constituyen
algunos de los componentes que deben ser modulados caso a caso,
para alcanzar mayores posibilidades de éxito en la descentraliza-
ción de un determinado país.

Este alegato en favor de considerar las especificidades de cada
caso, no significa una apuesta por ignorar las experiencias sobre
descentralización acumuladas por otros países, ni por dejar de
lado las reflexiones más teóricas sobre estos temas. Por el contra-
rio, es de sabios conocer bien los problemas experimentados por
otros procesos de descentralización, así como poder debatir las
aportaciones de las ciencias sociales que abordan tales cuestio-
nes. Tales conocimientos pueden evitar muchos pasos en falso,
o bien pueden iluminar con suficiente antelación dificultades y
peligros que se derivan de algunas de las opciones tomadas.
También pueden sugerir fórmulas y modelos que sirvan de re-
ferencia para ser adoptados en algunos casos concretos. En todo
caso, lo importante en este tipo de situaciones es distinguir cla-
ramente entre la adaptación y el aprendizaje. La adaptación con-
siste básicamente en “copiar y pegar”, en la realidad propia,
pedazos o modelos completos provenientes de otras realidades,
mientras que el aprendizaje implica fundamentalmente la tarea
de hacer propio un conocimiento o una experiencia externa, con
el propósito de disponer de un mayor dominio sobre el propio



13

entorno, y por tanto, poder ser más libres finalmente en el mo-
mento de decidir cuáles deben ser los pasos a tomar.

La descentralización puede ser muy importante para impul-
sar el desarrollo de un país. Sin duda es una gran apuesta estraté-
gica: la eficacia, eficiencia y equidad pueden verse favorecidas
muy positivamente, y también pueden despertarse numerosos
recursos latentes en la sociedad y la economía, escasamente mo-
vilizados hasta el momento por los Estados centralistas. Hay nu-
merosos argumentos en este sentido, que van desde las posibilida-
des de mejorar la satisfacción de las preferencias de los ciudadanos
en la oferta de bienes y servicios públicos, hasta las oportunida-
des de mejorar la participación y la calidad de la vida democráti-
ca, pasando por la mejora en la capacidad de coordinación de las
políticas públicas que inciden en el territorio. La descentraliza-
ción también presenta numerosos peligros, sin duda, como la com-
petencia exagerada entre territorios y entre niveles de gobierno,
los riesgos macroeconómicos vinculados a la gestión de la deu-
da, o el aumento de la desigualdad, entre otros. Existe un largo
debate académico sobre estas cuestiones, sobre el cual no vamos
a entrar, pero que merece la pena revisar si uno quiere profundi-
zar sobre los problemas de la descentralización.

No hace falta insistir, sin embargo, en que decisiones acerta-
das sobre cómo avanzar en la descentralización puede eliminar o
reducir muchos de los peligros de esta, y facilitar el aprovecha-
miento de sus beneficios. En suma, el buen funcionamiento de la
descentralización se encuentra vinculado a su correcto diseño, que
evite la aparición de incentivos perversos. Sin embargo, para to-
mar decisiones acertadas, es importante considerar algunos fac-
tores poco visibles que inciden en el funcionamiento de la des-
centralización y que a menudo son escasamente tomados en
cuenta. Destacamos dos de ellos a continuación.

Un ejemplo de la complejidad que lleva implícita la descen-
tralización lo constituye la aparición, como consecuencia de esta,
de un sistema de relaciones intergubernamentales. Las relacio-
nes intergubernamentales articulan las relaciones entre los dis-
tintos niveles de gobierno, y su funcionamiento se desarrolla tan-
to por  mecanismos formales como informales, se haya previsto o

PRÓLOGO
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no su aparición en el diseño de la descentralización. Desde los
cambios en el funcionamiento de los partidos políticos, hasta la
aparición de nuevos procedimientos de representación, pasando
por  la necesidad de establecer fórmulas de coordinación para la
puesta en práctica de las políticas públicas, a medida que avanza
la descentralización empiezan a configurarse relaciones entre ni-
veles de gobierno, a veces en forma de redes de actores, cuya di-
námica tiene una gran influencia en los resultados de las políti-
cas públicas. Por este motivo, es importante considerar los posibles
efectos –positivos o negativos– que pueden producir la descen-
tralización, en relación a la capacidad del sistema político-admi-
nistrativo de un país para coordinarse efectivamente, con el obje-
to de evitar la aparición de situaciones de explotación de un nivel
respecto a otro.

Las relaciones intergubernamentales inciden sobre cómo se
toman muchas decisiones, mediante distintos procedimientos.
Uno de estos son las estructuras institucionales, que de forma je-
rárquica o mediante fórmulas de decisión conjunta entre niveles
de gobierno, introducen a menudo procedimientos de decisión
formalizados. Cuando no existen fórmulas para tomar decisio-
nes compartidas, en ocasiones un nivel de gobierno puede llegar
a tomar decisiones con fuerte impacto sobre áreas de políticas
públicas aunque la responsabilidad predominante corresponda
a otro nivel. Otros procedimientos se encuentran vinculados a los
partidos políticos, que guiados por los incentivos electorales exis-
tentes y jugando con una lógica multi-nivel, también suelen in-
tervenir en la definición de las políticas públicas, introduciendo
prioridades partidistas en el proceso de asignación de recursos (a
veces muy vinculadas a sus propias necesidades organizativas).
Finalmente, la capacidad de los funcionarios y profesionales para
establecer un lenguaje de acción común, o introducir una mayor
tecnificación de la gestión, es sin duda otro elemento de articula-
ción en la relación entre niveles de gobierno, especialmente en el
ámbito de la gestión, lo que puede facilitar la resolución coopera-
tiva de los conflictos existentes.

Cuando se quieren valorar los problemas de la descentrali-
zación, o el funcionamiento de un Estado con niveles múltiples,
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el análisis de las relaciones intergubernamentales puede introdu-
cir una importante perspectiva para entender algunas de las difi-
cultades persistentes. Por otra parte, también hay que tener en
cuenta, para analizar la descentralización, que esta no es sólo un
proceso derivado de las intenciones de los actores, sino que exis-
ten reglas, formales o informales, que enmarcan los procesos de
descentralización, inciden en el comportamiento de los actores, y
tienen una influencia muy importante en facilitar o dificultar la
emergencia de procesos de decisión de carácter conjunto. Por
ejemplo, unas reglas que favorezcan elevada inestabilidad de los
responsables políticos y administrativos de un gobierno, con ro-
tación frecuente, imposibilita alcanzar soluciones a largo plazo,
con garantías de distribución equitativa de bienes públicos no
individualizables. Por otra parte, si no existe una adecuada capa-
cidad política que ejerza la coordinación, la posibilidad de intro-
ducir fórmulas de compensación entre políticas públicas se en-
cuentra mucho más limitada. También pueden existir reglas que
favorezcan otro tipo de situaciones, como los apoyos mutuos de
los parlamentarios para financiar programas específicos en sus
circunscripciones, o los repartos igualitarios frente a necesidades
desiguales (basados en criterios muy simples de asignación de
recursos). Evidentemente, las características de cada país, y tam-
bién el funcionamiento efectivo de las instituciones políticas, son
algunos factores claves para explicar cómo pueden llegar a pro-
ducirse, en su caso, algunos de estos procesos.

Otro elemento a destacar en la construcción de un Estado
descentralizado consiste en el fortalecimiento de los mecanismos
de participación social y política. La lógica de la descentraliza-
ción tiende a facilitar una apertura de la participación ciudada-
na, tanto a través de las estructuras democráticas formales, como
mediante todo tipo de fórmulas específicas de movilización so-
cial. No obstante, hay que tener en cuenta que bajo la noción de
“participación” se oculta una gran pluralidad de sentidos y posi-
bilidades. Por ello, cuando se discuten temas de participación y
descentralización es conveniente esclarecer de qué fórmula se tra-
ta, y analizar cuáles son los posibles efectos de cada fórmula de
participación. Así, es posible reconocer que en muchos casos, si

PRÓLOGO



EL ESTADO TRITERRITORIAL16

las fórmulas de participación son adecuadas, su introducción fa-
vorece el resultado de programas y políticas públicas, en buena
parte gracias a la mayor implicación, responsabilidad y exigen-
cias de transparencia que conllevan.

Insistiendo en lo mencionado, y con más argumentos ahora,
cabe señalar que es muy importante adaptar cada proceso de des-
centralización a su contexto político y social, donde aspectos como
la participación o las relaciones intergubernamentales toman un
sentido concreto, para que las propuestas encajen en la realidad
de cada país. Esta posición nos conduce a reivindicar el pluralis-
mo institucional en los procesos de descentralización y reforma
de la organización territorial de los Estados. No hay modelos per-
fectos, ni casos a imitar de forma mimética; pero en todo caso, la
amplia experiencia existente en el mundo puede sugerirnos ideas
y consejos, o también marcos teóricos para entender mejor los
problemas que afrontamos.

El contexto de la obra: el nivel regional o meso

Después de estas consideraciones introductorias sobre la com-
plejidad de los procesos políticos asociados a la descentralización,
nos centramos ya en el contexto de El Estado triterritorial. La obra,
que contiene una refinada propuesta para introducir un nivel de
gobierno meso en Bolivia, establece un atractivo marco de análi-
sis sobre el papel de lo meso en los equilibrios entre niveles de
gobierno. Por ello, queremos plantear a continuación algunas
cuestiones sobre el papel del nivel intermedio de gobierno en los
procesos de descentralización. En primer lugar, planteamos al-
gunas reflexiones de carácter conceptual sobre este tipo de es-
tructuras institucionales, y seguidamente, nos detenemos en pre-
sentar una experiencia concreta de construcción de un nivel
intermedio de gobierno –el caso español– para realizar algunas
valoraciones a partir de esta experiencia.

La configuración de un nivel regional (meso), con capacidad
política autónoma, en un Estado descentralizado o en proceso de
descentralización, sin duda no es una decisión fácil, ni exenta de
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controversia. Dejando aparte si formalmente se trata de un Esta-
do unitario o un Estado federal, encontramos en el mundo una
cierta variedad de casos, por lo que se refiere al número de nive-
les de gobierno efectivos. Sin embargo, los casos que combinan
tres niveles constituyen una categoría singular, bastante extendi-
da. La encontramos especialmente en las federaciones, aunque
no exclusivamente, ya que también existen diversos casos de Es-
tados formalmente unitarios con tres niveles de gobierno, como
Colombia, en América Latina, o España y Francia en Europa. Por
lo tanto, vemos que es una solución posible, que se encuentra en
funcionamiento actualmente.

Como ya hemos mencionado, la adecuación de una determi-
nada innovación institucional para un país concreto debe ser fru-
to del debate público y del análisis específico, teniendo en cuenta
las condicionantes concretas de cada caso. Sin embargo, no es esta
nuestra labor en estas páginas. Más bien deseamos aportar algu-
nos elementos para la reflexión, desde una perspectiva comple-
mentaria –y más externa– a la obra que se presenta. En este senti-
do, un primer elemento a considerar puede ser preguntarnos sobre
la utilidad de establecer un nivel meso, teniendo en cuenta las
condiciones y tradiciones del país: ¿Existen algunos (o muchos)
tipos de bienes o servicios públicos respecto a los cuales su defi-
nición concreta y provisión sea más adecuada la escala del nivel
intermedio? ¿Cuál es el criterio o combinación de criterios para
tal justificación, en términos de eficiencia, eficacia y equidad? Se-
guramente no haya una respuesta absoluta a estas preguntas, sino
un conjunto de posibilidades, condiciones y precauciones. No
obstante, ello nos puede obligar a reflexionar sobre cuáles pue-
den ser las mejoras que puede aportar, en términos de formula-
ción e implementación de políticas públicas, la existencia de un
nivel meso, en relación con otras alternativas.

En la retórica habitual sobre la descentralización, a menudo
suele encontrarse implícito un argumento consistente en que los
gobiernos locales pueden articular mejor el proceso político que
los gobiernos nacionales, evitando o reduciendo algunas de los
problemas habituales de la vida política. Sin embargo, hay que
tener en cuenta que los argumentos concretos a favor de esta vi-
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sión parten a veces de nociones bastante ideales sobre la demo-
cracia en las comunidades locales, suponiendo un elevado gra-
do de capital social, un fuerte componente de igualdad econó-
mica y social, y una práctica intensa de la vida democrática local.
En los casos en que esta visión coincida con la realidad, no hay
duda de que pueden producirse grandes mejoras de bienestar;
por desgracia, sin embargo, no tenemos ninguna seguridad de que
tales condiciones se cumplan en muchos casos, ni existe la seguridad
de que una mayor descentralización pueda inducirlas. En muchos
casos, sin embargo, cambiar la realidad para que se ajuste a estas
condiciones ideales puede ser muy difícil, por no decir impo-
sible. Este tipo de situaciones puede conducir, por tanto, a un
estancamiento del proceso de descentralización, si los buenos
resultados no se generalizan. Luego, tal vez podemos preguntar-
nos en qué medida la introducción de un nivel meso puede con-
tribuir a mejorar las posibilidades de éxito de la descentraliza-
ción en este tipo de entornos, sin asfixiar tampoco aquellos casos
donde la dinámica local ha aprovechado con éxito la descentra-
lización.

Dejando aparte los condicionantes políticos del nivel inter-
medio, es interesante examinar las características de las distintas
políticas públicas, desde el punto de vista de su incidencia en
cómo se configura un proceso de descentralización. En primer
lugar, debemos señalar que las políticas públicas de carácter dis-
tributivo –donde se encuentra en buena parte el gran bloque de
las políticas sociales– son las que los gobiernos descentralizan con
más frecuencia, tanto a nivel local como intermedio. Los motivos
son diversos, y corresponde al análisis de cada caso determinar
cuáles son los más importantes. Podemos apuntar un motivo “teó-
rico”, sin embargo, consistente en la facilidad de estas políticas,
cuando se descentralizan, para generar mejoras de bienestar so-
cial. Se supone, por tanto, que su provisión fragmentada territo-
rialmente produce un mejor ajuste con las preferencias de los ciu-
dadanos.  Otros motivos se encuentran más relacionados con el
traspaso de los ajustes del gasto público a otros niveles de gobier-
no,  o con procesos políticos específicos. No nos detendremos,
sin embargo, en discutir estas cuestiones.
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Una de las peculiaridades de las políticas distributivas es que
requieren con frecuencia la localización territorial o asignación
personal de los recursos empleados (desde dónde situar una es-
cuela rural, hasta donde construir un puente, asfaltar una carre-
tera, o otorgar una subvención), y por tanto, presentan el proble-
ma de cómo decidir sobre los criterios concretos a utilizar. Por
esta razón, las políticas distributivas generan problemas de com-
petencia difíciles de gestionar, y ello es una de las razones por las
que los partidos políticos –como organizaciones– suelen estar es-
pecializados en el manejo de  este tipo de políticas. Este proble-
ma lo sufren todos los niveles de gobierno, en la medida en que
todos tienen que tomar decisiones que implican la aparición de
ganadores y perdedores netos cuando llevan a cabo una decisión
concreta. Todo ello depende en buena parte de las características
institucionales de cada país, aunque también es posible señalar
que el nivel de gobierno local, si está excesivamente fragmenta-
do, puede dificultar los procesos de asignación propios de este
tipo de políticas.

Por el contrario, la políticas redistributivas no generan un tipo
de decisiones con un potencial de conflicto continuado. Se trata
de políticas que se guían por criterios generales, y lo por tanto, la
lucha política se concentra en la definición de tales criterios, que
luego son aplicados con carácter general. Ello puede generar gran-
des conflictos, pero menos continuos en el tiempo. Con frecuen-
cia el espacio de decisión relativo a estas políticas se sitúa en el
nivel nacional, o hasta cierto punto en el nivel intermedio, pero
no es demasiado sensato establecer políticas redistributivas en
el nivel local, dado que su fragmentación implica una escasa
capacidad de hacer efectivos los objetivos de la redistribución.
Por este motivo, uno de los aspectos que suele producir una cier-
ta tensión en los Estados con tres niveles de gobierno es el re-
parto de estas políticas entre el nivel intermedio y el nivel na-
cional.

No hay duda que determinadas políticas públicas, por su
propia naturaleza, presentan unas características propias, que
generan un proceso político mucho más visible que otras. En
este sentido, en términos generales, las políticas de carácter dis-
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tributivo tienen un proceso político bastante visible, mientras que
las políticas regulativas –donde la participación de expertos y
grupos de intereses es predominante–, son poco visibles, ya que
afectan generalmente a sectores mucho más específicos de la so-
ciedad. Por otra parte, las grandes políticas redistributivas generan
debates con mucha visibilidad, con la participación de numero-
sos actores colectivos, y atraen mucho más el interés de la opinión
pública. Esta característica, sobre la visibilidad de las políticas,
puede tener también una incidencia significativa sobre la distri-
bución de responsabilidades entre niveles de gobierno, ya que el
tipo de debate público que se configure para cada política puede
verse influido por el nivel de gobierno donde se encuentre ubi-
cada.

Estos distintos aspectos sobre las características de las po-
líticas públicas nos muestran que la existencia de un nivel de
gobierno intermedio puede contribuir a una mejor gestión del
proceso de formulación e implementación de las políticas, por
cuanto determinadas políticas encuentran un espacio idóneo
para su desarrollo. Sin embargo, este tipo de planteamiento con-
ceptual sólo es un punto de partida para discutir las posibilida-
des de un caso concreto, donde muchos otros factores, de varia-
da naturaleza, pueden incidir en los resultados del proceso de
descentralización. Pasamos ahora, por tanto, a examinar un caso
concreto, donde podemos apuntar muchos más matices expli-
cativos.

La experiencia española en la construcción de un nivel “meso”

A continuación, presentamos brevemente algunos rasgos re-
levantes de la experiencia española en la construcción de un ni-
vel de gobierno intermedio, a partir de la muerte del dictador
Francisco Franco, cuando se abrió en España el proceso de transi-
ción a la democracia. No se trata de destacar ningún modelo a
imitar, pero sí de trasladar una experiencia, ya algo madura, de
construcción de un nivel de gobierno intermedio, partiendo de
un Estado profundamente centralista, donde se puede observar
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el desarrollo de una serie de soluciones institucionales propias,
junto con una dinámica política también particular, que acompa-
ña y hace comprensible el desarrollo de la descentralización. El
resultado fue, finalmente, la formación un modelo de Estado muy
descentralizado, que no sigue las pautas clásicas de los modelos
federales o unitarios.

Después de la muerte de Franco, en junio de 1977 se celebra-
ron las primeras elecciones libres, y a lo largo del año 1978, se
redactó una nueva Constitución, que finalmente fue aprobada en
referéndum. Paralelamente a la construcción de las nuevas insti-
tuciones democráticas, en estos mismos años se produjo una ex-
plosión de reivindicaciones populares en la mayor parte de las
regiones españolas, y de forma especialmente intensa, en aque-
llas donde existían identidades nacionales propias, con el objeto
de reclamar una mayor participación en las decisiones políticas.
Fruto de estas reivindicaciones, en la Constitución de 1978 se in-
trodujo un complejo diseño para la descentralización del Estado,
tanto en sus aspectos políticos como administrativos, que impli-
caba la incorporación de un nuevo nivel intermedio que debía
irse desplegando, de forma gradual, en los años siguientes, como
así sucedió.

Pasados ya más de veinte años, nadie discute que el modelo
basado en los tres niveles de gobierno se ha consolidado de for-
ma indudable en España, y que el nuevo nivel intermedio, a par-
tir de la creación de las llamadas Comunidades Autónomas (nom-
bre con el que se denominan en España las entidades políticas
del nivel meso), ha protagonizado una de las transformaciones
políticas y administrativas más importantes del reciente periodo
democrático. Actualmente, 17 Comunidades Autónomas abarcan
todo el conjunto del territorio español, gestionando más de un
tercio de todo el gasto público, con casi 700.000 empleados públi-
cos bajo su responsabilidad, y con una capacidad legislativa sig-
nificativa, ya que sus parlamentos regionales han elaborado en
su conjunto más de 2.000 leyes.

A pesar de que las expectativas de autogobierno se encontra-
ban muy extendidas, la intensidad de las aspiraciones de autono-
mía política y descentralización de los distintos territorios era muy
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desigual, por lo que en la Constitución se establecieron diferen-
tes  alternativas para iniciar los procesos de descentralización. Por
una parte, se estableció una vía rápida de devolución de poderes,
para los territorios que habían mostrado más fuerza en sus rei-
vindicaciones, y por otra parte, una vía lenta, para aquellos con
menor voluntad. Estas dos vías fueron conocidas con el nombre
de los artículos que las regulaban. Así, la vía lenta, definida por
el artículo 143, establecía que el Estatuto de Autonomía fuera apro-
bado como una ley de las Cortes nacionales, y se limitaban bas-
tante los poderes que podrían asumir en un primer periodo tran-
sitorio. La vía rápida, regulada por el artículo 151, fue pensada
básicamente para los casos de Cataluña, País Vasco y Galicia, aun-
que finalmente fue utilizada también por Andalucía. El proceso
de aprobación del Estatuto de Autonomía en este caso era más
complejo, basado en una filosofía del pacto entre las Cortes na-
cionales y las Asambleas de Parlamentarios de un territorio,
incluyendo la obligación de un referéndum popular. Una vez acep-
tada, esta vía permitía un acceso más rápido y extenso a un am-
plio conjunto de poderes.

En los primeros años de la descentralización, se empezó a
poner en práctica la devolución de poderes, y cada Comunidad
Autónoma, dentro de los márgenes definidos por la vía constitu-
cional que había adoptado, asumió sus responsabilidades, las
cuales, aunque bastante similares dentro de cada uno de los dos
grupos, no fueron exactamente iguales en ningún caso. La nego-
ciación continua, siempre de forma bilateral, caracterizó los con-
tenidos de las políticas traspasadas de forma distinta en cada caso,
así como la velocidad de los “traspasos” de competencias, que
expresaban de forma clara las particularidades sobre las que cada
territorio mostraba una mayor intensidad de preferencias y los
ritmos con que podían asumir nuevas tareas. Todo ello condujo a
una distribución plural de responsabilidades y poderes, con unos
fuertes rasgos asimétricos. Esta situación fue motivo de numero-
sas discusiones en los años posteriores, y sólo en la década de los
noventa fue parcialmente matizada, gracias a la generalización
de algunos poderes que sólo estaban parcialmente descentraliza-
dos hasta el momento.
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Otro tema que ayudó a establecer un marco para la descen-
tralización fue la detallada regulación del sistema de distribución
de responsabilidades y  poderes entre los distintos niveles de go-
bierno, así como la definición de los procedimientos para solu-
cionar los conflictos entre instituciones de distintos niveles sobre
la interpretación de las normas. Hasta cinco modalidades distin-
tas de distribución formal de poderes fueron establecidas en la
Constitución, que iban desde la exclusividad normativa y ejecu-
tiva para el centro, hasta la misma exclusividad para las Comuni-
dades Autónomas, pasando por distintas situaciones intermedias
de corresponsabilidad, en las que se compartían los poderes. A
partir de estas distinciones, se reguló, en la propia Constitución o
en las leyes básicas de desarrollo constitucional, qué tipo de dis-
tribución de poderes era aplicable en cada materia y ámbito de
políticas públicas. Con relación a la regulación de los conflictos,
la Constitución fue bastante explícita, y la temprana creación de
un Tribunal Constitucional, con el encargo explícito de ocuparse
de los conflictos entre niveles territoriales, ayudó a encauzar buena
parte de las tensiones políticas que se produjeron, arbitrando en-
tre las distintas visiones y modelos que pugnaban para orientar-
lo. No obstante, el papel del Tribunal Constitucional jugó más a
favor de orientar y encauzar los conflictos, que a resolverlos com-
pletamente, ya que estos requerían habitualmente de acuerdos
políticos.

Podemos distinguir tres grandes periodos en la evolución del
proceso de descentralización en España. Un primer momento
consistió en la definición del mapa territorial, con la celebración
de elecciones para las asambleas regionales, la formación de los
primeros gobiernos autónomos y la aprobación de su entramado
institucional básico. Todo ello se produjo de una forma bastante
rápida, dado que hacia el año 1984, dejando aparte algunas pe-
queñas excepciones, ya se había culminado el despliegue estat-
utario de todas las autonomías territoriales para todo el conjunto
español. Una segunda etapa temporal del proceso de descentra-
lización la podemos identificar por la intensa discusión de los
distintos actores políticos sobre la distribución de las tareas y res-
ponsabilidades que correspondían a cada nivel de gobierno, en-
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tre 1985 y 1992. Fue entonces cuando se produjeron numerosos
enfrentamientos y tensiones para definir con detalle –a partir de
lo establecido por la Constitución– el alcance de los distintos po-
deres territoriales. Finalmente, una tercera etapa, durante la dé-
cada de los noventa, representó una disminución de las tensio-
nes –se alcanzan acuerdos políticos con mayor facilidad–, pero
en cambio resurgieron con fuerza aspectos que habían quedado
congelados anteriormente, como el debate sobre la forma de fi-
nanciación de las Comunidades Autónomas, o la gestión de los
símbolos y referentes de identidad territoriales, especialmente en
los casos con una tradición nacionalista más intensa.

Como producto de las dificultades para establecer un mode-
lo global de la descentralización, consensuado entre todos los ac-
tores políticos, en los años ochenta la descentralización fue avan-
zando sobre la base de acuerdos puntuales, producto de largas
deliberaciones, que a veces incluso podían durar años. Al mismo
tiempo, se produjo una alta conflictividad jurídica sobre cómo
interpretar las normas constitucionales relativas al nuevo mode-
lo de Estado descentralizado. Los acuerdos, llamados “traspasos”,
se realizaban entre el gobierno central del Estado y cada Comu-
nidad Autónoma. Se establecieron mesas de negociación separa-
das, por cada tema y Comunidad, donde las valoraciones econó-
micas de los traspasos, los cambios de adscripción de funcionarios,
etc., podían variar, según la capacidad negociadora y la relevancia
de cada tema para cada Comunidad Autónoma. Es impresionante
el número total de acuerdos que se llegaron a realizar, especial-
mente en los primeros años. Luego, a partir de 1985, el número de
“traspasos”  fue disminuyendo, siendo muy reducido entre 1987 y
1992. Los bloqueos políticos, junto al agotamiento de la primera
oleada de materias descentralizadas y el ajuste de los temas pen-
dientes por la vía jurídica, a través del tribunal Constitucional, fue-
ron algunos de los  factores que explican este descenso.

El sistema de los traspasos, en buena parte fruto de las difi-
cultades para articular un modelo global en aquellos años, pro-
dujo algunos efectos positivos, como el mejor ajuste a las prefe-
rencias de cada territorio sobre las materias a descentralizar, o la
capacidad de ir ajustando ritmos específicos de traspasos, según



25

las diferencias de interés y capacidad que existieran. Así, por ejem-
plo, Comunidades Autónomas como Cataluña o el País Vasco se
encontraban siempre en primera línea de las negociaciones, plan-
teando temas e introduciendo los criterios para los traspasos,
mientras que otras Comunidades, como Valencia o Canarias, se
encontraban en una segunda línea, absorbiendo responsabilida-
des a un ritmo algo más lento. Finalmente, otras Comunidades,
como Murcia o Madrid, pertenecientes a la vía lenta, mostraban
un ritmo mucho más lento, y en ocasiones la iniciativa del traspa-
so incluso se originaba en el gobierno central, por su interés en
homogeneizar el nivel de descentralización en algunas áreas, que
por la demanda de las propias Comunidades Autónomas. Como
resultado, a principios de los noventa, ya era evidente que se ha-
bía configurado un modelo de descentralización dual, donde unas
Comunidades Autónomas gestionaban autónomamente las polí-
ticas sanitarias y educativas, lo que implicaba más de dos tercios
de sus presupuestos, mientras que el resto gestionaba un conjun-
to más reducido de políticas, con un presupuesto mucho menor.

El problema de la divergencia entre regiones, como producto
de la descentralización, fue planteado desde el inicio del proceso,
en los años setenta, como uno de los peligros más importantes
que podía plantear esta transformación política. Por ello, ya en la
Constitución se estableció un elemento corrector de las diferen-
cias entre Comunidades Autónomas,  el Fondo de Compensación
Interterritorial, con el que debían dirigir recursos hacia las regio-
nes más desfavorecidas por la descentralización. Sin embargo, este
Fondo se dotó de escasos recursos, ya que las regiones más influ-
yentes políticamente estaban poco interesadas en él, y su efecti-
vidad práctica fue escasa a lo largo de casi todo el periodo. Mu-
cho más efectivos, en el mismo sentido, fueron los fondos de
desarrollo regional europeos –el Fondo de Cohesión y los Fon-
dos Estructurales–, que llegaron a algunas regiones españolas a
partir de la entrada de España en la Unión Europea en 1986. Las
importantes cantidades aplicadas, así como los procedimientos de
asignación de recursos, constituyeron un fuerte estímulo reeequi-
brador para el país, así como un factor de innovación política y
administrativa, especialmente en la década de los noventa.

PRÓLOGO



EL ESTADO TRITERRITORIAL26

Actualmente, veinticinco años después del inicio del proce-
so, la situación de la descentralización en España ha avanzado
muchísimo. Las grandes políticas sociales (educación, pobreza,
servicios sociales, salud, etc.) se encuentran ahora ya completa-
mente descentralizadas, después de los nuevos traspasos realiza-
dos a finales de los años noventa, y sólo permanece parcialmente
descentralizada la sanidad (transferida en 7 Comunidades Au-
tónomas, con un 60% de la población). Todo ello conduce a que
los presupuestos y las plantillas de las Comunidades Autóno-
mas hayan crecido mucho y que, por tanto, el peso político de
los gobiernos intermedios también se haya consolidado. En tér-
minos generales, las Comunidades Autónomas desempeñan ac-
tualmente un papel muy destacado en algunos grandes sectores
de políticas públicas, especialmente en todas aquellas políticas
con componentes distributivos y redistributivos vinculadas con
el establecimiento y desarrollo del Estado del Bienestar (sani-
dad, educación, protección social, vivienda), que requieren una
gestión muy compleja y próxima al ciudadano. Por el contrario,
en el ámbito de las políticas económicas y regulativas (fiscal,
monetaria, industrial, laboral y seguridad social), que incluyen
bastantes componentes redistributivos, el sistema político y ad-
ministrativo español sigue mostrando unos rasgos bastante cen-
tralizados, con una participación muy escasa de las Comunida-
des Autónomas.

En el contexto actual de elevada descentralización, el Estado
“central” continúa disponiendo de importantes recursos y capa-
cidades de control, pero su papel en la formulación y producción
de las políticas públicas ha experimentado un proceso paulatino
de cambio. De dedicar sus esfuerzos a producir servicios públi-
cos para los ciudadanos, ha orientado sus actividades a las polí-
ticas regulativas y las tareas de control, evidentemente mante-
niendo asimismo bienes públicos básicos como la defensa o las
relaciones exteriores. También se concentra en tareas de coordi-
nación y orientación de políticas públicas, entre las Comunida-
des Autónomas, pero también con la Unión Europea y los otros
niveles territoriales de gobierno. Para ello, desarrollar nuevas
habilidades fue y sigue siendo un importante reto para la admi-
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nistración central, como la evaluación y el análisis de políticas, la
gestión de redes intergubernamentales, la definición de objetivos,
las técnicas de negociación, etc. El proceso no fue nada sencillo, y
aún dista mucho de estar concluido. Durante los años ochenta, la
indefinición de sus nuevas tareas y las resistencias para adoptar
un papel distinto generaron numerosas dificultades, llegando a
paralizar en momentos determinados la descentralización; sin
embargo, de forma lenta y progresiva, a lo largo de los años no-
venta, ya avanzado el inicio de la descentralización, fueron desa-
rrollándose unidades organizativas que cumplían nuevas funcio-
nes, y aparecieron también numerosos comités y comisiones de
coordinación.

Seguramente, la indefinición de la Constitución española so-
bre la estructura de la descentralización se convirtió en una ven-
taja de largo alcance, que permitió ajustar lentamente el modelo
a lo largo de las dos décadas siguiente. Sin embargo, ello no fue
un acto intencional, hecho a voluntad, sino que en cada momen-
to las correlaciones de fuerza entre partidos políticos fueron las
que impusieron lo que era posible y lo que no era. Un factor sin
duda importante fue la existencia de contrapesos políticos fuer-
tes en el nivel intermedio, especialmente en el caso vasco y cata-
lán, que estableció un cierto equilibrio –más estable en unos pe-
riodos que en otros– entre el centro y la periferia. Esta situación
generó muchas tensiones y conflictos, pero también facilitó el
avance generalizado de la descentralización, y contribuyó a que
la financiación de los servicios descentralizados no se encontrara
excesivamente falta de recursos, o que se generaran enormes dé-
ficits económicos, evitando los consiguientes problemas de ines-
tabilidad macroeconómica.

Otro aspecto a resaltar lo constituye la creciente legitimación
del nivel regional como nuevo ámbito de gobierno. En algunas
encuestas realizadas, un 70% de la población, y un 95% de las
élites sociales y políticas del país, opinan actualmente que fue acer-
tada la instauración y desarrollo de este nivel de gobierno. La
mayor proximidad al ciudadano, especialmente en el ámbito de
las políticas sociales, ha contribuido en buena parte a ello. Ade-
más, la emergencia de los gobiernos regionales ha instaurado un
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nuevo policentrismo en la política española, que hace de impor-
tante contrapeso al tradicional centralismo político del país. Los
actores políticos regionales disponen actualmente de un impor-
tante protagonismo en la política nacional, tanto en los cargos pú-
blicos como entre los responsables de los partidos políticos. En
este sentido, es frecuente que en las carreras políticas se produz-
can saltos de un nivel a otro, transfiriendo experiencias, lo que
conduce a visiones plurales en los equipos de gobierno. En este
sentido, la política se ha hecho más compleja, sin olvidar el nivel
local, y todo ello ha contribuido, sin duda, a articular de forma
más equilibrada el conjunto de intereses, sociales, sectoriales y
territoriales, que se encuentran presentes en el país.

Se ha avanzado mucho en el proceso de descentralización y
el modelo actual, basado en ceder  grandes ámbitos de responsa-
bilidad a los niveles intermedios, ya se encuentra ampliamente
aceptado. También es aceptada una cierta diferenciación en las
características y los poderes de las distintas Comunidades Autó-
nomas, aunque sigue existiendo un fuerte debate sobre la orien-
tación final que debe tomar el Estado descentralizado. Frente a la
visión más homogeneizadora del modelo de Estado que defien-
den los partidos de ámbito estatal, algunos sectores de opinión
apuntan sobre la necesidad de avanzar hacia un modelo decidi-
damente federal, que incluya más activamente la participación
de las Comunidades Autónomas en las decisiones políticas de los
órganos centrales del Estado, a través de un desarrollo institu-
cional específico, y no como sucede ahora, que depende casi ex-
clusivamente de las coaliciones políticas que se establecen y de la
política interna de los partidos políticos.

Otros sectores políticos y sociales, especialmente en las Co-
munidades históricas que tienen lenguas propias (Cataluña, País
Vasco y Galicia), exigen un modelo de autonomía más profundo,
que destaque más claramente los símbolos y las identidades pro-
pias de cada territorio. Así, se barajan ideas como una estructura
federal de tipo asimétrico, el reconocimiento al derecho de auto-
determinación, o el establecimiento de formulas de asociación
estatal. En el fondo, la discusión sobre la naturaleza nacional o
pluri-nacional del Estado español se encuentra en debate, y se-
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guramente las implicaciones que resulten de este debate tendrán
una fuerte influencia en cómo evolucione la estructura del Esta-
do en los próximos años.

En un terreno más operativo, también es necesario destacar
que el proceso de descentralización en España no ha resuelto al-
gunos de los problemas tradicionales del país, como los desequi-
librios económicos, que por el momento no parecen encontrar
solución. Ya hemos mencionado los problemas de financiación
del gasto descentralizado, que aún están a la espera de fórmulas
que dejen más satisfechas a la mayor parte de las Comunidades
Autónomas. Por otra parte, también es necesario reconocer que
las Comunidades Autónomas han adoptado a menudo un nuevo
papel centralista frente a los municipios, tutelándolos, pero tam-
bién asumiendo a veces directamente muchas funciones que en
ocasiones podrían haber sido gestionadas directamente por los
gobiernos locales. Así, los gobiernos locales no han asumido un
papel relevante en el sistema de gobierno multinivel configura-
do en España con la democracia, en parte ahogados por la emer-
gencia y fuerte crecimiento del nivel intermedio. Sólo en el caso
de los municipios de mayor tamaño, al disponer de competencia
específicas y mayores recursos, han conseguido alcanzar cierta
visibilidad en el contexto político, e impulsar algunas políticas
específicas.

Todas estas cuestiones conducen a pensar que los próximos
años serán sin duda muy relevantes para avanzar en la resolu-
ción de los problemas pendientes de la descentralización en Es-
paña –sin olvidar tampoco el tema de la violencia en el País Vas-
co–, aunque tampoco cabe esperar soluciones definitivas para las
relaciones entre niveles de gobierno. La inexistencia de solucio-
nes permanentes no deja de ser algo normal, ya que en todos los
países con sistemas complejos de gobierno multinivel, continua-
mente se plantean nuevas revisiones y ajustes. Por los motivos
señalados, y por la creciente habituación al cambio, posiblemen-
te vayan a continuar produciéndose –o por lo menos se intenten–
nuevas transformaciones institucionales en España, así como
redefiniciones en las fórmulas actuales de asignación de recursos
y gestión de las políticas públicos.
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La obra: El Estado triterritorial

El libro que nos ocupa, El Estado triterritorial, una nueva des-
centralización para Bolivia, de Franz Xavier Barrios Suvelza, cons-
tituye una atractiva combinación de análisis conceptual y discu-
sión académica, con una toma de posición personal muy
claramente definida a favor de la construcción de un nivel meso
en Bolivia, lo que representa una propuesta a favor de introducir
una profunda reforma al  modelo específico de descentralización
actualmente establecido en el país. El modelo propuesto, que el
autor llama “Estado triterritorial”, significa sin duda una nove-
dad para el caso boliviano, que hasta el momento ha apostado
básicamente por la descentralización local; sin embargo, no re-
presenta una propuesta extraña desde una perspectiva compara-
da, por cuanto diversos países europeos, y alguno latinoamerica-
no, cuentan ya con una estructura de Estado que, a grandes rasgos,
puede ubicarse dentro de las coordenadas propuestas por Franz
Xavier Barrios. Muy esquemáticamente, el eje central de su pro-
puesta consiste en el establecimiento de un nivel de gobierno in-
termedio (también llamado meso), con poderes ejecutivos y le-
gislativos propios, con responsabilidades sobre un segmento de
las políticas públicas, y con una relación de respeto, desde la au-
tonomía recíproca, con el nivel del gobierno local.

La obra constituye una presentación detallada de esta pro-
puesta, con numerosas consideraciones en su defensa, mediante
la utilización de un marco interpretativo derivado de los estu-
dios comparados sobre la organización territorial del Estado, y
con el apoyo de sofisticadas imágenes gráficas que permiten ha-
cer más comprensibles complejos conceptos teóricos aportados.
Asimismo, es de destacar el diálogo constante con las aportacio-
nes e interpretaciones de otros autores que han reflexionado tam-
bién sobre la descentralización en Bolivia, lo que sitúa claramen-
te al lector en las posiciones y puntos de vista de unos y otros. El
libro se concentra fundamentalmente en analizar con profundi-
dad los aspectos de diseño institucional de la descentralización y
construcción del Estado, y lo hace con una perspectiva fresca y
creativa, combinando elementos derivados de la ciencia política,
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el derecho y la economía, tomando numerosos elementos de re-
ferencia producidos en los debates académicos internacionales
sobre estas cuestiones. En este sentido, el autor demuestra un ex-
celente conocimiento de los problemas de la descentralización y
la construcción territorial del Estado, tomando ejemplos y deba-
tes de las distintas tradiciones intelectuales que han reflexionado
sobre estos problemas. Por ello, las ideas que defiende este libro
representan un aporte de gran calidad intelectual al debate sobre
el desarrollo futuro de la descentralización en Bolivia.

Los argumentos de Franz Xavier Barrios en favor de la crea-
ción de un nivel meso con responsabilidades legislativas en Boli-
via se concentran básicamente en la discusión del componente
más central de la organización territorial del Estado, o sea, los
problemas del diseño institucional del Estado, orientándose ha-
cia la identificación de un nuevo equilibrio institucional entre los
distintos niveles de gobierno. Es lógico que así sea, por cuanto
esta es la pieza clave en la arquitectura de la descentralización, y
debe ser afrontada de forma preeminente. Sin embargo, la identi-
ficación de esta pieza nos muestra que el debate tiene otras im-
plicaciones, menos tratadas en este libro, pero que seguramente
merecerán mayor atención en el futuro. Por una parte, debe afron-
tarse con detalle la discusión sobre el conjunto de políticas públi-
cas susceptibles de ser vinculadas al nivel meso, y su interrelación
con los otros niveles de gobierno; por otra parte, el tema de las
reglas electorales también es importante de considerar a fondo,
por su incidencia en la dinámica de los partidos políticos. En
ambos casos, la dependencia del pasado puede ser un elemento
de peso, que condicione fuertemente las posibilidades de inno-
vación política, y ello es algo que debe ser tenido en cuenta y
analizado con detalle.

En su conjunto, la obra que el lector tiene en sus manos me-
rece ser saludada como un estudio novedoso, que debate y apor-
ta reflexiones inteligentes sobre una cuestión sin duda crucial para
Bolivia, como es el desarrollo futuro de su modelo de Estado. No
me corresponde a mí, sino al lector, juzgar la idoneidad de las
propuestas contenidas en las páginas que siguen, defendidas apa-
sionadamente y con multitud de argumentos persuasivos por el
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autor. Sólo deseo apuntar que, para una buena discusión sobre la
reforma del Estado y la descentralización, más que buscar un
modelo perfecto de Estado, lo importante es encontrar la mejor
adaptación posible de la organización territorial del Estado a las
condiciones sociales, políticas y económicas de cada país, y que,
sin duda, este libro refleja una fuerte preocupación por esta línea
de pensamiento.

Jacint Jordana
Catedrático de Ciencia Política y Administración,

Universidad Pompeu Fabra

Barcelona, julio de 2002
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I. Introducción

Estructura del documento

El presente documento está organizado en tres grandes com-
ponentes. El primero tiene por objeto hacer un croquis de la ubi-
cación general del tema abordado, para lo cual establece su tras-
fondo teórico, su contexto histórico, la visualización preliminar
de la propuesta y cierra con una somera inventariación de los
datos más relevantes del nivel meso en Bolivia. El segundo gran
componente hace una captura retrospectiva y un balance proyec-
tivo del paradigma hegemónico de descentralización en Boli-
via. Para ello se hace una arqueología de la fuentes doctrinales
de tal paradigma, se recapitula lo principal del azaroso decurso
de la “cuestión prefectural” entre 1972 y 2002, formulando al
cierre, escenarios hipotéticos desde la perspectiva del paradig-
ma hegemónico. El tercer componente introduce el concepto del
Estado triterritorial, y lo hace en dos pasos. Por un lado, confi-
gura un cuadro mínimo de conceptos claves previos de la disci-
plina del orden territorial sin cuyo tratamiento, aunque sea
exploratorio, sería improbable entender, mucho menos aceptar,
el planteamiento triterritorial. Por otro lado, se formula una pri-
mera lista de temáticas caracterizadoras por excelencia, del di-
lema teórico y práctico que se descuelga de la propuesta tri-
territorial.

ARTÍCULO 1º.
Bolivia, libre, independiente, soberana,
multiétnica y pluricultural, constituida

como República con los niveles territoriales,
nacional, departamental y municipal,

los tres de un mismo rango constitucional...
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Motivación del tema central

Bolivia está cerrando un valioso segundo ciclo contemporá-
neo de diseños territoriales. Es plausible sostener que en 1972,
año de promulgación de la Ley de Organización Administrati-
va del Poder Ejecutivo, se desató el primer ciclo imbuido de for-
mas no participativas, desarrollistas y ciertamente de tendencia
“a-municipal”. Cuando se recuperó la democracia en 1982, se
presenció la intensificación del debate descentralizador –con los
llamados comités cívicos departamentales como claros impulsores–
que ratificando la tendencia “pro-departamental” hegemónica en
la época, buscó el consenso nacional durante años hasta lograr, a
principios de 1993, introducir un proyecto de ley a la cámara alta
del Congreso boliviano. Este proyecto, débil en su coherencia
técnica, nunca lograría su promulgación y acabaría más bien se-
pultado por la vorágine de los acontecimientos inesperados de
1994.

En efecto, el segundo ciclo se desenfunda recién a principios
de ese año, cuando en la nueva gestión de gobierno, se decide
descentralizar Bolivia por vía fundamentalmente municipal. Sin
todos los preámbulos y contramarchas que caracterizaran el de-
bate descentralizador boliviano de la década de los ochenta, los
operadores públicos del gobierno Sánchez de Lozada, transfor-
man de manera inesperada y pragmática el régimen territorial
boliviano, como sólo se lo había hecho en dos oportunidades an-
teriores –coincidentemente cada 200 años– con el quiebre territo-
rial toledano de mitades del siglo XVI, y la reforma borbónica
“intendencialista” en las décadas finales del siglo XVIII.

En mi percepción, ni siquiera los indudables logros apareja-
dos a este segundo ciclo municipalista de descentralización in-
troducido en 1994, podrán ser suficientes para impedir una cons-
tatación paradójica: el modelo corre el riesgo de agotarse antes
de que haya pasado su adolescencia. El movimiento excesivamen-
te pendular de una tradición “departamentalista” en el primer
ciclo contemporáneo que arrancara en 1972, hacia una de un
municipalismo secante desde 1994, ha generado una serie de in-
certidumbres, cuestionamientos, desproporciones y alarmas que
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conviene rastrear y sistematizar. Pero como la antítesis municipa-
lista de 1994 vino cargada al mismo tiempo de progreso social y
beneficios tangibles, no se trata con el Estado triterritorial de des-
conocer, devaluar o sepultar este proceso social. Es, al contrario
una propuesta que pretende advertir sobre cómo, el mismo sesgo
municipalista que impregna el vigente patrón de organización
territorial del Estado –y no un texto o unas opiniones– es la causa
de su deterioro en tanto diseño estatal. En consecuencia, se pue-
de emplear la figura de que el proceso de 1994, vale decir, la antí-
tesis municipalista a la tesis previa forjada en 1972, debe ser resca-
tado en una síntesis que reequilibre las relaciones interterritoriales
en Bolivia. Como quiera que fuere, es ante este estado de crisis
que el presente documento pone a consideración una de las po-
cas formas posibles de síntesis al dilema territorial boliviano. Este
desemboque es el Estado triterritorial; formularlo en sus rasgos
elementales es objetivo de lo que sigue.

Síntesis de la propuesta

El tercer ciclo o síntesis que se avisora en Bolivia tiene más
de un derrotero imaginable. Se propone aquí una salida del ré-
gimen que usualmente se conoce como “unitario” pero sin lle-
gar a otro, conocido como federal. La crisis territorial tiene una
faceta estructural y ésta se puede encarar desde un régimen
triterritorial.

El Estado triterritorial es un modo de Estado donde se confor-
ma un sistema de tres niveles territoriales, el nacional (o superior),
el departamental (o meso) y el municipal (o inferior), los cuales
se traban en términos de estricta coordinación. Estos tres niveles
cargan entonces un valor constitucional equivalente, lo cual im-
plica, entre otras cosas, descubrir lo nacional como estrato terri-
torial con los mismos derechos, pero también deberes institucio-
nales, que los otros dos. Significa más allá, un nivel meso con
calidad de gobierno y una cualificación constitucional del nivel
municipal, pues el hecho de gozar de calidad gubernativa no agota
aún las opciones de empoderamiento municipal. Implica, en con-
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secuencia final, la aparición plena del Estado en su conjunto1 diso-
ciado por tanto del nivel nacional territorial de gobierno. El Esta-
do en su conjunto es el ente que envuelve a los tres niveles y final-
mente, los subordina, en tanto orden supremo.

Los tres niveles anclan, constitucionalmente, cristalinos catá-
logos competenciales, y el modelo genera, por diseño, una aper-
tura de espacios de decisión regional reales pues implica la rup-
tura del monopolio legislativo del nivel nacional en favor del meso. Y es
que la sociedad regional, bajo determinadas condiciones, no se
contenta ya con potestades de “planificar” cuando estas, además,
como sucede en Bolivia, se esterilizan por la fuerza que de facto des-
pliega el nivel nacional en el día a día de la gestión estatal. La expe-
riencia boliviana en especial permite, por tanto, descubrir, que se-
rán leyes –y mejor si forjadas por órganos democráticos– los medios
definitivamente más efectivos para materializar aspiraciones de la
sociedad regional. Más efectivos en todo caso que las facultades de
“planificar” o potestades reducidas a la pequeña alegría de contro-
lar al menudeo las adquisiciones de bienes y servicios que es a lo
que se ha reducido la fuerza de los órganos de control ciudadano en
las prefecturas bolivianas (los llamados “consejos departamentales”).
De hecho éstas son hoy amiotróficas corporaciones territoriales del
nivel subnacional que, dada su naturaleza desconcentrada, sólo de-
ben ejecutar decisiones del nivel nacional.

Es a partir de un meso con calidad de gobierno que se inaugura
recién la descentralización para el nivel departamental, que en con-
diciones triterritoriales, se acopla además a aquélla que ya ha sido
introducida para el nivel local, pero que por efecto de la triterrito-
rialidad, elevaría aún más su peso institucional. Un simple meso
descentralizado significaría ya para la sociedad, dotarse de válvu-
las sostenibles para capturar externalidades que desbordarán el ni-
vel municipal. Pero ofrece, sobre todo, un recipiente para dar cabi-

1 Aunque no ideal, ha sido difícil encontrar una traducción más convincente
que “Estado en su conjunto” a la categoría kelseniana de “Gesamtstaat”.
Se consideraron alternativas como “Estado global” o “Estado en su totali-
dad” pero las ideas que “global” y “totalidad” generan, obligaron a optar
por la salida menos rimbombante.
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da política a identidades socio-espaciales cuyo afán es poder codefinir
en asuntos propios. En el esquema triterritorial no se opta en conse-
cuencia por un diseño complejo, traducido, por ejemplo, en vetos
territoriales de los componentes del meso a nivel nacional a través
de una cámara alta verídicamente territorial.

¿Desenlace federal? No, pues el Estado triterritorial justamen-
te se aparta de virtudes y defectos que definen rigurosamente lo
federal: cámara territorial con efectivos vetos generales, encapsu-
lamiento constitucional del nivel municipal dentro del meso, o
fragilidad endémica por difundir la innovación fermentada en la
competencia legislativa y de gestión entre territorios. ¿Sólo agu-
da descentralización del llamado Estado “unitario”? Tampoco,
pues se eleva lo municipal a un rango equiparable a los otros dos
–el nacional y meso– deflactándose de paso la preponderancia
del nivel nacional por efecto de la misma equiparación constitu-
cional de los territorios; se fundan, además, las bases para elimi-
nar esa red de autoridades dependientes del nivel nacional, ar-
borescente hasta el último escalón, de un Estado subutilizado, así,
en sus cualidades coercitivas. Se afecta pues la típica tendencia
hacia una uniformización normativa del llamado Estado “unita-
rio” y se le desmantelan los artefactos que un Estado tal, por prin-
cipio, instala para creerse en paz; y uno triterritorial, al revés, ad-
vierte como simple y llanamente superfluos.

Téngase en cuenta que países como España y Francia han
demostrado que sí se puede partir o afectar el monopolio legisla-
tivo del nivel nacional sin dejar por ello de ser Estados “unita-
rios”. Pero el meso y el mismo nivel municipal, en ambos casos,
mantienen un status de menor valía constitucional que el nivel
nacional, como se puede inferir del papel aprobatorio del Con-
greso nacional español sobre los estatutos autonómicos, o el he-
cho que, en el caso de Francia, la región no aparece enumerada
en el texto contitucional en su acápite dedicado a las “colectivi-
dades territoriales” luego de que en 1969 el intento de su constitu-
cionalización se rechazara por referendo. En ambos casos no se
han desmantelado además las representaciones nacionales en el
nivel subnacional. Se añade, por otro lado, la presencia singular
del nivel municipal en los senados en ambos países, considera-
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dos explícitamente en sus textos constitucionales como “cámara
de representación territorial” (España) o “representación de colec-
tividades territoriales” (Francia)2. Ya esta particular articulación
del nivel municipal en la cámara territorial, hace entender por
qué ambos ordenamientos no pueden considerarse federales.

Advertencias

El rédito que contiene el esquema triterritorial para lo municipal

La opción de un meso con calidad de gobierno podría ser
interpretada como una amenaza a los logros alcanzados por el
nivel municipal en Bolivia. Sin embargo, el meso fortalecido está
en realidad pensado en un esquema de un peculiar equilibrio te-
rritorial trifronte. Como se explicará en el texto, el beneficio que
significó la introducción del todo del nivel municipal en 1994, no

2 Ver respectivamente Art. 69 y Art. 24 de las constituciones de España y Francia.

Grafico 1
Alteración de la correlación de fuerzas constitucionales

de lo territorial como efecto de lo triterritorial
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cortó algunos lazos de autorización en temas sensibles desde el
nivel nacional para asuntos locales. Tampoco implicó jerarquizar
su status territorial en el texto constitucional. Significó más bien,
ratificar el trato de lo local como un “régimen especial”, arrinco-
nado al final de la carta magna, junto a la cuestión agraria, cultu-
ral o familiar. Un diseño conflictivo ya sea porque sobre esa base
el nivel municipal cree poder zafarse de la normativa estatal más
general (léase, por ejemplo, su peculiar relación con el régimen
de la carrera administrativa); ya sea porque así se consolida un
limbo “autonómico” más parecido a un trato de generosidad cons-
titucional que de incorporación orgánica de lo local al engranaje
estatal (léase duplicación de autoridades estatales a nivel local).

El dilema entre teoría / práctica y aquel entre ideología / técnica

Uno de los obstáculos que se antepusieron al diseño congruen-
te del orden territorial en Bolivia fue (como se verá en la arqueo-
logía del municipalismo boliviano pero también del peculiar
departamentalismo previo) la limitada pulcritud y demarcación
teórica de los procesos territoriales. Es por eso que el presente
texto se concentra en una delimitación teórica del Estado triterri-
torial, vale decir, en la explicitación de sus coordenadas concep-
tuales fundamentales y del paquete de temáticas que irrumpen
gracias a su consideración. Debe uno ponerse primero a reflexio-
nar sobre el fondo de las alteraciones que pretende traer lo
triterritorial pues ese debate se produce en el campo de las preci-
siones conceptuales. El presente trabajo pone énfasis en el esbozo
teórico de lo triterritorial. Ahora bien, la utilidad del texto no está
socavada ni por su énfasis en variables generales del ordenamien-
to territorial, ni por el enfoque sin duda inesperado y heterodoxo
al tema. En cuanto al primer punto, se conoce que hay quienes
ceden rápidamente a la ilusión de que la única ciencia es la que
regurjita las variables fundamentalmente empíricas y retoza en
ellas sin mayor ansiedad por una indagación nomotética. Se olvi-
da aquí por ejemplo que no porque en la Física la representación
que tenemos del átomo (con sus electrones envolviéndolo en ór-
bitas elípticas) sea una convención, deja de ser ella útil para la
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toma misma de decisiones. Este desprecio por la “teoría” y la “aca-
demia” suele alimentarse en Bolivia con la consabida totemización
del carácter “abigarrado” de nuestra sociedad.

El texto puede legítimamente generar un segundo malenten-
dido cuando se analiza la literatura empleada que para algunos
lectores podría generar la impresión de un descuido al no consi-
derar la cuantiosa literatura que sobre municipalismo, participa-
ción popular y descentralización ha generado la intelectualidad
boliviana en los últimos años. El problema es que el texto no se
ha planteado como objetivo el acomodamiento de su razón de
ser a la literatura existente en Bolivia sobre temas relacionados,
sino que acopia información en función de un enfoque cognosci-
tivo distinto, una preocupación epistemológica diferente a la
usualmente conocida sobre temas de descentralización y ordena-
miento territorial. Júsguese entonces el texto en su autoentendi-
miento analítico. Nunca fue honesto denostar a la economía neo-
clásica porque no quiso ver la plusvalía que exacciona el capital a
la fuerza de trabajo, pero tampoco fue la economía política “me-
nos científica” por no haber desembocado en el análisis margina-
lista: se trató siempre de distintos objetos con sus respectivos y
apropiados discursos.

La modelación del Estado triterritorial se enraiza en una re-
visión exploratoria de procesos territoriales que funcionan en
varios países del mundo y recoge de aquí su primer respaldo
empírico. Este ensayo surge además de sopesar los pormenores
de la actual práctica territorial boliviana pero, en especial, de com-
padecerse del hecho que el país tiene una evidente dimensión
regional, por mucho que en el futuro la norma nunca lo admitie-
ra, fomentara o absorbiera. Más de una guerra civil desde 1826
tuvo en Bolivia una explicación interna de índole regional3. ¿Cuán
viable es la puesta en marcha de un ordenamiento triterritorial?
Las implicaciones de semejante orden conducirían, tarde o tem-
prano, a una enmienda constitucional importante. Pero esto no
pasaría de ser un impedimiento de fácil resolución procedimental.

3 Ver por ejemplo, J. L. Roca (1999), Fisonomía del Regionalismo en Bolivia, Plu-
ral editores, segunda edición, La Paz.
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Un impedimento mayor radica –junto al estrictamente político–,
en realidad, en superar los más disímiles prejuicios que lo triterri-
torial amenaza y devela. A diferencia de la reforma municipal de
1994 que fue implementada sin necesidad de arduos procesos de
consenso social (poniendo sugestivamente en duda aquello de
que sólo procesos de “abajo hacia arriba” son beneficiosos para
la sociedad) la multitud de sensibilidades “unitaristas” y prejui-
cios municipalistas que afectaría un orden triterritorial, hacen que
una reforma del meso de tal magnitud requiera de delicados con-
sensos. El primer requisito para ello es justamente separar el en-
caramiento ideológico del asunto, del enfoque técnico, a fin de
que el eventual fracaso de un meso fuerte se explique por convic-
ciones políticas y no por confusiones de orden técnico.

La alternativa de la mancomunización municipal

La corriente municipalista no ha quedado quieta ante la peli-
grosa tendencia por ella misma desatada, de concebir el munici-
pio como el armazón ideal para enfrentar, si no todos, por lo me-
nos una buena parte de los problemas del desarrollo. Por lógica,
su salida no ha sido repensar seriamente el meso, sino proclamar
la figura de las mancomunidades municipales como el eslabón
de regulación a probables desbordes competenciales en lo local.
Las mancomunidades, empero, útiles en casos claros de inade-
cuación competencial resueltos por acuerdos técnicamente fun-
damentados, no pueden sino capturar tareas que al final queda-
rán de todos modos como asuntos del ámbito municipal pues las
mancomunidades no dejan de pertenecer al circuito municipal
de provisión pública. Además, es recomendable que así lo hagan,
usando preferentemente la figura de asociaciones contractuales,
justificadas para la específica solución de problemas de provisión
de bienes y servicios públicos concretos. Ya la vigente ley de mu-
nicipalidades de 1999 ha distorsionado este sentido originalmente
previsto por la Constitución4, al formular ideas de apoyo “priori-

4 Constitución Política del Estado (CPE), Art. 202.
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tario” desde los sistemas nacionales de planificación y financia-
miento a quienes se mancomunaran; por otro lado, proponiendo
la figura mancomunitaria para dar cuenta del delicado problema
de los territorios étnicos originarios5 que, a todas luces, en más
de un caso revienta los bordes institucionales que ofrece la mis-
ma mancomunidad. Pero es en especial una norma específica para
mancomunidades de mediados de 2001, donde se ha hecho más
notorio el dimensionamiento aparatoso de la figura mancomuni-
taria, a pesar de haber estipulado razonablemente en dicha nor-
ma, un ágil camino de su disolución.6 La idea de asociaciones
municipales flexibles y de propósito específico –a eso debería re-
ducirse la figura de la mancomunidad municipal– se la disgrega
aquí de la categoría “mancomunidad”. A ésta se le reserva más
bien la absorción de hechos territoriales que de realmente existir,
con la notoria fuerza socioespacial que se les atribuye, debieran
buscar más bien su solución en la conformación de unidades
municipales de pleno derecho.

Una aplicación flexible y no ampulosa de la asociación de
municipios es una herramienta indudablemente útil pero puede
tornarse contraproducente si pretende capturar valores públicos
de escala meso o resolver en cánones de derecho privado, asun-
tos de identidad territorial étnica.

La polémica cuestión de la territorialidad étnica
y del armazón territorial vigente

No es objetivo del texto abundar sobre la pertinencia históri-
ca o social del trazado fronterizo entre departamentos o provin-
cias o municipios, mucho menos darlo por adecuado. Aquí pue-
de justamente verse un ejemplo ya criticado líneas arriba sobre la
relación simplista de –para decirlo en términos pedestres– lo “con-
creto de la vida” y el “platonismo de la teoría”. ¿Es inservible un
análisis como el propuesto aquí sobre un nuevo diseño de equili-
brio territorial general sin antes haber definido los parámetros

5 Ley 2028, Art 158/I:III.
6 D.S. 26142.
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geodésicos de cada mojón? Este texto cree que sí es posible llegar
a conclusiones útiles al respecto sin haber precisado el lugar de
las trancas interfronterizas del país. No se descarta por lo demás
la posibilidad de discutir la pertinencia social de los límites ac-
tuales, sea cual fuera la escala de los territorios en cuestión. Pero
si las piezas del meso boliviano, de 9 que son, acabarían en 12 o
15, el meso como tal no es puesto en duda como nivel territorial.
A partir de un umbral, está claro que el meso va diluyéndose hasta
“resbalar” finalmente, en un caso extremo, en el nivel municipal.
Pero llegados aquí, como se deduce rápidamente, el meso segui-
ría como tema pendiente.

Por otro lado, el texto sostiene que dos entidades político-
espaciales bolivianas, como la provincia y el cantón, se encuen-
tran en una difícil encrucijada existencial. Pero no es pretensión
de este texto alentar sicodélicamente la desaparición de la pro-
vincia pues la misma está de suyo amenazada por los complejos
procesos sociales desencadenados con la reforma municipal de
1994. El texto simplemente advierte sobre los efectos potencialmente
reforzadores de una disfuncionalidad provincial que un meso
fuerte añadiría. Por el lado del cantón, lo que el texto desde sus
premisas teóricas constata, es que igualmente a nivel local, cre-
cen las dudas sobre la funcionalidad de largo plazo del cantón
habida cuenta del efecto indudable de compactación del Estado
local desde 1994. El foco de la crítica aquí es por tanto la duplici-
dad cada vez más notoria entre ramificaciones del ejecutivo na-
cional en el mismo espacio donde se viene compactando el Esta-
do local. En cierta forma, enfatiza la necesidad de plantear una
cuestionante hasta hoy desconocida: la mayor explotación de la
capacidad coercitiva instalada del Estado en el nivel local a fin de
simplificar el ejercicio de la autoridad estatal. Entonces, así como
el meso, los mismos municipios del 94 y la reciente proliferación
del fenómeno mancomunitario hostigan a la provincia, así po-
dría suceder con los cantones cuando se intensifique la organiza-
ción distrital intramunicipal, peor, si a mediano plazo los distritos
acaban como jurisdicciones electorales de los concejos municipa-
les. En general, debe hacerse en este contexto, una puntualiza-
ción de cierre. El Estado triterritorial no significa que se prohiban
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áreas de administración desconcentrada, por ejemplo, a nivel de-
partamental (“provincias”). Como en el caso ya visto de la canti-
dad de piezas del meso donde se las vio irrelevantes para el tema
de un meso como tal, la triterritorialidad del Estado no excluye
más de tres niveles de administración geográfico-estatal. El pun-
to es que incluso bajo éstas condiciones, sean sólo tres los ámbi-
tos político-espaciales que gocen de calidad gubernativa.

Finalmente, queda el delicado tema de la territorialidad indí-
gena. Se deberán profundizar los aspectos específicos sobre este
tema, cuyo tratamiento especializado tampoco es, por lo demás,
foco de atención del presente texto. Pero vale una vez más lo que
metodológicamente se sostuvo en las líneas precedentes. La hipó-
tesis implícita es que “nuestra realidad” puede ser desde un punto
de vista étnico, tan compleja como uno quiera, pero eso no descar-
ta ir viendo armazones flexibles pero congruentes donde “vaciar”
orgánicamente las complejas formas de expresión de la territo-
rialidad étnica al Estado. En unos casos, esa territorialidades aca-
barán siendo municipios (cosa que la LPP original no previó) o
exigirán formas de distritación peculiar, o finalmente serán po-
tenciales candidatos a ser piezas del meso. Son todos estos temas
que sobrepasan la ya mencionada preocupación específica del
presente texto.

¿Por qué una estructura territorial “bigubernativa” no sería
preferible a una triterritorial?

En el capítulo II del presente texto se definirá el patrón de
organización territorial vigente en Bolivia mediante la concate-
nación de los siguientes rasgos: primero, se calificará el mismo
como “territorialmente bigubernativo” dado que se han consoli-
dado en el país dos niveles territoriales como entidades con cali-
dad de gobierno. Se dirá luego que es “bipolar” pues no es el
meso, sino sólo los “extremos” nacionales y locales, los que ad-
quieren semejante dimensión gubernativa. Pero aunque parezca
paradójico, el rango gubernativo del nivel municipal no ha signi-
ficado elevarlo a un status constitucional equiparable al nacio-
nal. Según las normas bolivianas, el municipio es beneficiario de
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un régimen especial de “autonomía”, calidad que sugerentemente
le es asignada también al sistema universitario.7 La tradición ha
hecho que esta autonomía sea tendencialmente asimilada a un
ámbito “a-estatal” de gestión, parangonando en cierta forma el
status municipal a una suerte de acuerdo “entre el Estado y aso-
ciaciones civiles locales” a fin de que las mismas no sean interfe-
ridas en sus actos administrativos mínimos.

Está claro que este patrón boliviano de organización territo-
rial no se sale del modo de Estado generalmente conocido como
“unitario” y, según nos muestran los ejemplos francés y español,
éste no es el único camino posible dentro de él. El modo de Esta-
do triterritorial altera por lógica el patrón descrito. No sólo se
compone de tres niveles territoriales de naturaleza gubernativa
al investir al meso con calidad de gobierno territorial, sino que
como ya se dijo, se “sube” al nivel municipal y se “baja” al nacional,
estableciendo así un equilibrio territorial gracias a la equipotencia
constitucional que le es característica. “Sube” el municipio, pues
no se trata ya de un régimen especial cuasi-civil, sino de un esla-
bón del Estado y tan impermeabilizado de eventuales intromi-
siones administrativas superiores, como lo serían los otros dos.
“Baja” el nivel nacional pues éste deja de estar amalgamado con
el Estado en su conjunto y debe ser sometido a las mismas exi-
gencias de rendimiento institucional que el meso o el municipio.

Pero interesa en este punto analizar no tanto los réditos de
este sistema de niveles territoriales modularmente articulados,
como el hecho específico de un meso convertido en eslabón terri-
torial de gobierno. El meso, en primer término, permite abrir un
campo de decisión para visiones macrosociales de una escala que
es demasiado grande como para ser canalizada desde un munici-
pio o, incluso, desde una asociación de los mismos. Pero, a la vez,
demasiado “propias” como para ser tratadas desde el nivel na-
cional. Es pertinente recordar que, en el caso de Bolivia, la escala
entre lo local y lo nacional se consolida antes de su independen-
cia en 1825 con la creación de las intendencias, aunque en reali-
dad, se estructura ya mucho antes de ellas en la figura de las

7 Ver CPE, Art. 200

I. INTRODUCCIÓN
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gobernaciones y la audiencia de Charcas.8 Y nótese que el grado
con el que cuajaron las intendencias, como lo hicieron en el Alto
Perú, no fue igual de exitoso en todo el sistema virreinal español
en América.9

En un modo de Estado triterritorial, se abre además la posi-
bilidad de procesar socioestatalemente identidades territoriales
intra-meso que al ser más grandes que un municipio, pueden
articularse políticamente a los órganos de poder regionales. Sea
como fuere, lo importante es permitir la consagración de la socie-
dad regional.

Otro justificativo adicional ya anticipado líneas arriba, viene
de la necesidad de capturar externalidades en la provisión de bie-
nes estatales que desbordan incluso los mecanismos de manco-
munización municipal, incluso de los razonablemente bien con-
cebidos. Desde una perspectiva más general, la no creación de un
meso fuerte podría generar problemas de óptima asignación
competencial. En efecto, un meso en tanto gobierno funge como
malla de contención a potenciales y excesivos traspasos del nivel
nacional al local. Su inexistencia puede llevar, por otro lado, a
procesos a veces festejados pero siempre riesgosos de “hiperdes-
centralización” de corte localista. Un meso escuálido adicional-
mente puede presionar para que el nivel nacional asuma tareas
que, de existir la opción de un meso fuerte, no las hubiera enca-
rado con mano propia. Así pues, a fuerza de la inexistencia de un
meso fuerte, productos estatales de escala regional son inevita-
blemente “fabricados” por las “usinas” nacionales y locales, con
los correspondientes sobrecostos potencialmente implícitos.

Pero se debe mencionar un tercer aspecto altamente estraté-
gico. La existencia de un catálogo competencial con posibilidad

8 Ver Acevedo, E. O. (1979) “El establecimiento de las intendencias en el Alto
Perú” en Investigaciones y Ensayos, N° 26, Buenos Aires, p. 214. Klein habla de
las intendencias como entidades de administraciones de orden “local” cuan-
do en realidad, lo local en el periodo del auge intendencial, estaba en parte
asimilado en la figura de las “subdelegaciones”. Ver pero Klein, H (1992)
Bolivia, The evolution of a multiethnic society, Oxford University Press, p. 78.

9 Comparar García-Gallo, A (1980) “La evolución de la organización territorial
de las indias de 1492-1824” en Anuario Histórico Jurídico Ecuatoriano, p. 129.
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de ser ofertado desde el meso, funda la oportunidad de explotar
los beneficios de una competencia legislativa interterritorial. El
meso aparece, por ejemplo, como un ámbito más adecuado para
ensayar políticas educativas diferenciadas frente a la opción de
hacerlo vía la miríada de municipios que suelen componer un
país. Así, en Bolivia, es más sensato pensar en un sistema de com-
petencia educativa entre las nueve piezas del meso hoy existen-
tes que entre sus más de 300 municipios.

I. INTRODUCCIÓN



EL ESTADO TRITERRITORIAL48



49

II. Antecedentes

10 Precisiones teóricas sobre el “meso”, en términos más generales, ver Sharpe,
L. J. (1993) “The european meso: An Appraisal” en The Rise of the meso
government in Europe, Sharpe L. J. (Ed.), Sage Publications, London.

11 Mediante la ley 1551 conocida como ley de “participación popular” (“LPP”).

El modelo boliviano de descentralización corre el riesgo de
agotarse antes de tiempo. De las variables que explican esta cons-
tatación, hay dos que tensionarán pemanentemente el presente
texto: el status preciso del sistema prefectural boliviano en el or-
denamiento territorial; y la prevalencia de una forma de municipa-
lismo que se ha convertido en paradigma de diseño institucional.
En efecto, la propuesta del “Estado triterritorial” que se persigue
en el presente texto, nacería justamente de una alteración profun-
da del status del nivel meso10 para Bolivia. Por el otro lado, debe
recordarse que en Bolivia el nivel meso o prefectural, agradece
su ubicación institucional, en gran medida, al paradigma pro-
municipal bajo el cual se ordenara este país en 1994.11 Debido a
ello, la presentación del Estado triterritorial propiamente dicho, será
precedida de una rápida recapitulación del mensaje institucional
del municipalismo, a fin de entender por qué el nivel meso boli-
viano ha ido a parar adonde ahora se halla. El punto será aborda-
do mediante una descripción del municipalismo compulsivo que
impera en el diseño actual de relaciones interterrioriales del país.
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Antes de ingresar a dichos temas, sin embargo, es menester
esbozar el marco general donde se ancla el debate que sigue. Di-
cho marco está centralmente explicado por la categoría del “orden
territorial” la que, a su vez, encierra una otra que llamaremos
“modo de Estado” y que será igualmente útil a la hora de preci-
sar el futuro del meso en Bolivia. Como se advertirá en el rápido
esbozo teórico que sigue a continuación, la definición asumida
aquí sobre “orden territorial” no cuadra con las tendencias de ver
el ordenamiento territorial como asunto concentrado en la temáti-
ca de los “recursos naturales” o como dirigido a fenómenos espa-
ciales puros o finalmente, como asunto preocupado por los trazos
fronterizos.12 Por orden territorial se entiende aquí la organización
del poder estatal en términos socioespaciales.

Orden territorial y modo de Estado

Este trabajo quiere argumentar a favor de un orden territorial
heterodoxo, ya que se emplazaría entre el desemboque federal y el
así llamado “unitario”, a saber, la alternativa “triterritorial” como
una vía de resolución de la crisis que agobia al orden territorial
boliviano contemporáneo. Desde una perspectiva conceptualmente
más exigente, el previsible agotamiento que amenaza al “modelo
boliviano de descentralización” hace en realidad a una crisis de lo
que llamaré el orden territorial y en especial, a una que afecta su
“modo de Estado” y su “patrón de organización territorial”. El or-
den territorial está definido por tres grandes bloques conceptua-
les. El primero tiene que ver con la matriz de distribución competencial
entre territorios que implica comenzar a entender que el ámbito
donde se asignan las competencias, es un espacio en realidad

12 Para una disusión sobre la evolución de definiciones sobre “territorio” y la
acción pública sobre él, consultar por ejemplo Pérez Andrés, A. A. (1998). La
ordenación del territorio en el Estado de las autonomías, Marcial Pons, Madrid.
Comparar también el manejo conceptual implícito en el Art. 17 del “Proyecto
de Ley N° 041-Senado” o “Proyecto de ley orgánica de ordenamiento territo-
rial” de julio de 2001, Ministerio del Interior de Colombia que extiende
discutiblemente el ordenamiento territorial a temas ecológicos, p. 16/17.
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tridimensional. Es a raíz de tal premisa que se puede visualizar
este asunto en una suerte de “cubo competencial” cortado de tal
manera que permita cruzar la dimensión “territorio” con las di-
mensiones “materias” y “facultades”. En efecto, lo que se persigue
en este primer bloque conceptual, es subrayar qué “asuntos” ma-
teriales asume y con qué “prerrogativas” formales, un territorio o
nivel territorial del Estado.

El segundo bloque conceptual de todo orden territorial, tiene
que ver con variables que llamaré “geográfico-estatales”. Estas
agrupan, a su turno, tres dimensiones claves: la cuestión de las
formas de organización espacial de asentamientos humanos y
proveedores de bienes y servicios públicos; luego la temática del
trazo de límites entre territorios dentro del Estado y, finalmente,
la técnica de organización de áreas de acción operativa de entes

Grafico 2
Graficación cúbica de la matriz de distribución competencial

II. ANTECEDENTES
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públicos que se expresan a través de la desconcentración munici-
pal o las zonificaciones sectoriales. Adicionalmente, el orden te-
rritorial se define por un tercer gran bloque que se llamará aquí
“político institucional”. Y es precisamente aquí donde se ubica
ese concepto anticipado de “modo de Estado” que, para simplifi-
car, no es otro que aquel que permitirá saber, en síntesis, si el Es-
tado en cuestión será calificable de federal o no federal. Efectiva-
mente, el modo de Estado está gruesamente explicado por la
forma en cómo se defina el status constitucional de un nivel terri-
torial, la modalidad concreta que asuma la división vertical del
poder entre los niveles territoriales y los roles de los territorios en
el armado adoptado. Pero junto al concepto de modo de Estado,
este tercer bloque conceptual se clausura recién con dos aspectos
restantes: la naturaleza de los órganos de gestión y la temática de
los dispositivos de coerción territorialmente entendidos. En el tema
de los órganos de gestión se trata de precisar, por ejemplo, las mo-
dalidades de elección de órganos subnacionales de autoridad pero
también el menú de atribuciones organizacionales que tales órga-
nos poseen. En el caso de los dispositivos coercitivos, se trata de
incorporar todo lo referido al eslabonamiento territorial de las en-
tidades como la justicia, la policía y la fuerza armada.

Cuadro 1
Variables del orden territorial y sus tres bloques conceptuales

bloque conceptual bloque conceptual bloque conceptual
“cúbico-competencial” geográfico-estatal político-institucional

1) territorios 4) organización espacial 7) modo de Estado
(ej.: nivel nacional/meso/ (ej.: grado de centralidad (ej.: desconcentración vs.

municipal) de aglomeraciones)  descentralización)

2) competencias 5) límites inter-territoriales 8) órganos de gestión
(“catálogo competencial”) (ej.: conflictos de límites)  (ej.: modalidades de elección

de la autoridad subnacional)

3) facultades 6) áreas intra-territoriales 9) sistemas de coerción
(facultades de legislar, administrar (ej.: distritos de gestión (ej.: armazón territorial

y financiar) técnica submunicipal) del poder judicial)

Dados los límites del presente ensayo, no se puede abundar
más en las consecuencias derivables de estas consideraciones he-
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chas alrededor del orden territorial, así como se propone enten-
derlo aquí. Pero se ha buscado que, a pesar de la condensación
expositiva sobre el punto, aflore la complejidad técnica que en-
cierra el encaramiento de una crisis del orden territorial que por
lo visto involucra, sincronizadamente, un sistema polinómico. Se
advertirá además que el presente ensayo pretende sólo dar cuen-
ta, y de manera aproximativa, sobre dos variables de este entra-
mado, a saber, la referida al modo de Estado y dentro de ella, a la
que se conocerá como patrón de organización territorial.

El imperio institucional del mensaje municipalista

La crisis del modo de Estado boliviano implica inexorable-
mente la puesta en duda de su hálito fundacional: la cinceladura
municipalista de su orden territorial. La idea de una descentrali-
zación vía municipios, como la que se produjo en Bolivia en 1994,
vino aparejada de dos cosas: por un lado, la impermeabilización
de la municipalización boliviana a una revisión crítica desde su
primer gameto y, por el otro, la autoproclamación del municipa-
lismo como sinónimo de descentralización per se, precluyendo así
la opción de un nivel territorial intermedio que de por sí no tiene
por qué ser marginal ni siquiera en modos estatales de tipo “uni-
tario”. Tomar conciencia de estas fuerzas conformadoras, llevará
tarde o temprano a replantear la cuestión del ordenamiento terri-
torial desde un punto de vista más técnico y crítico. De hecho, el
municipalismo compulsivo está tendencialmente enfadado con
un análisis técnico.

En efecto, cabe advertir que las percepciones corrientes sobre
el tema descentralizador boliviano, deben su frecuente impreci-
sión al estado del arte del análisis especializado sobre el tema,
relativamente precario a pesar de los avances logrados. Hemos
llegado en Bolivia a un punto donde se hace cada vez más difícil
entender lo que realmente sucede en temas del ordenamiento te-
rritorial, subconjunto clave del paquete de reformas estatales pen-
dientes en el país. Esta evidente orfandad analítica responde, en
buena medida, al hecho de que también está agotada la manera

II. ANTECEDENTES
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de explicar los fenómenos del ordenamiento territorial. Se trata
entonces, paralelamente, de una crisis de entendimiento. En ge-
neral, y a pesar de casos aislados, debe recordarse aquí que el
análisis social crítico se halla permanentemente sobrepasado por
el pensar de corte contemporizador. Reflexionar “oblicuamente”
se ha vuelto, en Bolivia, indecoroso, además de poco rentable; se
ha convertido más bien una virtud apostar con asombrosa prisa
por conceptos de moda, sin mencionar ya que hoy es muy “chic”
desestimar la ciencia como algo con cierta capacidad de pronós-
tico. Esta crisis generalizada de las disciplinas de análisis social
en Bolivia, de la cual por tanto la reflexión sobre lo territorial no
podía quedar inmune, ha fermentado el terreno para que el cam-
po de la reflexión se pueble de una sociología esotérica, una
politología de corte clerical y una ciencia económica repleta de
preocupaciones por la esfera de la circulación. Pero, ¿dónde es-
triba la relación de esta constatación con la propuesta de un Esta-
do triterritorial? Pues bien, resulta que la argumentación por un
modo de Estado triterritorial es en realidad uno de los mejores
pretextos para intentar mostrar de paso, las consecuencias que
puede acarrear no refutar ciertos cánones tradicionales del en-
tendimiento vigente sobre la “descentralización”. Como se ha di-
cho ya líneas arriba, el Estado triterritorial abre un lugar relativa-
mente inhóspito entre las clásicas salidas conocidas a este respecto,
a saber: la salida federal, por un lado, y la llamada “unitaria”,
por el otro. Y esta dicotomía es una de las más impactantes petri-
ficaciones que conocen el derecho público promedio y la ciencia
política estándar.

Como quiera que fuera, si se instaurase un orden “triterrito-
rial” en Bolivia, no estaríamos frente a un parchado de la actual
Constitución boliviana y esto advierte sobre la envergadura del
cambio que informa la hipótesis triterritorial. Hay que reconocer,
es cierto, que la municipalización boliviana desatada en la Ley
Nº 1551 de 1994, generó un remezón en la gestión pública nacio-
nal. Como se mencionó en la introducción, en lo que hoy es Boli-
via, se pueden registrar apenas tres grandes alteraciones del or-
den territorial. Aquella primera ola en el siglo XVI vinculada a
las reformas del virrey Toledo que llevó el péndulo hacia el nivel
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13 Para la reforma toledana ver por ejemplo, Málaga, A. (1974) “Las reduccio-
nes en el Perú durante el gobierno del virrey Franciso de Toledo”, en Anua-
rio de Estudios Americanos, XLIV, Sevilla. Para el tema intendencial ver, por
ejemplo, Orduño, E. (1997) Intendentes e intendencias, Ediciones Ciudad Ar-
gentina, Buenos Aires.

local; la segunda, dos siglos después, que introdujo las intenden-
cias de indudable naturaleza meso;13 y finalmente, también dos
siglos más tarde, la Ley de Participación Popular (LPP) que, como
en la primera ola, llevó el péndulo reformador territorial –y con
sobrados méritos– nuevamente hacia el nivel local si bien bajo
nuevos principios de reforma.

Pero si bien es cierto que la LPP fue la tercera ola en 600 años,
hay que reconocer con justicia que ésta nunca tuvo la intención
de poner en duda el modo de Estado: Bolivia antes de la LPP de
1994 era “unitaria” y siguió siéndolo después de promulgada la
misma, hasta hoy. Sería pues excesivo reprocharle a la LPP no ha-
ber desbordado lo unitario pues no fue ese su motivo y suficiente
reconocimiento le corresponde por haber instalado, de modo ge-
neral, un armazón municipal para Bolivia.

En resumen, la municipalización boliviana no sólo no alteró
el modo de Estado, sino que, concomitantemente, implicó en sus
diseñadores una filosofía aglutinada en torno al descarte de un
nivel territorial meso boliviano fuerte y, por lo mismo, empotra-
da en una suerte de municipalismo apabullante. Buscó conven-
cernos de que la “descentralización” ideal para Bolivia, era aque-
lla materializada preferentemente por la vía municipal. En el
capítulo III del presente ensayo, se ejemplificará mejor la dinámi-
ca doctrinaria de este paradigma.

Naturaleza geométrica de la alternativa triterritorial

¿Qué es lo que el Estado triterritorial no es? No es un “pro-
medio” que “mezcle” un poco de lo federal y otro poco de lo uni-
tario. Tampoco se trata de un Estado unitario pero “bien” des-
centralizado, ni de uno que siendo federal, se clasifique como

II. ANTECEDENTES
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“moderado”. Llena más bien un campo inhóspito y en tanto sis-
tema “autocontenido”, lo hace a plenitud, por implicar una for-
ma congruente de combinación peculiar de las variables de un or-
den territorial, confiriendo al resultado una identidad constitutiva
propia y fácilmente discernible. Como el violentamiento de la di-
cotomía clásica de lo federal y lo unitario presupone romper arrai-
gados preceptos de derecho público consuetudinario, esta ruptu-
ra hace inevitable reformular una gama de conceptos a fin de
entender este nuevo modo de Estado. El capítulo IV se dedicará a
delimitar mejor la nueva criatura y a precisar un primer grupo
de conceptos referidos a este punto. A fin de facilitar la compren-
sión del hilo conductor del texto, convendrá que ya aquí se haga
un adelanto de la idea de lo triterritorial y se le contraponga los
otros modos de Estado alternativos en forma gráfica. Si pudiéra-
mos representar un clásico Estado conocido como “unitario”, lo
haríamos con el siguiente gráfico:

La idea de la gráfica superior es anticipar que en los Estados
“unitarios” normales, lo subnacional permanece conceptualizado
como una suerte de “régimen” especial del ordenamiento jurídi-

Grafico 3
Graficación del Estado “unitario”

(caso Bolivia)
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co. Una de las pruebas más claras de esto es que las normas abs-
tractas y generales que pudieran emanar de órganos deliberativos
subnacionales, no suelen ser llamadas “leyes”, nombre que en
régimenes “unitaristas” se reserva sólo para aquellas generadas
en el parlamento nacional. Pero eso no excluye que, por ejemplo,
el nivel municipal sea concebido como estructura de gobierno.
Así se ha dibujado el caso boliviano, donde si bien el nivel muni-
cipal es actualmente una entidad de naturaleza gubernativa, vive
en un marco constitucional que le confiere sólo un carácter de
autonomía peculiar. Del otro lado, se ve cómo el meso no pasa de
ser un simple desdoblamiento del ejecutivo nacional a nivel in-
termedio.

Veamos ahora, la graficación de un modo de Estado federal.

14 La labilidad del nivel municipal en condiciones federales, es una ley del
orden territorial que significa la subvaloración constitucional del Estado
local mediante su “encapsulamiento” normativo en el ámbito meso del Es-
tado federal, ámbito cuya naturaleza estructural es, sin embargo, análoga a
la del nivel que envuelve, el local. No se debe confundir labilidad con “de-
bilidad” pues el concepto se ciñe a su origen etimológico que refiere más
bien al estado de “resbalar” (“labilis”).

La idea en este segundo caso es visualizar la labilidad14  espe-
cial que caracteriza al nivel municipal en todo Estado federal a

Grafico 4
Graficación del Estado federal

(caso general)
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consecuencia del “encapsulamiento” constitucional que sufre lo
local dentro del circuito normativo del nivel meso. Finalmente, la
graficación del Estado triterritorial, puede dibujarse del siguien-
te modo.

Grafico 5
Graficación del Estado triterritorial

(caso general)

No será sino después de los capítulos IV y V que las implica-
ciones que encierra esta simple visualización del Estado triterritorial,
comiencen a mostrar mayor claridad. Pero sea a esta altura aprovecha-
da la ocasión, para subrayar cómo, a diferencia de los dos anteriores
escenarios, se produce aquí un comportamiento equipotente de los
tres niveles territoriales del Estado, en el que ninguno prevalece cons-
titucionalmente sobre el otro, hallándose ellos enganchados por un
principio de coordinación. Obsérvese además que la esfera, que en
el dibujo ocupa gran parte del cubo, es el ámbito normativo que el
juego institucional de los tres niveles genera reproduciendo un cir-
cuito normativo particular. De ahí que el cubo que encierra a la esfe-
ra, así concebida, no deje de tener importancia propositiva. En efec-
to, como veremos más adelante, el modelo triterritorial disocia el
Estado en su conjunto del nivel nacional de gobierno.

Lo atractivo del modo triterritorial depende, en gran medi-
da, de su capacidad de mostrar la introducción de temas nove-
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dosos o de sugerir modalidades diferentes de manejo de asuntos
ya conocidos. Es por eso que en el capítulo V se plantearán ele-
mentos temáticos mínimos de esta particular tecnología estatal y
como efecto de ello, se formularán precisiones respecto a un se-
gundo paquete de conceptos emergentes de dicha tematización.
El capítulo VI cerrará con algunas reflexiones del diseño y de los
temas que deberán ser profundizados en el futuro a la luz de las
implicaciones que trae consigo el Estado triterritorial. Antes de
pasar a la importante recapitulación del paradigma municipalista,
se cerrará este segundo capítulo con un inventario comprimido
de los datos más siginificativos del meso en Bolivia.

El nivel meso en Bolivia: algunos datos 15

La valoración institucional del meso, en términos generales,
debería combinar dos tipos de perspectivas. Por un lado ordenar
la información bajo aquella del nivel, y luego, bajo la perspectiva
del sistema territorial. Desde la perspectiva de la disciplina del
orden territorial, la noción de “nivel territorial” incorporará da-
tos de rango, fuerza, ranking y tendencias (análogas o dispares)
entre las piezas territoriales del nivel en cuestión según su ubica-
ción, dotación y desempeño de gestión pública. Por su parte, el
concepto de “sistema” carga información referida al status cons-
titucional del nivel; a la manera de articulación vertical entre ni-
veles territoriales del Estado; a los índices sintéticos de desempe-
ño de gestión pública regional; y al anclaje de la entidad máxima
del meso dentro del sector público regional.16 Dados los límites

15 Todos los datos siguientes fueron extraídos de Estudio de Capacidades
Prefecturales (2002), Viceministerio de Coordinación Gubernamental/PAP-
Holanda, Tomos I y II, La Paz (“ECP”).

16 También el término “región” –que de aquí adelante será usado como un
concepto de escala meso para Bolvia–, es sujeto de continuas controversias
que no se pueden recapitular aquí. Una aproximación recomendable a este
aspecto puede encontrarse en Paasi, A. (1986) “The institutionalization of
regions: a theoretical framework for understanding the emergence of regions
and the constitution of regional identity” en Fennia 164:1.

II. ANTECEDENTES
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del presente trabajo, restringiremos los comentarios a sólo dos
aspectos por cada una de las perspectivas.

Algunos datos de nivel: rango del meso en Bolivia

Los datos de rango tienen importancia para establecer, por
ejemplo, grados de desviación de los valores de cada pieza del
meso alrededor de un valor referencial obtenido de una “prome-
diación” entre las piezas que constituyen el mismo. La compara-
ción puede ser hecha siguiendo una perspectiva de datos de su-
perficie, de población, pero en especial, de los de índices sobre lo
social. En Bolivia, existe una subdivisión territorial del meso en
nueve piezas socioestatales, llamadas “departamentos” a cuya
cabeza se encuentra una entidad máxima conocida como “pre-
fectura” término que si bien no aparece mencionado en la Cons-
titución vigente, se encuentra en la norma más importante del
meso en Bolivia, la ley 1654 de 1995 conocida como Ley de Des-
centralización Administrativa (LDA).

Cuadro 2
Rangos relativos interdepartamentales en Bolivia

Ingresos* Ingresos/ Ingresos/ Personal/ NBI*** TMI****
(a) Habitante** Superficie Ingresos (e) (f)

(b) (c) (d)

Santa Cruz 1 8 7 7 1 1

Cochabamba 4 6 1 9 3 4

La Paz 2 9 5 5 4 3

Oruro 5 2 3 8 5 8

Tarija 3 3 2 4 2 2

Chuquisaca 6 4 4 6 6 6

Potosí 7 7 6 3 9 9

Beni 8 5 9 2 8 7

Pando 9 1 8 1 7 5

Fuente: a, b, c, d del ECP, Tomo III al XI. Para (e) Instituto Nacional de Estadística, Datos del Censo
2001; y para (f) , INE base 1992. *En dólares americanos para la periodo 1997- 2000, sin recursos
delegados. ** Según censo de 1992.*** “NBI”= Necesidades Básicas Insatisfechas; **** “TMI”=Tasa
de mortalidad infantil.
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Según datos del Censo 2001, la brecha entre el departamento con
un menor grado de necesidades básicas insatisfechas y aquel con el
mayor grado, ha crecido notoriamente, desde 17 puntos porcentuales
del índice (Censo de 1976), pasando por 23 (1992) hasta 41 puntos el
2001. La desviación estándar normalizada por el promedio del NBI
entre los departamentos mostró, correspondientemente, un incre-
mento de 6% en 1976, al 10% y 21% para 1992 y 2001 respectivamen-
te. Una primera alternativa de aproximación al grado de “turbulen-
cia” estadística en la ubicación ordinal de los nueve departamentos,
muestra una correlación cerca a 1 según el índice Rho-Spearman
para el período. Como muestra el cuadro 2, llama la atención que el
departamento de Potosí, con el menor índice de satisfacción básica,
es el antepenúltimo en cuanto a la dotación absoluta y percápita de
ingresos prefecturales aunque, llamativamente, aparece entre los tres
primeros desde la óptica de indexación de personal empleado en la
entidad prefectural. Con ello contrasta visiblemente la más bien mo-
derada indexación de empleo público que arrastra el departamento
de mayor índice de satisfacción básica a pesar de ratios más bien
desventajosos en cuanto a recursos por habitante y superficie.

Algunos datos de nivel: fuerza del meso en Bolivia

Estimar la fuerza del nivel meso en Bolivia arroja dos infor-
maciones interesantes. Por un lado, se trata de una fuerza que,
vista a la luz de cantidades agregadas, refleja el aún enorme por-
centaje que en ellas representa el nivel territorial nacional, pero
por otro lado, muestra que el peso del meso es desde la perspec-
tiva del ingreso, constantemente más débil que la fuerza del ni-
vel municipal.

En efecto, le corresponde al sistema prefectural sólo un 5% de
los ingresos adicionados de los tres niveles del Estado boliviano,
mientras que la alícuota municipal casi duplica este porcentaje.
Ambos niveles subnacionales sumados, sin embargo, no pasan del
15% frente al total. Por otro lado, la participación del nivel prefectural
en la masa de impuestos nacionales no pasa del 5% y equivale a sólo
1/5 de la que sí le corresponde al nivel municipal. Pero sólo el nivel
nacional participa con algo más del 80% del total recaudado.

II. ANTECEDENTES
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17 Ver ECP, Tomo II, p. IV.

Cuadro 3
Proporciones de fuerza fiscal-financiera

entre niveles territoriales
(datos para la gestión 2001)

Ingresos del nivel como Alìcuota del nivel Inversión del nivel
alícuota del total de sobre la masa de como alícuota del total
ingresos de los tres tributos coparticipables de inversiones de los

niveles tres niveles
Nivel Nacional 86% 82% 47%

Nivel Departamental 5% 3% 24%

Nivel municipal 9% 15% 29%

Fuente: ECP, Tomo II, Cuadro 50.

Del total de la nómina de los tres niveles, el nivel municipal
cuadruplica la proporción del meso, pero ambos niveles subna-
cionales representan sólo 10% del valor agregado de esta cifra
para los tres niveles.17 Empero, la posición del meso converge más
hacia el peso del nivel municipal, cuando se analizan las propor-
ciones desde la perspectiva del gasto, lo cual advierte sobre rela-
ciones verticales fiscales desbalanceadas. El nivel prefectural re-
presenta 1/4 de la inversión pública, mientras que la participación
del nivel municipal se acerca al tercio.

Algunos datos de sistema: status constitucional
del meso en Bolivia

El nivel meso en Bolivia está tratado en la “Segunda Parte”
de la Constitución dedicada al “Estado boliviano”, y dentro de
ella, en el “Título II” denominado “Poder Ejecutivo”. Concreta-
mente, el meso es abordado en el Capítulo III de dicho Título,
denominado “Régimen interior”. Por un lado, se anuncia así que
el meso no puede ser sino un eco del poder del Ejecutivo nacio-
nal, y por otro lado, se subraya la función de resguardo interno
que se cree, debe ser inexorablemente esperada de los órganos de
autoridad desparramados hacia abajo.
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Es sintomático que se estructure un árbol de autoridades “es-
tatales” hasta alcanzar la escala local sin que, sin embargo, ellas
sean tratadas como sinónimo de autoridades del nivel municipal
a pesar de hallarse desplegadas en un mismo espacio territorial
del municipio. En efecto, el nivel municipal boliviano es aborda-
do en el texto constitucional mucho después, en el tercer gran
cuerpo del mismo, denominado “Regímenes especiales”, donde
se ubican además los regímenes económicos, sociales, agrarios,
familiares, culturales, militares, policiacos y electorales. Pero no
sólo el trato separado de lo municipal, sugestivamente ubicado
fuera de la parte abocada a normar el Estado, sino la explicitación
constitucional de la cualidad “autónoma” del municipio, es lo que
separa jurídicamente al nivel municipal del meso en las actuales
condiciones legales. En especial, mientras se habla aún de “go-
bierno” en el acápite constitucional dedicado a lo municipal, di-
cho término fue finalmente suprimido para el caso del meso du-
rante las enmiendas constitucionales que concluyeran en 1995,
luego de permanecer desde 1967 en la Carta magna boliviana.
Ahora bien, se ha visto ya que la autonomía que en Bolivia se
otorga al municipio –y al sistema universitario–, debe entenderse
como parte de una filosofía que busca “salvar” al municipio del
“Estado”, habilitando una suerte de “sótano” normativo benefi-
ciado de ciertas libertades de gestión,18 márgenes de legislación y
exenciones reglamentarias.19 No debe olvidarse por tanto, que el
nivel nacional de gobierno, no ve al nivel municipal de gobierno
como un par de equiparable cualidad institucional. Pero, por otro
lado, se le otorga al municipio una mejor ubicación que al meso,
definitivamente consagrado como mero desdoblamiento del ni-
vel ejecutivo nacional.

18 Ver, por ejemplo, restricciones desde el Senado y el Ejecutivo a la capaci-
dad impositiva del municipio en CPE, Art. 66/4 y Art.105/I de la ley 2028
de Municipalidades.

19 Ver, por ejemplo, cómo la norma del funcionario público abarca sólo con
reservas al municipio. Ver Art 3 del la ley 2027 o Estatuto del Funcionario
Público y Art. 4 del reglamento a dicha ley.

II. ANTECEDENTES
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Algunos datos de sistema: articulación vertical entre niveles
territoriales en Bolivia

La relaciones verticales entre territorios de un Estado abar-
can muchos aspectos. En términos de facultades formales por
ejemplo, en Bolivia, es el nivel nacional el que concentra gran parte
de la facultad efectiva de legislar, aunque el municipal también
goce formalmente de esa potestad. No así el meso que en reali-
dad sólo puede explotar instrumentos normativos de rango re-
glamentario. Pero la real debilidad con la cual se ha efectivizado
la asignación formal de la ley 1654 de que el meso asuma amplios
poderes reglamentarios en la política de administración, pago y
supervisión del personal de salud y educación, hace que uno in-
cluso dude de la verídica capacidad de explotación de dicho po-
der reglamentario en el meso.

Desde una perspectiva de potestades materiales, en Bolivia,
desde 1995, el meso ha sido formalmente encargado de imple-
mentar proyectos de inversión en: i) infraestructura vial, hídrica
y eléctrica ; ii) extensión científica, medio ambiente y asistencia
social ; iii) fortalecimiento municipal.20 Pero aquí también la rea-
lidad boliviana muestra un elevado grado de ficción legal dado
el notorio desborde de gasto sectorial prefectural vis-à-vis el catá-
logo recién mencionado. Un reciente estudio21 ha estimado que
cerca del 50% del gasto sectorial prefectural fue dirigido a rubros
fuera de catálogo formal como son aquellos de inversión en sa-
lud y educación que se suponen fueron asignados al nivel munici-
pal desde 1994. El gasto sectorial desbordado fue a parar también
a saneamiento básico. Como este gasto desbordado es general-
mente reflejo de perfiles de inversión bajo evidente tuición nor-
mativa nacional, está claro que el desborde no fue sinónimo de
gasto prefectural endógenamente priorizado.

En efecto, el citado estudio insiste en la influencia a veces in-
cluso subrepticia que ejerce el nivel hacendístico nacional sobre
la gestión del meso boliviano. Esta influencia se explica en parte

20 Art. 5/f de la ley 1654.
21 Ver ECP, Tomo I, p. XIII.



65

por el carácter altamente condicionado de recursos que son asig-
nados al meso desde el nivel nacional, estipulándose en la ley
1654 con claridad, a qué incisos del catálogo formal ya menciona-
do deben canalizarse qué tipo de fuentes financieras. Apenas un
7% de los recursos prefecturales son de libre disponibilidad, mien-
tras que los recursos de esta calidad en el caso de los municipios
quintuplican este índice. Más aún, si se considerara la copartici-
pación tributaria municipal como recurso dependiente pero no
condicionado, el ratio de autodeterminación municipal sería por
lo menos 12 veces mayor que el prefectural.22

El presupuesto del sistema prefectural, descontando los re-
cursos por delegación sectorial sobre los cuales no tiene real
tuición, representó el año 2000 alrededor de 300 millones de dó-
lares, algo más de la mitad del valor total de inversiones del sec-
tor público boliviano en la misma gestión. Esta nada desprecia-
ble cantidad de recursos, es asignada empero bajo condiciones
altamente cuestionables. La gestión prefectural boliviana es una
donde la programación operativa respeta sólo parcialmente la
planificación de mediano plazo; su máxima autoridad ejecutiva
no puede ser designada por el ciudadano, no cuenta con integra-
les y orgánicos sistemas de monitoreo, es hermética frente al ciu-
dadano en cuanto a información de su performance y no conoce
el riesgo de la sanción de órganos de supervisión a pesar de los
flagrantes incumplimientos. Todo ante un estéril órgano intrapre-
fectural de control y, por si fuera poco, de conformación munici-
palista.

Uno de los principales ámbitos de relacionamiento vertical,
por cierto vicioso, del nivel nacional con el meso, está en la forma
de injerencia de la alianza partidaria de turno a nivel nacional
sobre los cargos prefecturales estratégicos. Los prefectos desig-
nados según mandato constitucional por el presidente, son en-
granajes de la conformación partidizada de los cargos prefectu-
rales. Como efecto de la organización adoptada, se deben sumar
a este cuadro las penetraciones de las carteras sectoriales sobre
los pares sectoriales intraprefecturales.

22 ECP, Tomo II, p. III.

II. ANTECEDENTES



EL ESTADO TRITERRITORIAL66

Finalmente, deben mencionarse en esta inventariación explo-
ratoria de datos de relacionamiento vertical entre niveles territo-
riales del Estado boliviano, dos elementos adicionales. Por un lado,
el hecho de que el inocuo órgano de fiscalización al prefecto de-
partamental llamado “consejo departamental”, está conformado
desde el nivel municipal en la medida en que son dichas autori-
dades las que fungen de colegios electorales al momento de de-
signar notables provinciales para que conformen la asamblea re-
gional. Esta modalidad ha pospuesto la conformación estratégica
de cuerpos deliberativos de procedencia regional genuina.

El otro elemento es que el congreso de Bolivia cuenta con una
cámara alta conformada de tal manera que, a primera vista, una
interpretación de la misma como verídica cámara territorial de
los departamentos tiene cabida.23 Sin embargo, analizando más
de cerca, las reales posibilidades de que el Senado boliviano pu-
diera efectivamente representar intereses departamentales, se di-
luyen inmediatamente. Por un lado, sus atribuciones no se refie-
ren específicamente al meso y mucho menos se cuenta con vetos
especiales que se activararían, de modo automático, para bloquear
o empujar a consensos intercamarales cuando los intereses del
meso se vieran claramente amenazados. Por otro lado, los sena-
dores son elegidos como efecto “arrastrado” por la decisión del
elector por el candidato presidencial, no pudiendo establecerse
una vinculación orgánica entre mandante regional y mandatario
senatorial. Pero, sobre todo, la conformación del ejecutivo impli-
ca una repetición rígida de mayorías en ambas cámaras prevale-
ciendo la búsqueda de garantías de gobernabilidad política del
ejecutivo frente a cualquier intento de resistencia de connotación
“territorial” del Senado.

Esta síntesis de la situación del meso en Bolivia, muestra ras-
gos que podrán entenderse, en buen medida, por la evolución
institucional que vivió Bolivia desde 1994. No se pueden atribuir,
sin duda, todas las deficiencias del meso, sólo a la influencia de
la peculiar forma de descentralización adoptada por Bolivia a

23 Ver Capítulo III de la CPE para el tema de la organización constitucional
del Senado.
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mediados de la década de los 90, en especial, al efecto de un muni-
cipalismo compulsivo. Igualmente importantes fueron, para el
meso en general, los efectos provenientes de la tradición napoleó-
nica de organización administrativa, de la ortodoxia de mercado,
del igualitarismo implícito en las fórmulas de asignación fiscal
territorial, de la fuerza de los intereses de las asentadas burocra-
cias nacionales, o, en fin, de las debilidades de la gestión pública
boliviana en general. Las perspectivas del meso y su actual ubi-
cación, sin embargo, están muy vinculadas a la forma en que se
consolidó la última gran reforma municipal. Por ello una reca-
pitulación de cómo se forjó tal paradigma, es indispensable para
un mejor entendimiento del orden territorial boliviano.

II. ANTECEDENTES
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III. Municipalismo
y extremismo municipalista

La Ley Nº 1551 de 1994, conocida como de “Participación Po-
pular”, introdujo el nivel municipal para Bolivia, sin desestruc-
turar por cierto el modo de Estado “unitario” aunque alterando
significativamente, eso sí, varios aspectos del orden territorial
precedente. Pero, adicionalmente, este paso vino envuelto en un
paquete de disposiciones e ideas que forman un arquetipo en la
medida en que elevan el nivel municipal al rango de instancia
“por excelencia” para “descentralizar” Bolivia. Consecuentemen-
te, los principales arreglos institucionales posteriores, se fueron
funcionalizando a la misión de resguardar el “modelo boliviano”
de descentralización configurado en la LPP. Se implanta así un
patrón de organización territorial que puede caracterizarse del modo
siguiente: un orden político-espacial bigubernativo bipolar (el ni-
vel nacional y el local), atenazando por tanto un nivel territorial
“intermedio” estructuralmente atrofiado donde, empero, el nivel
municipal sólo ocupa una suerte de régimen de excepción admi-
nistrativa.

No es propósito del presente estudio someter a una crítica
sistemática los componentes peculiarmente nacionales del “mo-
delo boliviano de descentralización” que no es modelo por el he-
cho de introducir el nivel municipal –esta es una tecnología esta-
tal tan vieja como la sociedad humana– sino justamente por sus
imprecaciones al meso o por el componente “popular-participa-
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tivo” tan caro a los diseñadores de la “Ley de Participación Popu-
lar” y de los cuales el “Comité de Vigilancia” es uno de sus ma-
yores desaciertos a la vez que emblema del modelo. En efecto,
alentar una vigilancia de una parte de la gestión municipal me-
diante nuevas asociaciones vecinales o sindicatos agrarios, im-
plicó: desordenar el tejido civil de la sociedad pues se duplica-
ron, en lo urbano, las ya existentes asociaciones vecinales; en lo
rural, cuestionablemente, tomar por entidades civiles lo que en
realidad pueden ser instancias estatales como son comunidades
indígenas;24 se generó confusión en torno al rol del nivel submu-
nicipal que es de naturaleza estatal; pero en especial, se fomentó
una filosofía más preocupada en exacerbar la brecha sociedad ci-
vil/Estado que en apostar a que el parlamento municipal acabe
por canalizar realmente, efectivos procesos de intervención ciu-
dadana en el gobierno local.

Someramente se puede enumerar las deficiencias centrales
del modelo municipal boliviano.

i) su trato insatisfactorio, en lo territorial, a las formaciones so-
ciales étnicas al reducir a la condición de subalcaldías lo que
podrían ser entidades de rango municipal;

ii) su notoria sujeción a la ortodoxia del mercado al haber colo-
cado el tema de un Estado subnacional proactivo en la eco-
nomía regional/local como algo accesorio;

iii) su solitario principio per-cápita de asignación fiscal de alí-
cuotas de impuestos nacionales a cada municipio cuya inspi-
ración igualitarista está lejos de fomentar el esfuerzo fiscal
territorial y la estimación inductiva de los costos de una ca-
nasta de bienes estatales locales;25

iv) la rídigez de su principio “rural-urbano” que ha amalgama-
do, en un sólo cuerpo territorial, realidades a veces muy rura-

24 Ver Art. 1 del DS. 23858 y Art. 3 del DS 24447.
25 Una alteración reciente hacia una asignación menos igualitarista, ha sido la

decisión de asignar fondos de condonación de deuda bajo el principio de
dotar de mayores recursos a los municipios más pobres. Este principio em-
pero sólo se aplica por 15 años y para la masa de condonación. Ver la Ley
N° 2235 de julio de 2001, Título II.
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les como para no ser socioespacialmente segregables o agre-
gables;

v) el ya mencionado fomento de instancias de “vigilancia” –am-
bigua y parcial– sobre la gestión municipal a través de comi-
tés conformados desde entidades rurales a veces estatales, a
veces privadas, con las duplicaciones implícitas pero en es-
pecial, con una postergación tácita de la optimización del me-
canismo de control social más sostenible: explotar la división
horizontal de poderes en el Estado local.

vi) El no haber aprovechado la implantación del Estado local para
simplificar la administración desconcentrada del nivel nacio-
nal en áreas de jurisdicción municipal.

No se puede uno detener aquí en las implicaciones de las de-
ficiencias pues el análisis del presente trabajo está focalizado más
bien en las repercusiones de la LPP sobre el patrón de organiza-
ción territorial y el modo del Estado.

Ahora bien, el municipalismo compulsivo es extremista por
una serie de rasgos definidos. La base natural de todo fundamen-
talismo es la tendencia a enemistarse con la argumentación de
tipo técnico y por eso puede bautizar un nivel departamental fuer-
te como algo ya “federal” o fatalmente “desmembrador”. Todo
extremismo tiende a presentarse, además, como poseedor de fór-
mulas con validez transoceánica y así no sorprende que se califi-
cara la LPP como una “ley para el mundo”.26 Debe además “sa-
tanizar” al “adversario” o sea, en este caso, declarar la posibilidad
de un intenso nivel meso como reflujo de un “secesionismo de
oligarquías regionales”. Es, por lo demás, proclive a un herme-
tismo intelectual subestimando así la crítica a los defectos de lo
que amaneradamente concede como perfectible, pero en lo ínti-
mo se le antoja incluso un logro estético. No se debe, por supues-
to, subestimar la plataforma doctrinaria de este peculiar paradig-
ma municipalista pues no faltará el despliegue de elaboradas
categorías referidas a la vinculación entre lo local y la “verdadera

26 Citado por Ayo, Diego (2001) Los desafíos de la participación popular, CEBEM,
La Paz, p. 88 en uno de los raros textos útilmente críticos a la LPP.

III. MUNICIPALISMO Y EXTREMISMO MUNICIPALISTA
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democracia”, a lo local como morada de un sistema político
“sano”, “real” y “verídicamente participativo”.

Debe insistirse que un modo de Estado “unitario” pero orga-
nizado como sistema bigubernativo bipolar, puede operar sin ex-
tremismos lo cual obviamente no significa que un sistema tal no
busque proteger su identidad en términos sistémicos al impedir,
por ejemplo, que un nivel de gobierno territorial “extra” se re-
fuerce tanto como para comenzar a atentar la identidad íntima
de sus arreglos territoriales. Pero en Bolivia, por sobre esta repro-
ducción natural y esperable de un sistema de gobierno territorial-
mente binario, la reproducción de las relaciones de producción
del espacio en un determinado sentido, se desarrolla enrarecida
y fortalecida por el extremismo de corte municipalista. Patrón te-
rritorial de organización (con su lógico instinto de conservación)
y “guardianes” de un entusiasta localismo se confunden: no que
sea criticable que dicho patrón busque protegerse para mantener
su esencia, sino que dado que en Bolivia esto vino aparejado a
una profesión de fe, se ha presenciado el exilio de la discusión
crítica y técnica. Uno de los indicadores medibles de esta situa-
ción es cómo desde la promulgación de la LPP, se han promovido
nuevas institucionalidades funcionalizadas para servir al emble-
ma municipalizador de modo categórico. Prueba diáfana de lo
último fue nada menos que la principal norma boliviana referida
al meso, la ley 1654 de Descentralización Administrativa de 1995
(LDA), disposición promulgada una vez que se hubo optado, un
año antes, por una descentralización por vía municipal y cuya
redacción no estuvo, por raro que parezca, en manos de los direc-
tos responsables del municipalismo de ese entonces.

El estrangulamiento del nivel departamental boliviano

Mantener un nivel departamental como una esfera debilita-
da en el ordenamiento territorial fue, en la LDA, un tributo al pa-
radigma municipalista en la medida en que se impidió que se
forme un nivel territorial intermedio de equivalente fuerza cons-
titucional al municipal. Las prefecturas bolivianas no son otra cosa
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que entidades geográficamente desconcentradas del ejecutivo
nacional. En sentido estricto, no sólo no hay un poder legislativo
departamental, sino que tampoco existe un poder ejecutivo de-
partamental, en el sentido de la división horizontal de poderes.27

Los llamados “consejos departamentales” conformados como
cuerpos “deliberativos” adyacentes al Prefecto, están conforma-
dos, como se dijo ya, desde los municipios; y desde la perspec-
tiva de las atribuciones, se trata de órganos involucrados en los
actos administrativos del prefecto.28 Se trata, por lo demás, de un
control de alarmante esterilidad por las mismas disposiciones de
la LDA que abren en un parágrafo la posibilidad de la censura al
prefecto, e inmediatamente después, neutralizan tal posibilidad,
en un parágrafo posterior.29 Los municipios fungiendo de cole-
gios electorales de escala provincial, al determinar la conforma-
ción del consejo departamental, impiden que se forme lo depar-
tamental como un ámbito que no puede ser mera agregación de
municipios, sino plataforma para acoger distintos problemas y
diferentes demandas a las que se generan en el nivel local. En
otras palabras, la arremetida municipalista ha logrado que las le-
yes prefecturales consoliden las prefecturas como unas oficinas
del ejecutivo nacional a nivel departamental supervisadas fun-
damentalmente en sus actos administrativo-operativos y de for-
malismo planificador por unos gremios de origen municipal cu-
yas posibles disidencias con el prefecto no serán óbice para que
éste siga su camino si así lo desea.30

Por otro lado, si se recuerda que el principio de asignación
fiscal según el número de habitantes por municipio se elevó como
virtud de “igualitarismo” fiscal y espacial del modelo boliviano
de municipalización, no sorprende ya que éste siga influyendo
en la forma de asignación que rige para aquella parte de los fon-

27 Se ratifica esta premisa de la Ley de Descentralización Administrativa de
1995 contenida en su Capítulo I, en la Ley de Organización del Poder Eje-
cutivo (LOPE de 1997), en el Capítulo II.

28 Ratificado en el DS 24997/Art. 1
29 Ver Art 14/l,m y su “neutralizador” Art 16/II en la LDA. Ver también el

Art. 15 donde su inciso III es neutralizado por su inciso IV.
30 Ver Art. 15/IV de la LDA.
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dos financieros departamentales provenientes del 25% del Im-
puesto Especial a los Hidrocarburos asignados igualitariamente
en una mitad entre los nueve departamentos, y en la otra mitad,
según el principio de población31. Pero más grave aún, como ya
se ha mencionado, es el hecho de que las prefecturas están des-
provistas de suficientes márgenes para disponer del gasto.

Con todo, la debilidad de las prefecturas está complejamente
distribuida. Con claridad, la inexistente dotación de recursos de
autoridad legitimizada en sentido de real poder del sistema polí-
tico departamental, es contrastante con el volumen absoluto de
asignación primaria de recursos financieros, aunque esto se relati-
vice luego por el mencionado extremo grado de condicionalidad
de los recursos asignados a las prefecturas. Por un lado, la posibi-
lidad de exigir cuentas a la entidad desde la sociedad es inexis-
tente. Por el otro, los recursos concretamente asignados en estas
condiciones son de una magnitud que justificaría crear reales dis-
positivos de balances de poder.

Como se acaba de mencionar, la palidez del consejo radica
en que no legisla y en que es sólo una especie de órgano de “con-
sulta” en asuntos de gestión de créditos y suscripción de conve-
nios tanto interinstitucionales como para contratos de obra. En
fin, es una especie de “consejo de administración” de cooperati-
va que duplica mecanismos de control sobre la adquisición de
bienes y servicios del sector público boliviano, ya existentes. Es
por eso que, en franca oposición al principio de balances hori-
zontales de poder, el consejo se vuelve co-responsable de actos
administrativos. Y, como acabamos de ver, la misma atribución
de censura prevista, se anula al quedar la destitución final de un
prefecto cuestionado, en manos de un correligionario político del
prefecto: el presidente de la República, quien lo designa.

Como ya se ha dicho, no sería justo atribuir todas las debilida-
des del sistema prefectural boliviano a la presión del diseño
institucional que se desprende del municipalismo. Otros debilita-
mientos vienen, cuándo no, del sectorialismo ministerial del nivel
nacional que puede decidir sobre personal que es parte funcional

31 Ver LDA, Art. 20/III.



75

de la instancia prefectural32; de la permeabilidad extrema de las
prefecturas a la partidización de los cargos de mando estratégico,
o, finalmente, al rol decisor del nivel hacendístico nacional en con-
sonancia con el altísimo grado de condicionalidad y dependencia
de los recursos financieros prefecturales, por citar sólo algunos33.

Algunos rasgos de la doctrina municipalista

La piedra filosofal

El paradigma municipalista, al cual me he referido en las lí-
neas precedentes, paradójicamente se vistió de tecnicidad al bus-
car distanciarse de los proyectos de descentralización defendi-
dos por los “departamentalistas” entre 1982 y la irrupción
municipalista de 1994. El texto que mejor expresa esta óptica es el
trabajo de C.H. Molina La descentralización imposible y la alternati-
va municipal34. En este texto importante del proyecto municipalista
finalmente aplicado en Bolivia, se afirma que los proyectos de
descentralización que circulaban hasta entonces, eran elucubra-
ciones de “médicos” e “ingenieros” y ante ese sesgo, dicho texto
se autoproclamaba como la contraposición científica desde el án-
gulo del derecho público y el administrativo.

Pero luego de una lectura más detenida del contenido, las
aseveraciones de este enfático municipalismo de pretendido cor-
te científico, se develan como desconcertantemente alejadas de
un análisis riguroso. Primero fue inexacto en su valoración del
modelo federal acusándolo de no alcanzar “verdadera” partici-
pación y viéndolo, por ello, como destinado a compensar estos
déficits con el fortalecimiento de su nivel municipal. Dos elemen-
tos son aquí erróneos. Se debe sostener desde una valoración com-

32 Ver LDA, Art. 5/p
33 Un análisis más detallado, se encuentra en el ECP, Tomo I referido al “siste-

ma prefectural”, p. XXIX.
34 Molina, CH (1994) La descentralización imposible y la alternativa municipal,

Ediciones el País, Santa Cruz.
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parativa de lo federal, que el mismo siempre –por fuerza de dise-
ño– comprimirá más bien el nivel municipal en el circuito consti-
tucional meso hasta “encapsularlo” sin remedio. Al diseño fede-
ral no le interesa un nivel municipal “a la altura” constitucional
del nivel meso, cuyo peculiar empoderamiento constituye –si se
puede decir– la “mitad de la verdad” de todo arreglo federal. En
el análisis de lo federal que en este primer punto ofrece este au-
tor, me parece ver además una sentencia implícita igualmente dis-
cutible. En efecto, su enfoque no permite entender que lo federal
tiene sus modos específicos de participación de los ciudadanos y
éstos no tienen por qué ser “menos verdaderos”. No se puede
sino insistir que, desde una visión rigurosa de todo orden territo-
rial, conviene ser escépticos frente a la búsqueda de “la” óptima
escala de lo democrático pues existen, al contrario, cualidades de
lo democrático propias de diferentes escalas socio-estatales.

El desconocimiento de la naturaleza de lo federal llevó al au-
tor reseñado, a una segunda madeja de problemas, hay que reco-
nocerlo, de difícil solución debido a que provienen de la repeti-
ción de uno de los más inverosímiles y antiguos prejuicios del
derecho constitucional universal: la creencia de que elegir al pre-
fecto por voto directo implicaría el modo federal de organización
(?). Veremos más abajo que el hecho de elegir directamente al eje-
cutivo del meso puede ser un dispositivo tanto de Estados llama-
dos “unitarios”35, como de aquellos que son federales y por su-
puesto, de Estados no federales ni “unitarios” como el Estado
“triterritorial” que aquí se intenta demostrar. Con razón, la doc-
trina constitucional francesa recuerda que, según sus cánones, no
es suficiente elegir para convertir un territorio en “colectividad
territorial”36.

35 Ver por ejemplo la elección del ministro primero en Escocia de entre los
miembros elegidos al parlamento escocés, según la Scotland Act, Art. 45; o
la elección del gobernador de entre los miembros de la asamblea autonó-
mica en las autonomías españolas según Art. 152 de la Constitución y com-
parar la elección del presidente del consejo regional francés según el Códi-
go General de Colectividades Territoriales, Art. L4133-1.

36 Es el caso de los “conseils d´arrondissement” según Verpaux, M. (1998) “La cons-
titution et les collectivités territoriales” en Revue du Droit Public, Nº 5/6, p. 1396.
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Dentro de esta dudosa caracterización de lo federal, en tercer
lugar, abundan en el texto en cuestión, las vinculaciones del orden
federal a situaciones de “guerra” o de “quiebres institucionales y le-
gales”, aseveraciones que no por típicas dejan de ser simplemente
infundadas. Lo que el derecho público norteamericano ha llamado
“supremacy clause” o el canadiense “paramountcy rule” o finalmen-
te el alemán ha llamado “Bundesrecht bricht Landesrecht” (en otras
palabras, la noción de que en caso extremo existe un soberano que
pondrá orden a un eventual desperfecto de integración estatal) ex-
plican, al contrario, la previsión sistémica de lo federal para
autogarantizarse como un compacto institucional. No parece infun-
dado sostener, en este contexto, que con estos relatos intimidantes
de “quiebres institucionales”, este manifiesto municipalista busca-
ba desprestigiar ideológicamente la idea de un meso fuerte.

Alrededor de estas posiciones equívocas, pero al fin y al cabo,
de innegable corte doctrinario, este extremismo municipalista agru-
pó además una infinidad de argumentos variopintos para desahuciar
cualquier alternativa que significara un fortalecimiento del nivel
meso boliviano. Por ahí se tiene el lamento sobre la esterilidad de
un debate de descentralización por la vía departamental que arras-
trara Bolivia por innumerables años (“19 proyectos de ley”) debido
a la confusión de conceptos que arrastró consigo o a las supuestas
trabas emergentes del hecho que la alternativa departamental se
complicaba por efectos de la reforma constitucional. Los “departa-
mentalistas” habrían desdeñado siempre además –dice más acá– el
“costo” que se intuía demandarían nuevos “gobiernos” departamen-
tales Finalmente se sostuvo en este texto fundacional del municipalis-
mo compulsivo, que el municipio, al reunir ya muchas de las condi-
ciones operativas de transformación (personalidad jurídica, por
ejemplo), se convertía más allá de toda consideración filosófica pro-
municipalista, en la base natural de una descentralización expedita.

El esquema pionero

Pero si el texto de la “descentralización imposible” que se aca-
ba de cuestionar aparece como la piedra angular de un municipa-
lismo extremista, hubo un texto anterior, igualmente municipalista

III. MUNICIPALISMO Y EXTREMISMO MUNICIPALISTA



EL ESTADO TRITERRITORIAL78

que, sin que pueda ser clasificado como fundamentalista, fue el
pionero en la formulación de los esquemas de lo que luego llegaría
a ser el patrón de la reforma municipal boliviana. Se trata del tra-
bajo de I. Finot37 que representó una versión mesurada de lo que
acabaría siendo el modelo boliviano actual de descentralización.
En este texto se plantea una estructura de varios niveles territoria-
les incluyendo al provincial que acaba siendo ahí un nivel relativa-
mente potente con autoridades que, sugiere el autor, provendrían
de elección indirecta. Es cierto que se trató de una propuesta más
sosegada que las que vendrían luego en la teoría y la práctica pues
por lo menos se concebía aquí un “mundo” subnacional, que in-
cluía, por supuesto, un nivel prefectural de proporciones. Pero el
texto de Finot fue premonitorio del paradigma municipalista por
el claro énfasis localista que traía no sólo al declarar el municipio
como la “base del nuevo Estado”, sino por sobrevalorar el “princi-
pio de subsidiariedad” y la concomitante convicción de fortalecer
un fuerte nivel de “autogobierno submunicipal”. En la propuesta
sintética que ofrece el autor para Bolivia, se acaba diseñando un
modelo territorial de cinco niveles: nación, departamento, provin-
cia, municipio y comuna. La moderación de la visión que es inhe-
rente a esta propuesta, está bien expresada cuando el autor sostie-
ne que en su modelo existirían, a nivel subnacional, dos niveles
“políticos” directamente elegibles: el municipal y el departamen-
tal. La aceptación de un nivel departamental relativamente fuerte
convivía, así, con un municipalismo convencido.

El meso desahuciado desde la asepsia académica

Hay otro texto con implicaciones municipalistas que vale la pena
mencionar por su procedencia académica internacional y el entu-
siasmo que ha generado en aquellos que se oponen a que en Bolivia
se introduzca una estructura meso fuerte. Es el trabajo de consultoría
escrito para el gobierno de Bolivia por Remmy Prud´homme y otros,
el año 200038. El texto comienza por calificar de “híbrido” al modelo

37 Finot I(1990) Democratización del Estado y Descentralización, ILDIS, La Paz.
38 Prud´homme, R. et al (2000) Decentralization in Bolivia, Inter-American

Development Bank.
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boliviano de prefectura ya que contendría elementos cuasi-guber-
namentales como los referidos a la elección del consejo departamen-
tal. Al contrario, hemos visto que en realidad el nivel meso bolivia-
no es una plataforma del nivel ejecutivo nacional en la jurisdicción
departamental, de naturaleza compacta y no híbrida, vale decir, se
está ante una “rutinaria” técnica de desconcentración estatal. En con-
secuencia, la evidente indisposición estética en el diseño por aque-
llo de un consejo departamental elegido –aunque indirectamente y
que se ha visto además que es definitivamente inútil– no debería
sobrevalorarse. Veamos más de cerca estas nuevas ideas.

Cuantitativismo, peligro centrifugal y fatalidad espacial
del poder tributario

En este tercer texto, los autores basan su posición en una se-
rie de afirmaciones refutables. Primero, se desestima la opción
de un gobierno departamental dado que éste sería un “lujo” para
un país como Bolivia. O sea, para Bolivia con “8 millones de ha-
bitantes”, no se recomendaría un nivel adicional de gobierno. Pero
bien vistas las cosas, se debe ser cauto ante un enfoque tan cuan-
titativista que redunda en desmerecer la opción de un meso fuer-
te por razones estrictas de costo financiero. Es evidente que datos
cuantitativos absolutos son importantes a la hora de diseñar es-
tructuras territoriales. Pero así y todo, la faceta cuantitativa no es
más crucial que aquella referida a los beneficios económicos e his-
tóricos que suelen venir paralelos a los puros costos financieros
implícitos en la introducción de un nivel meso fuerte.

Ante enfoques puramente cuantitativistas, se podría por ejem-
plo argumentar contra esta “teoría del lujo” de un meso en un
país de sólo ocho millones de habitantes, con el teorema de
Pennock39, de equiparable atractivo inicial. De manera igualmen-
te cuantitativista, pero sin carecer tampoco de núcleo racional,
Pennock mostró que, independientemente de la cantidad de ha-
bitantes, la frustración de la gente mayorizada por una decisión

39 Sobre el teorema ver Tanner, E (1982) Ökonomische optimale Aufgabenverteilung
zwischen den staatlichen Ebenen, Peter Lang Verlag, F.a.M, p. 28.
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que no le conviene, baja con el incremento de la partición de co-
lectivos sociales territoriales. Supóngase un sólo colectivo social
de 10,000 personas, donde 6,000 quieren que el “municipio” gas-
te en fomento a la producción y 4,000 en escuelas primarias. En
una aplicación normal de votación por mayoría, 60% acabarían
satisfechos, 40% no. Pero si se divide el colectivo en dos, cada uno
con 5,000, se puede acabar al final con una mayor proporción de
gente satisfecha, a saber, con un 70%. Considérese, en efecto, que
en el nuevo municipio “x”, 3,000 de los 4,000 que apoyaban es-
cuelas primarias en el viejo gran municipio, se enfrentan a 2,000
de 6,000 que pedían incursión en el fomento productivo. En el
nuevo municipio “y”, por otra parte, los restantes 1,000 de los
que querían escuelas, se ven frente a 4,000 de los “productivistas”.
Saldadas las decisiones por territorio, se tiene que como fruto de
una partición territorial en “y” se tienen 4,000 satisfechos, mien-
tras que en “x”, 3,000, sumando la gente satisfecha, 7,000. Como
se puede rápidamente colegir, está claro que ambas visiones
cuantitativistas tiene un núcleo racional. Pero éste es sólo parcial
por la diversidad de supuestos que complican su fácil adapta-
ción a la realidad.

Los indudables costos puros que arrastra la introducción de
un meso fuerte, tienen que cotejarse con el “retorno” institucional
que dicha implantación implica. Ello debido a los beneficios de
absorber externalidades –técnicas y étnicas–; por aquellos que
surgen de permitir mejores empatías entre las variables como
son las referidas a la ciudadanía, las áreas político-administrati-
vas, los radios de alcance de productos públicos y las econo-
mías de escala; en fin, por optimizar la satisfacción de deman-
das sociales a través de productos estatales peculiares en un
marco de agrandadas opciones de decisión política sobre ellos
y una mejor cobertura de sus costos mediante el pago creciente
de los que los consumen. Basándose estríctamente en los cos-
tos, pudiera efectivamente sugerirse también que 315 munici-
pios en Bolivia “son muchos” y que de ser el legislador razona-
ble, éste debiera consagrar sólo 100 unidades de ellos. Pero esto
nuevamente develaría un enfoque muy rígido desde la perspec-
tiva de las escalas. La sociedad muchas veces debe asumir cos-
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tos para viabilizar consideraciones a veces, por poner un ejem-
plo recurrente, de territorialidad cultural. Esto puede ir muchas
veces contra la racionalidad, ideal y deseable, de economías de
escala. Todos los recaudos que deben tomarse contra una visión
“cuantitativista” de costos de escalas no implican, por supues-
to, que la sociedad no deba disminuir al máximo los costos que
implicaría un nivel meso fuerte.

Pero el enfoque simplista (por cuantitativista) de Prud´homme
cree tener a la mano pruebas convincentes para su teoría del lujo
que significaría para un país pequeño como Bolivia, tener un meso
fuerte. Pone como ejemplo al Reino Unido que, “con 60 millones
de habitantes”, sólo tendría dos niveles (el nivel “central” y el
“local”)40. Esto no es correcto. El Reino Unido consta de una de-
volución asimétrica a Escocia, Gales e Irlanda del Norte, los cua-
les, junto a Inglaterra constituyen el nivel meso británico. Ade-
más, antes de pasar al nivel local en Inglaterra, por ejemplo, hay
que tomar en cuenta las regiones41 y para todos los cuerpos del
nivel meso británico, por supuesto, se tiene el nivel municipal.
No contento con esta primera prueba imprecisa, el texto preten-
de ejemplificar con Alemania y el rigor nuevamente se extravía.

Para empezar sostiene que en Alemania hay “tres niveles de
gobierno” cuando el modo de Estado alemán, en realidad, sólo
tiene dos niveles territoriales de equivalente rango constitucio-
nal. Si el autor contra-argumentara diciendo que se trata de un
conteo de estratos de administración, entonces habría que pedir-
le enumerara a todos los demás y estos suman sin duda más de
tres. ¡Y sin duda más de tres suman también en Alemania los ni-
veles territoriales con calidad de gobierno si se considera el pe-
culiar status de su provincia!42 El nivel municipal alemán, por di-
seño federal, está en realidad encapsulado en el nivel meso. Pero
los autores insisten y sugieren que lo más adecuado en este caso
–cuya base carece de rigor de entrada–, sería la comparación de

40 Textual en Prud´homme et al, op.cit., p. 47
41 Ver John,P/Whitehead, A (1997) “The renaissance of english regionalism

in the 1990s” en Policy and Politics, Vol. 25, N°1.
42 Consúltese el cuadro completo en Mecking, C (1995) Die Regionalebene in

Deutschland, Boorberg Verlag, Stuttgart.
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Bolivia con un territorio meso alemán. Aquí también la impreci-
sión toma cuerpo pues no se puede sostener –sin para ello tener
que matizar considerablemente– que en un territorio meso ale-
mán, no habría una organización territorial tupida entre el muni-
cipio y el meso. El simplismo del análisis de la textura intra-meso
alemana es aquí también notorio. El nivel meso alemán tiene una
explanada provincial nada menos que constitucionalmente con-
signada43, con rasgos de gobierno, sin mencionar ya que sobre
ésta, o sea entre la provincia y el nivel meso, flotan “regiones” y
“distritos” de administración meso desconcentrada u otros tipo
de jurisdicciones, dependiendo la nomenclatura y la variedad de
los mismos del apetito organizativo del territorio meso alemán
correspondiente.

Además del cuantitativismo y la “teoría del lujo” con sus com-
paraciones intrépidas, el texto en cuestión constata con pertinen-
cia que en Bolivia existen claras fuerzas centrífugas de tipo regio-
nal pero, paralelamente, sostiene que no convendría fomentarlas
vía el fortalecimiento de un nivel departamental de gobierno.
Frente a ésto es igualmente legítimo plantearse, al contrario, la
hipótesis de que es eventualmente justo a través de gobiernos
meso fuertes que tales fuerzas pueden ser sosteniblemente asi-
miladas por el sistema de gobierno en general.

Es igualmente necesario relativizar el argumento de que to-
dos los impuestos tendrían que ser manejados desde el nivel na-
cional. Admiten, por ejemplo, una eventual naturaleza regional
para un impuesto que, precisamente al revés, se ha mostrado en
la experiencia del ordenamiento territorial universal, como de
naturaleza local: el impuesto a la propiedad44. Este aislado ejem-
plo recuerda a propósito, la necesidad de manejar con más cuida-
do la naturaleza espacial de los distintos tipo de impuesto. Sea
por las teorías que aceptan una calidad nacional para impuestos
indirectos pero son más flexibles al punto de apoyar una asigna-

43 Ver el trato explícitamente diferenciador de municipio y provincia en el
Art. 28 de la Ley Fundamental Alemana.

44 Ver Howe, E /Reeb, D (1997) “The historical evolution of state and local
tax systems” in Social Science Quarterly, Vol.78, N°1.
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ción de los directos al nivel meso; o sea por prácticas ya añejas en
manejar “sobretasas” desde el nivel meso sobre la base de impues-
tos nacionales o por procedimientos de descuentos interterritoria-
les cuando la concurrencia entre nivel nacional y meso sobre una
misma base impositiva es intensa, lo cierto es que, en general, la
cuestión de la naturaleza espacial de los impuestos no está lo su-
ficientemente aclarada como para fundamentar el descarte, por
esta vía, de alguna opción de vida a niveles meso fuertes si tuvie-
ran que estar ellos dotados de ciertos márgenes de competencia
tributaria territorial propia. En esta perspectiva, es imperioso en
todo caso afinar el enfoque pues se trata de entender que, en el
tema de distribución competencial impositiva, estamos en reali-
dad hablando de una potestad triple: legislar, administrar y usu-
fructuar los flujos impositivos. Pueden haber impuestos cuyo ca-
rácter nacional se justifica sólo en la competencia de legislar
gruesamente sobre ellos, pero ya no en las otras dos que se acaba
de mencionar.

Se ve, en resumen, que los tres argumentos de Prud´homme
hasta aquí expuestos para descartar un meso descentralizado, se
autoobstaculizan en un análisis más detenido. En efecto, sus teo-
rías del “lujo” de más de dos niveles para una Bolivia “peque-
ña”; de la dificultad de un poder impositivo a nivel meso y el
riesgo de dar aire en Bolivia a fuerzas regionales muy centrifugas,
son deleznables.

La falacia del paralelismo de autoridades subnacionales
de origen nacional y no nacional

Sea como fuere, en su afán de desestimar el nivel meso, en el
texto que se analiza se pasa a un nuevo bloque argumentativo
que vale la pena focalizar. La inviabilidad de un meso fuerte en
Bolivia la desprenden los autores aquí de la hipótesis de que, de
todos modos, no se podría eliminar la necesidad de autoridades
desconcentradas en caso de introducirse un meso fuerte45. La ins-
talación de un meso fuerte, al contrario, abre la posibilidad de

45 Op.cit., p. 48.
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eliminar la representación nacional desconcentrada ya que ésta
podría ser absorbida por la nueva entidad descentralizada. ¿Tra-
tan de decirnos desde su óptica que la creación de un ejecutivo
electo duplica costos debido a que, de todas maneras, se podría
hacer gobierno regional vía un, según ellos, “inevitable” repre-
sentante desconcentrado en el meso? De nuestra parte, justamen-
te creemos que no se puede hablar de gobierno regional desde
una entidad desconcentrada, y, por otro lado, el representante
desconcentrado se vuelve evitable en condiciones de Estado re-
gional compacto, por muy elegido que éste sea, e incluso, por muy
legislador en asuntos regionales que fuera. No se puede invertir
la fórmula correcta de que un nivel de gobierno subnacional debe
y puede asumir tareas de naturaleza desconcentrada, por una for-
mulación que diga que un órgano desconcentrado subnacional
puede hacer las veces de gobierno subnacional pleno.

Todo este nuevo asunto, ofrece el mejor pretexto para abor-
dar una sorprendente cuestión de tecnología estatal. Se trata del
anacronismo, desde la óptica de la tecnologia estatal, de la idea
de representantes subnacionales desconcentrados para resguar-
do de la unidad nacional. Consustancial a ésto es, por supuesto,
la necesidad de descubrir la posibilidad y necesidad de explota-
ción de las infraestructuras de coerción pública subnacionales,
descentralizadas o no, para canalizar el grueso de la gestión pú-
blica territorial. Ya que la influencia de estos temas es sustancial
para la historia y realidad bolivianas, convendrá hacer más pun-
tualizaciones al respecto.

Iré por partes y comienzo con el prejuicio del armazón
desconcentrado como generador de unidad estatal. Se trata de la
defensa de un concepto anacrónico de efectividad gubernativa
de evidente inspiración francesa. Éste parte del supuesto de que
la garantía de la seguridad nacional está fatalmente conectada a
una estructura arborescente hacia abajo de autoridades linealmen-
te subordinadas al nivel nacional y diseminada, escalonadamente,
en las distintas jurisdicciones subnacionales, hasta el cantón, uni-
dad territorial que en Bolivia es el último eslabón del aparato
gubernativo. Es ésta la idea –convertida en paradigma por el Es-
tado absolutista de la transición del orden medieval al moder-



85

no46 – del “ojo del rey” en el departamento y así, sucesivamente,
en la provincia, el cantón y cuanta subdivisión territorial inferior
hubiera, para supuestamente preservar la unidad y el orden de
la nación. La teoría del “ojo del rey” implica erradamente, negar-
le de antemano a un eventual ejecutivo elegido a nivel subnacional
–¿por el simple hecho de ser elegido?– capacidad de coordinar
agencias o gasto sectorial nacionales a nivel departamental y, ade-
más, pronosticar un permanente infarto de la seguridad pública
a nivel subnacional.

Como se ha sostenido, la raíz histórica de este modelo viene
del esquema de gobierno intendencial francés que, paradójica-
mente, sustituye a principios del siglo XVII lo que había sido un
gobierno “en nombre del rey” en lo subnacional por un “gobier-
no del rey”, o sea, un mecanismo mucho más ceñido de control
emplazado a nivel provincial. Es, empero, recién en el contexto
de la revolución francesa que se consolidaría luego algo que ya
en 1764 se anunciara con los intentos de “desprovincializar” Fran-
cia. Se asiste entonces a la voluntad del Estado nacional revolu-
cionario de conceder la existencia de una realidad local munici-
pal como entidad de especial fuerza cuasi-gubernativa pero, al
mismo tiempo, de asifixiar un reconocimiento comparable a enti-
dades que se encontraran en ámbito meso entre lo municipal y lo
nacional que, como se dijo, fueron útiles en el sistema intendencial
de Luis XIV. Por tanto, no es lícito deducir del sesgo municipalista
de la normativa de la ley de diciembre 1789 –mucho mejor asen-
tada en 1837 luego de las susceptibilidades napoleónicas–, la hi-
pótesis que “sobre” los municipios no hubiese habido sustancia
social suficiente como para no considerar una fuerte estructura
provincial que de facto sí hubo. La revolución francesa optó pues
por reprimir normativamente la intensa realidad subnacional
supramunicipal existente en la Francia pre-revolucionaria47. De

46 Ver Bodineau, P/Verpeaux, M (1997) Histoire de la décentralisation, Presses
Universitaires de France, p.15 ss. para las siguientes referencias históricas
al caso francés.

47 Comparar con Ozouf-Marignier (1986) “De l´universalisme constituant aux
intérêts locaux : le débat sur la formation des departements en France (1789-
1790) » en Annales ESC, N°6.
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cualquier modo, es apenas dos siglos después de que se tuvo que
acceder a reconocer la región francesa como colectividad territo-
rial aunque sólo haya sido mediante norma de rango subcons-
titucional.

Es interesante anotar que si bien desde la reforma descentra-
lizadora francesa de 1982 se modificó el tutelaje administrativo
frente a las colectividades territoriales, aún queda algo del prin-
cipio filosófico que le subyacía: una suerte de “presunción de com-
portamiento ilegal de lo subnacional”. El prefecto aún hoy debe
ser involucrado en una revisión, mucho más expedita, de las ac-
ciones administrativas de las colectividades territoriales que le
subyacen. La comunicación al prefecto de medidas de gestión de
la entidad territorial inferior, sigue siendo condición de validez
final administrativa. La ventaja de la nueva mecánica es que el
prefecto debe acudir a un tribunal administrativo cuando vea
necesidad de sanción y esto bajo el supuesto de que tanto prefec-
to como autoridad local han agotado, sin éxito, un acuerdo
extrajudicial. Se ha estimado, por lo demás, que desde las refor-
mas descentralizadoras francesas de 1982, ni un 0.03% de las ac-
tas transmitidas al prefecto han llegado a los estrados48.

Según la ley sobre departamentos de 1871, en Francia, el pre-
fecto del departamento era la cabeza ejecutiva. Con reformas pos-
teriores se acercó la cualidad del departamento a la del munici-
pio, posibilitando la elección de un ejecutivo departamental
aunque quedando siempre un prefecto como representante del
gobierno nacional a ese nivel. Hoy el presidente del consejo de-
partamental, asamblea directamente elegida, es la cabeza “admi-
nistrativa” del departamento. Pero el prefecto aún existe, igual
que los servicios nacionales sectoriales a nivel departamental no
asumidos por entidades departamentales. Como el cuerpo
prefectural se vio afectado por los recortes de poder contemporá-
neos, la norma francesa buscó la forma de compensar otorgando
para ello claridad al mando del prefecto sobre los servicios nacio-
nales que actúan a nivel departamental. Una ley de 1992 recuer-
da sugestivamente que la administración francesa territorial se

48 Bodinau, op. cit. p. 106.
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basa tanto en aquella materializada por las “colectividades terri-
toriales descentralizadas”, como en la que se hace a través de las
entidades de administración desconcentrada sin que la una tu-
viera mayor “valor” institucional que la otra. Un esquema en prin-
cipio similar se ha instalado a nivel regional salvo un detalle im-
portante: a nivel regional existe un órgano consultivo de actores
sociales, aparte del consejo regional directamente elegido sobre
la base de los departamentos como jurisdicciones electorales49.

Se ve pues cómo en Francia la expansión de órganos electi-
vos, de colectividades territoriales, sea de rango supramunicipal
o regional, no ha podido dar el golpe final a la administración
desconcentrada paralela. Pero el punto es que ésto es posible y
ahí radica una de las más inverosímiles paradojas que costará
mucho desenmascarar. Se trata de un prejuicio que en algunos
países ya ha sido superado silenciosamente. Una de las tantas
pruebas de ello es la tecnología estatal que emplea el ordenamien-
to alemán según norma la famosa sección VIII de la Ley Funda-
mental referente a la ejecución de leyes nacionales y la adminis-
tración nacional50. Que esto no tiene que ver necesariamente con
el carácter federal de Alemania, se demostrará plenamente en los
capítulos siguientes, aunque ello cause decepción ya aquí a quie-
nes crean que la comparación con un ejemplo federal es injusta.
En efecto, la comparación no es inapropiada pues esta disposi-
ción no se aplica en otros Estados federales como es el caso norte-
americano. Pero ¿qué dice la tecnología estatal en cuestión con-
densada en la sección VIII de la ley fundamental alemana?

Según esta disposición sorprendente, el nivel subnacional ale-
mán meso está expansivamente conminado por la Constitución a
hacerse cargo de la ejecución de todas las leyes nacionales. Está
entonces conteniéndose así que el nivel nacional despliegue sus
propias entidades en niveles territoriales inferiores más allá de lo
estríctamente necesario y prefiere explotar la organización subna-
cional del Estado. Los territorios meso definen para estas tareas

49 Comparar Montricher, N (2000) “The prefect and the state reform” en Public
Administration, Vol. 78, N° 3, p. 660.

50 Ver también el sentido del Art. 30 de la Ley Fundamental de Alemania.
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de origen nacional, el procedimiento administrativo y la dotación
logística. El nivel nacional puede emitir reglamentos generales si
es necesario. En general, el nivel nacional debe ejercer sólo poder
de supervisión y, si se requiriera, delegar emisarios ante los orga-
nismos meso para la facilitación del mismo. Las dudas sobre la
mala ejecución de las normas nacionales pueden ser recurridas al
tribunal constitucional si no hubieran podido ser enmendadas de
mutuo acuerdo. Para completar el esquema, valga mencionar las
otras figuras que redondean este llamativo cuadro como aquella
donde el territorio meso ejecuta leyes nacionales “por encargo”
del nivel nacional (las anteriores no son “por encargo”, sino como
si los asuntos nacionales fueran propios del meso). Pero incluso
en el caso del “encargo”, el meso retiene potestades de definición
logística. Aunque la ejecución está más sometida al mando secto-
rial lineal de las carteras nacionales, las instrucciones deben pa-
sar por el cuerpo meso y no ir directamente al órgano concreta-
mente encargado de ejecutarlas. Se ejerce aquí un control no sólo
de legalidad, sino de finalidad.

En síntesis, los asuntos nacionales que justifican, en la tradi-
ción francesa, la red prefectural regional y departamental, son sim-
ple y llanamente asumidos, en el esquema constitucional alemán,
por el nivel meso a través de una estructura de gobierno elegida
directamente y “peor” aún, con potestades legislativas regiona-
les. ¿Cómo se explica que a éstos se les confie tareas nacionales?
¿De dónde extrae este ordenamiento tanta confianza sobre sus
autoridades subnacionales ?

El ordenamiento alemán conoce, es cierto, una claúsula –cla-
ramente limitada– de asuntos que se manejarán por administra-
ción nacional directa y que caen en el aceptado catálogo de mate-
rias regias en cualquier ordenamiento. Pero definitivamente más
significativa para entender el por qué del sostenimiento del Esta-
do a pesar de tanta “confianza”, es la cadena de disposiciones
constitucionales que en vez de alentar aparatos de coerción des-
parramados “hacia abajo” y bajo tutela nacional, establecen vál-
vulas de ajuste: preminencia del derecho nacional sobre el dere-
cho meso (Art. 31), “Intervención nacional” cuando un meso no
acata sus obligaciones (Art. 37), las disposiciones sobre expan-
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sión de competencias del ejército (Art. 87a), y las reservas de segu-
ridad coercitiva explícita para defensa de amenazas a un territorio
meso o a la nación (Art. 91). Interesante analogía a estos preceptos
se encuentra a propósito en el espíritu del Art. 155 de la Constitu-
ción Política española que una vez nos recuerda la trascendencia
de ciertas tecnologías estatales por sobre los diferentes modos de
Estado.

Ya casi al final, los autores de este tercer trabajo en análisis,
concluyen en calificar la propuesta de un nivel regional de go-
bierno para Bolivia como un “sueño”, mientras que por otro lado
valoran la posibilidad de una desconcentración pura, como poco
viable en un país de fuertes tendencias regionalizadoras. Por esa
vía llegan al convencimiento de que debiera adoptarse un mode-
lo “híbrido” donde, manteniendo al prefecto como “ojo del rey”
y sin gran estructura propia, se mejore sólo el modo de confor-
mación del órgano deliberativo departamental. Y si bien consta-
tan acertadamente que actualmente la elección indirecta por co-
legios electorales muncipales del consejo departamental, tranca
una transmisión de pareceres de calidad regional, proponen un
retorno a los directorios sociales de corte coorporativo cuyos
miembros serían escogidos por el prefecto de listas elevadas por
los gremios sociales. El prefecto que proponen sería, en este caso,
un simple coordinador de agencias ministeriales desconcentradas.

Pero debe recordarse aquí que los directorios de corte gre-
mial sugeridos, ya funcionaron en las viejas “corporaciones de
desarrollo” departamentales hasta 1995, y si algo habían hecho,
era justamente no permitir una interfaz fructífera entre ciudada-
no regional y entidad de inversiones regionales. Desde la pers-
pectiva de una descentralización a nivel meso, el modelo de
Prud´homme nos lleva incluso a un esquema mucho más conser-
vador del que prevaleció antes de 1994. Hoy la prefectura en cier-
ta manera ha logrado integrar las entidades públicas regionales,
antes dispersas entre la gran agencia de inversiones que eran las
corporaciones de desarrollo, las representaciones sectoriales y la
prefectura, ésta última una simple cara policial del ministerio del
interior. Es cierto que se ha creado un órgano deliberativo discu-
tiblemente formado desde los municipios pero, por lo menos, se
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lo sacó de la esfera de órganos corporativos prevaleciente entre
1972 y 1995. Los consultores de este tercer texto, en realidad, pro-
ponen separar nuevamente todo: restablecer agencias ministeria-
les, volver al prefecto policía, y hacer que éste elija un directorio
de notables gremiales. Desde una perspectiva de descentraliza-
ción en el meso, esta propuesta es una idea sorprendente pues
posterga el meso fuerte en Bolivia a un grado mayor que el que
hace el modelo municipalista.

El municipalismo boliviano, incluida su versión extrema, ha
sentado (por lo visto sin quererlo) más bien las tenues bases for-
males para convertir las prefecturas en órganos de pleno poder
meso. La actual conformación de las prefecturas es, en efecto, una
plataforma formal apropiada para ello.

En términos generales y a tiempo de dar por concluida esta
rápida revisión de los anales municipalistas bolivianos, se debe
insistir una vez más en lo discutible que es caracterizar a la pre-
fectura boliviana como “dual” en el sentido de que ella ha com-
pensado su naturaleza desconcentrada, con una oculta cara “des-
centralizada”51. No son las prefecturas representantes de intereses
regionales. Las prefecturas bolivianas son entes meramente
desconcentrados y sus dispositivos de mal diseño, como el con-
sejo departamental, no generan cambio sustancial alguno.

Una caracterización precisa del modo de engranamiento ver-
tical es sustancial. En un estudio reciente del Banco Mundial, se
insinúa a propósito, que las prefecturas bolivianas son entidades
poco menos que descontroladas y proclives a un gasto arbitra-
rio52. En realidad si el gasto prefectural no está en las atribuciones
del Art. 5 de la LDA, está en aquellas que acaba induciendo la
cartera de Hacienda a través del sistema de inversión pública. Si
algo no hace la prefectura boliviana es precisamente gastar se-
gún un criterio efectivamente regional. En un documento tam-
bién reciente del FMI, por otro lado, se postula que la provisión

51 Pero ver esta polémica valoración de la cuestión prefectural boliviana en el
Banco Mundial según se desprende del Report No P7439-BO, (2001) Progra-
mmatic Structural Adjustment credit for decentralization , The World Bank, p. 7.

52 Ibid. p. 11.
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de recursos humanos en salud y educación estuviera a cargo de
las prefecturas53 lo cual evidentemente sobrevalora el verdadero
papel que las prefecturas juegan en este punto, a saber, de sim-
ples ventanillas de pago de la nómina tendencialmente adminis-
trada a nivel nacional en sus detalles de planilla, contratación y
control. Con razón, estudios que han intentado medir la fuerza
del nivel prefectural, han optado por no tomar en cuenta esos
recursos delegados del presupuesto del sistema prefectural54. Se
ve pues que los análisis técnicos no siempre han captado con exac-
titud el dilema de la cuestión prefectural boliviana y, por tanto, el
metabolismo del proceso descentralizador del país. Sea este un
justo consuelo para el municipalismo extremista el que, dados
estos antecedentes y sus propias motivaciones espirituales, no tie-
ne por qué haber ofrecido justo él, una aproximación más sose-
gada y técnica del ordenamiento territorial boliviano.

Dos temas, sin embargo, develó con certeza encomiable la
sura pro municipalista. Por un lado, salvó al país de no conferir
al nivel municipal, un valor merecido. Éste, en efecto, era peligro-
samente desdeñado en muchos de los debates descentralizado-
res que proliferaron en Bolivia desde 1982. Por otro lado, percibió
correctamente que la elección directa del ejecutivo departamen-
tal, asumía en las propuestas “prodepartamentalistas”, formas lin-
dantes con la sacralización del simple hecho electivo. Ambas co-
sas, o sea tanto su mérito por “descubrir” un nivel territorial
descuidado, cuanto su intuición certera de que la elección del pre-
fecto no es el (único) tema de fondo de otra salida, son elementos
centrales heredados del municipalismo compulsivo boliviano,
útiles a la hora de considerar modelos alternativos de descentra-
lización bajo mejores luces.

53 Ver Manoel, A. et al (2000) Bolivia: Evolución de la descentralización fiscal y el
control de la deuda de los gobiernos municipales, FMI, p.18

54 ECP, Tomo I, p. XIII.
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Extrapolando el imaginario municipalista

Pasemos ahora de la constatación de imprecisiones de carác-
ter más técnico-doctrinario, a las filosofías de Estado que preñan
al municipalismo exacerbado, que aunque no siempre libres de
nuevas imprecisiones de aquel otro tipo, generan polémica en
realidad más por la visión de Estado que ofrecen. Pues una cosa
es optar como nación por un Estado bigubernativo bipolar –nivel
nacional y municipal fuertes– y otra propender a un “Estado-
municipio” o, en una versión más discutible aún, a un país “fede-
ración de municipios”. Una de las fundamentaciones recurrentes
para un país “municipal” es sostener que, al fin y al cabo, la célu-
la donde “aparecemos” como seres sociales del todo, es el muni-
cipio, pues ahí es donde se densificaría la rutina de vida, donde
se sensibilizaría al máximo la conexión de las necesidades del
poblador con los servicios básicos. La verdadera descentraliza-
ción nacería y acabaría, así, en el municipio. Con ello, el munici-
pio de ser un eslabón tan necesario como otros, se convierte en
una estampa de un Estado románticamente concebido. Pero, aquí
también, la visión romántica puede aparecer con ropaje tecnicista
lo cual fortalece su carácter seductor. Así sucede, por ejemplo, al
proponer que bien se podría categorizar lo suficiente a los muni-
cipios en el territorio nacional, a fin de que la municipalización
pueda realmente aplicarse, de manera escalonada, a la extensión
de la nación entera.

En el marco de las discusiones sobre la descentralización en
Bolivia, surgió un cuestionamiento de manera intermitente. 1)
¿Existe siempre detrás de las leyes, reglamentos e idearios sobre
descentralización de un país, un modelo relativamente estructu-
rado? Más allá: 2) ¿puede un modelo agrupar bajo determinadas
circunstancias elementos ambiguos sin por ello dejar de ser mo-
delo?; y 3) ¿hay realmente un modelo boliviano de descentraliza-
ción? Un intento de modelación de escenarios atribuibles al idea-
rio municipalista es un buen pretexto para dar respuestas a estos
cuestionamientos.

Para empezar, digamos que convivir pacíficamente con una
respuesta positiva a la primera duda planteada, puede ser el sano
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comienzo de un entendimiento técnico del tema descentraliza-
dor. Muchas veces, desde una vertiente ideologizada, se tiende a
caracterizar la sociedad donde se vive, como algo “inclasificable”,
“genuino”, pues fruto de la tradición o el “abigarramiento” espe-
cífico de sus relaciones sociales. Al contrario, una revisión sope-
sada de las variables territoriales mostrará sin demora, que es
posible un ordenamiento técnico de lo que a primera vista parece
inverosímil.

A la segunda cuestionante, se debe responder que sí es dable
que por condicionantes coyunturales y políticas, un país acabe
dándose un modelo aunque esté afectado por detalles de incon-
gruencia de diseño. Es el caso boliviano actual: un municipalismo
consecuente si bien aún tolerante de un nivel intermedio extra-
ñamente diseñado. Si hay una costumbre arraigada en el debate
descentralizador en Bolivia, es aquella de no poner atención so-
bre la congruencia entre las partes de las propuestas que así con-
tienen esquemas ambiguos, aunque frecuentemente sobre una
plataforma mínimamente articulada de elementos esenciales. No
se repara en que gran parte de las ideas que sobre descentraliza-
ción se manejan desde los políticos o los analistas, se van a bus-
car entre sí, aunque los emisores no lo crean. Muchas veces, pro-
puestas aparentemente desconectadas, arrastran, por mucho que
sea como tendencia, consecuencias específicas y si uno ordenara
con cierto sentido común esas variables, pueden y deben estable-
cerse conjuntos de ellas, cada vez más discernibles los unos de
los otros.

Este descuido ha hecho difícil ahondar el tratamiento de cues-
tiones como las siguientes. Si uno en Bolivia, por ejemplo, propo-
ne un prefecto elegido por voto directo, eso es proporcionalmente
incompatible con un tipo de prefectura, que como la que funcio-
na hoy, funge como simple instancia desconcentrada del Ejecuti-
vo Nacional. O este otro ejemplo: si se decide que la prefectura
debiera, fundamentalmente, hacer las veces de mera bisagra de
coordinación entre el nivel nacional y el local, no tiene mucho
sentido agrandar el poder prefectural o complejizarlo sin moti-
vo. Por cierto, no puede tratarse aquí de una combinatoria arbi-
traria de variables como para poder hacer un ejercicio formalista
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y combinarlas tantas veces como a uno se le ocurra pues, como
dijimos, éstas se buscan, se entraban como guiadas por un “lla-
mado de parentesco”. Hay entonces un número relativamente li-
mitado de opciones de modos estatales de aquí inferibles.

En cuanto al tercer cuestionamiento, está claro que en el caso
boliviano, debe diferenciarse el patrón de organización territo-
rial como tal (que es territorialmente bigubernativo, bipolar, am-
biguamente desconcentrado en el meso, de sesgo municipalizador,
si bien con el municipio permitido sólo en un régimen especial) y
la LPP en cuanto proyecto global de municipalismo extremo, po-
pular-participativista, de sesgo igualitarista, a-productivista y
conservador en el tema étnico-espacial. Pero veamos ahora más
de cerca las alternativas que desde una raíz municipalista pue-
den modelarse para Bolivia.

Consolidación del modelo “sobre- municipalizado” actual

Es común que los modos de Estado y los patrones de organi-
zación territorial que se decantan implícitamente de las ideas que
se suelen escuchar en los debates, no sean visibles a primera vis-
ta. Pero, como se acaba de sostener, no es aconsejable creer que
las ideas que se proponen, no puedan arrastrar potencialmente
hacia consecuencias de modelo en lo que se refiere a su organiza-
ción territorial, alterando además estas ideas, eventualmente, un
determinado modo de Estado; o ratificándolo como sucede con
las propuestas que “ajustan” o como vulgarmente se dice, “par-
chan” un orden institucional preestablecido. Esto es una toma de
posición, tanto como aquella otra que quiere explícitamente cam-
biarlo. Como quiera que fuera, una alternativa de desemboque
en Bolivia gira en torno al convencimiento de que la reforma na-
cida en 1994 está, desperfectos más o menos, bien lograda. Si hay
fallas, sería por restricciones en su capacidad de gestión, o por la
pobreza estructural o el magro rendimiento de otras instancias
del Estado como la Contraloría General de la República, las nor-
mas del servicio civil o los sistemas regulatorios. Hasta se puede
atribuir los problemas a rémoras en la idiosincracia de las socie-
dades locales. Esta corriente de opinión pretenderá purificar el
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modelo estableciendo, por ejemplo, una restricción más contun-
dente del poder prefectural e insistiendo en que su razón de ser
es apoyar al nivel municipal, mediar entre éste y el poder nacio-
nal, y en fin, servir de coordinador de la dispersión natural de un
Estado que ha optado por descentralizarse por vía fundamental-
mente municipal.

Estaríamos además ante una probable consolidación del “pa-
quete” LPP que nos rige hoy. Esta criatura de 1994, tiene ya varios
años de aplicación y es, qué duda cabe, a esta altura, un referente
consolidado en el poblador rural, en el analista, el cooperante in-
ternacional o el gestor público de turno: es, en especial, hay que
reconocerlo, el refugio merecido de lo local en Bolivia. Que tuvo
sus deficiencias de diseño, o que donde éstas no fueron el proble-
ma, se confrontaron obstáculos de gestión, es algo que no debiera
impedir aquilatar que el país fue capaz de fundar sus cimientos
municipales a pesar de haber tenido que descuidar por su natu-
raleza pionera, importantes detalles de diseño o de ir a contrape-
lo de serias debilidades estructurales que de suyo, parecían acon-
sejar ese entonces no animarse a grandes cambios dadas las
falencias institucionales del país. Se tuvo el acierto, esa vez, de
optar por hacer las cosas y parece sensato pensar que eso haya
sido así. Pero como no pudo ser de otra forma, la LPP ratificó un
modo de Estado y trajo un patrón de organización territorial con-
gruente en sus propias premisas. Y es que no se debe perder de
vista, que las fichas del ordenamiento político-administrativo del
país, a raíz de la LPP, se fueron buscando, como imbuídas de una
fuerza por estrecharse las unas a las otras, a fin de, así unidas,
conformar finalmente una forma de organización territorial pe-
culiar, con una masa crítica de lógica en sus rasgos y pretensio-
nes. Es por eso que la Ley de Descentralización Administrativa
de 1995, posterior a la LPP, en cierto sentido, no fue ni mala ni
buena: simplemente buscó adecuarse al modelo que ya, por en-
tonces, generaba como una especie de campo gravitacional hacia
el cual convergían las piezas sueltas. Y es bueno que también esto
haya sido así pues, grosso modo, se tenía por lo menos un diseño
con un mínimo grado de congruencia consigo mismo a pesar de
esos contrahechos dispositivos añadidos, en parte, como satisfac-
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ción a los descentralizadores inconformes con el tono localista del
sistema que finalmente se impuso.

Se trata aquí de un Estado al que llamaremos “sobremunici-
palizado” que muchos operadores públicos y analistas –y no sin
razones– admiten se puede mejorar y ajustar, pero no superar. Se
pueden argüir además muchas razones, incluso operativas, para
su defensa. Es inherente a este modelo que quienes lo defienden,
concedan una que otra falla eventual de diseño, pero concentren
su crítica a problemas de la gestión de un modelo que suponen,
en el fondo, es correcto.

Sea como fuere, este modelo es el que avala la correcta afir-
mación de que en Bolivia, la descentralización se materializó vía
municipios. Si nos hacemos una imagen de este Estado, se nos
aparece como un cuerpo de una enorme cabeza y desarrolladas
extremidades inferiores pero de tórax atrofiado: o sea un nivel
departamental débil pero unos niveles nacional y municipal fuer-
tes. Esta forma del cuerpo que describo no implica de suyo nin-
guna desventaja. Bien podría argüirse que por razones de-
mostrables, esta distribución asimétrica del cuerpo está adaptada
a nuestra historia, institucionalidad, necesidad y grado de desa-
rrollo. No olvidemos que ni siquiera la asimetría en un diseño de
distribución de competencias entre territorios es algo “malo” como
se ha aprendido de los casos español, británico, belga o canadiense.
Pero no hay que perder de vista que el tórax, si bien atrofiado,
existe lo suficiente: meneja recursos que por regalías, copartici-
pación tributaria y transferencias equivale nada menos que al al
50% del total de inversión pública en Bolivia, representando por
lo demás, como se explicó arriba, sólo 4 puntos porcentuales me-
nos que la alícuota de inversión municipal frente al total de la
inversión de los tres niveles territoriales55. Tiene un prefecto que
se fusionó al viejo gerente principal de las coporaciones de desa-
rrollo y un consejo que ya no se conforma gremialmente. La enti-
dad prefectural es, sin duda, más fuerte económica que política-
mente. En general, por tanto, no es un diseño armónico.

55 Ver ECP, Tomo II, Anexo B.
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El desemboque hacia un modo de Estado “hipermunicipalizado”

Un segundo escenario sería llevar a sus últimas consecuen-
cias el ideario de la opción municipalista de la descentralización
boliviana y llamaré a este caso un Estado “hipermunicipalizado”.
Hacia ese punto convergen ideas escuchadas en el último tiem-
po, como las de una apropiación municipal de las regalías por la
explotación de los recursos naturales y la coparticipación tributaria
sobre el impuesto específico a los hidrocarburos, ambas partidas,
fuentes vitales de los ingresos prefecturales en la actualidad.
Congruentemente, se añade la idea de reducir la función del pre-
fecto a la de un simple “gendarme” que precautele la integridad
nacional. En el fondo Bolivia, de optarse por esta vía, tendería a
ser una agrupación de municipios. La función de bisagra de la
prefectura –ya sin tener volúmenes notorios de inversión propia–
sería el residuo. Para no sucumbir ante el riesgo de una excesiva
dispersión institucional, éste modelo buscaría en la formación de
fuertes mancomunidades municipales, una válvula para agregar
jurisdicciones. Un fomento constitucional, legal y financiero a la
formación de mancomunidades es la consecuencia lógica. Por otro
lado, es probable que se optaría por desplegar una red de agen-
cias de inversión sectorial a nivel departamental, bajo directa
tuición de las carteras nacionales. Las ideas románticas de un prin-
cipio de subsidiariedad aplicado como férrea claúsula, se vacían
pacíficamente en este molde.

La alternativa de un modelo territorial de municipalismo
“entrópico”56

Para completar estos escenarios de descentralización munici-
palista, echemos una mirada a una tercera variante de la misma.
Es un modelo que desde la perspectiva de la congruencia localista,

56 Para el concepto de entropía aplicado a procesos de gestión pública, ver
Hwang, S. (1996), “The implications of the nonlinear paradigm for
integrated environmental design and planning” en Journal of Planning
Literature, Vol. 11, Nº 2., p. 170.
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pierde energía y se desordena si se le compara con el extremo conte-
nido municipalizador del segundo que se acaba de comentar y es,
por supuesto, más que mero ajuste del primero. Su despresurización
viene de convertir los órganos departamentales en legítimos desde
la perspectiva formal ya que al ser elegidos por voto popular, goza-
rían de mayor vinculación con el ciudadano. Cuando se propone la
elección directa tanto del prefecto como de su consejo, se corrige en
cierta forma el atrofiamiento del “tórax”. No es intención de este
modelo sin duda –como no lo es de ninguno de tipo municipal–
abrir una real competencia legislativa al nivel prefectural. No se lle-
ga pues a obtener un gobierno departamental aunque los cambios
que implicaría frente a los modelos anteriores, igual municipalistas,
generarían una presión creciente por dotar de mayores recursos y
por tanto, mejores opciones de operación de un nivel departamen-
tal en su jurisdicción. Genera en todo caso, notables costos
institucionales de ambigüedad. Es un modelo que asienta gran par-
te de sus esperanzas en la elevación de los índices de democratiza-
ción de los órganos elegidos subnacionalmente, quien sabe si inclu-
so convenga añadir, idealizando las virtudes del hecho electivo. Es
un modelo discernible de sus “parientes” vistos, pues afecta sin lu-
gar a dudas la relación de mando directa del Presidente de la Repú-
blica frente a la primera autoridad departamental. El prefecto res-
pondería bajo estas nuevas condiciones a las leyes nacionales y a
sus electores. Una imagen intranquilizadora a los ojos del munici-
palismo militante sería, además, que los consejeros departamenta-
les, por su lado, se recluten desde voluntades regionales y no desde
los “municipios”, como sucede ahora, incrementándose los márge-
nes para transmitir visiones propias de un embrionario nivel regio-
nal. Se fortalece potencialmente así el balance entre el ejecutivo y la
asamblea departamental. Pero está claro que éste modelo no sólo
atormenta el imaginario municipalista, sino que no acaba por fun-
dar efectivamente el espacio de lo regional. Si bien la incrementada
legitimidad de las autoridades departamentales conllevaría una cualifi-
cación de sus ingresos fiscales, sería en condiciones de un nivel sin capa-
cidad de legislar. Pero bajo todas estas premisas, la presión hacia un
ensachamiento de las bases financieras no sería ya, a mediano plazo, fá-
cilmente evitable aunque sin dejar de serlo en un molde incompleto.
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Los tres desemboques vistos son definitivamente de base
municipal aunque con gradaciones. Es sustancial apuntar, sin
embargo, que en ningún caso dejan el modo de Estado llamado
“unitario”.

La cuestión departamental boliviana en la reforma
constitucional en curso

Antes de pasar a la revisión de las condiciones conceptuales
del “limbo” que parece desprenderse del diseño de un alternati-
vo Estado triterritorial, es necesario hacer una rápida valoración
de las posiciones del llamado “consejo ciudadano”57 que preparó
entre mayo y noviembre de 2001, por encargo del gobierno na-
cional, una propuesta marco de reforma constitucional en Boli-
via, plataforma que debió orientar oficialmente el proceso boli-
viano de enmienda constitucional hasta mediados del año 2002.
Sobre el tema del nivel departamental, en el marco de la Ley de
Necesidad de la Reforma Constitucional, el mencionado consejo
ha elevado proposiciones concretas. El aboradaje de este punto
es la oportunidad ideal para recapitular además, con carácter pre-
vio, lo que fue el último consenso boliviano de una descentrali-
zación de corte departamental efectivizada a principios de 1993,
debate que cae justo en la anterior fase de enmiendas constitucio-
nales y que antecediera a la reforma municipal de 1994.

El ocaso del departamento en los prolegómenos
de la anterior reforma constitucional

El debate descentralizador boliviano, luego de la recupera-
ción democráctica en 1982, se produjo sobre la base de un mode-
lo territorial gruesamente diseñado a principios de la dictadura
banzerista y formulado en la Ley de Organización Administrati-

57 Ver el “Anteproyecto de ley de necesidad de reforma constitucional” ela-
borado por el Consejo Ciudadano para la reforma constitucional” PNUD/
Cámara de Diputados/PRONAGOB, noviembre de 2001, La Paz.
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va del Poder Ejecutivo, mediante D.L. 10460 de 1972. El meso fue
dividido esa vez en dos ámbitos que en rigor eran formas de des-
concentración pero diferenciando aquella claramente subordina-
da al nivel nacional (“administración desconcentrada”) y una otra
que gozaba de mayor flexibilidad (“administración descentrali-
zada”). En el texto de esta norma de 1972, se retoma la figura de
la “administración descentralizada” bajo un capítulo titulado “De
la administración regional” que se contrapone luego a la “Ad-
ministración departamental”. La idea que subyace a este modelo
es la de separar con claridad entidades de “desarrollo regional”,
por un lado, y entidades expresamente consignadas como depen-
dencias rígidas del nivel nacional, por el otro. Como no ha deja-
do de ser hasta hoy, se concentra ya en ese entonces la esperanza
“descentralizadora”, fundamentalmente, en la otorgación de fa-
cultades formales de planificación al nivel regional. Y, llamati-
vamente, se abre la opción de crear “regiones” sobre la base de
los departamentos58 ratificando así un concepto de región de
bordes flexibles en franca función de visiones geográficas de
desarrollo.

El instrumento más importante de este escenario, instrumen-
to que perviviría luego hasta 1995, fue sin duda la creación de las
“Corporaciones Regionales de Desarrollo” (CRDs) como entida-
des que dependían de un consejo de ministerios nacionales. Es
probable que tales entidades nunca superaran plenamente el perfil
competencial de las entidades que esa vez sustituyeron y que su-
gestivamente se llamaron “Comités de Obras Públicas”. Pero debe
destacarse que las CRDs contaban con notables márgenes para
políticas de fomento crediticio y conformación de empresas pú-
blicas. Debe puntualizarse, sin embargo, que las máximas autori-
dades de estos entes no fueron nunca reclutadas según cánones
efectivos de idoneidad y era atribución del presidente de la repú-
blica designarlos. La intromisión partidaria/nacional en estos ni-
veles jerárquicos de entidades meso que, por su concepción ori-
ginal como entidades técnicas merecían dotación por concurso
de méritos, no ha cambiado en Bolivia hasta el día de hoy.

58 DL. 10460, Art. 86.
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Parte definitoria de las CRDs fue la creación de un “directo-
rio” social con tareas fundamentalmente consultivas y de super-
visión. Eran parte de este directorio el prefecto, el alcalde de la
capital departamental, las fuerzas armadas y representantes cívi-
cos. En este acápite de la “administración regional”, se mencionan
además como “consultores técnicos”  de las CRDs, a los “repre-
sentantes regionales” sectoriales que en la misma ley en su capí-
tulo I de “normas generales” se creaban a fin de que manejen las
unidades desconcentradas a nivel departamental de los ministe-
rios nacionales sectoriales. Por tanto, se tenía una corporación de
planificación e inversiones y, por otro lado, una red de agencias
sectoriales coordinadas a la mencionadas CRDs.

El otro ámbito era el de la “administración departamental”
que se concentraba en la clásica función protocolar-policíaca del
prefecto, dependiente de ministerio del interior pero, como se vió,
con puesto jerárquico en el directorio de la CRD. A los prefectos se
les asignaba el manejo de subprefectos y corregidores. El DL 10460,
por lo demás, menciona muy de pasada la “administración lo-
cal”. Es pues visible el menor peso de lo municipal que en ese
diseño se aborda con 3 artículos mientras que la parte del meso
es normada mediante 18.

En la gráfica siguiente se busca representar la peculiar cali-
dad “regional” de la CRD que abre en el dibujo un campo propio
de intervención para “el desarrollo”. Esta particularidad del mo-
delo de 1972, es más notoria si se la compara con la propuesta
reciente del equipo de Prud’ homme discutida páginas arriba. Ob-
sérvese cómo en esta propuesta, a diferencia del modelo de 1972,
se comprime al máximo la posibilidad de un ente regional con
inevitables efectos sobre un gasto pretendidamente regional.

Antes de la importante reforma territorial de 1994, los deba-
tes giraban fundamentalmente en torno a una descentralización
vía departamentos y fueron patrocinados, en buena medida, por
los comités cívicos regionales. Meses antes de que se impusiera
finalmente el frente municipalista, se aprobó en el senado boli-
viano, a principios de 1993, un proyecto de ley de descentraliza-
ción administrativa que, sin embargo, nunca fue considerado por
la cámara baja en tanto cámara revisora. El proyecto de ley impli-

III. MUNICIPALISMO Y EXTREMISMO MUNICIPALISTA



EL ESTADO TRITERRITORIAL102

caba importantes cambios frente al escenario de 1972 aunque
arrastraba los viejos prejuicios doctrinarios sobre las garantías de
la “integridad nacional” a partir de una tupida malla de autori-
dades desconcentradas arborescente hacia abajo; reafirmaba el
tema de lo electivo regional como supuestamente sustancial; y
confirmaba la evidente subestimación de lo municipal en todo
debate descentralizador por lo menos desde 1972.

Estos atavismos son encontrables incluso en lo que se supo-
ne era el respaldo técnico de este proyecto de ley. Efectivamente,
entre finales de los 80 y principios de los 90, el Banco Mundial
financió un detallado estudio técnico para la descentralización

Grafico 6
Situación del meso boliviano según DL 10460 de 1972
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en Bolivia59 que influyó y, en cierta forma, respaldó el proyecto
de ley mencionado y abortado en 1993.

Nada menos que en estos estudios técnicos se descartó la elec-
ción del prefecto pues se la consideraba atentoria a la unidad na-

59 Ver en el “Programa de Fortalecimiento de la gestión del sector público
(EMSO)-Componente Regional-Descentralización” entre otros, Urquidi, J
(1989) “Consideraciones preliminares para una propuesta básica de descen-
tralización en Bolivia” de junio de 1989- Documento interno (fase de gabine-
te); “Conclusiones generales del diagnóstico”- Documento Final, junio 1989;
también Barrón, M. (1990), “Propuesta de descentralización administrativa -
aspectos institucionales globales”, (fase de consenso) marzo de 1990.

Grafico 7
Situación del meso boliviano según Prud´homme

(propuesta de 2001 y adaptación)
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cional60, una hipótesis absolutamente pueril. Justo aquí además se
condensa otro problema clásico de maltentendido teórico. Si se cree
que la elección del prefecto rompería no sólo la unidad coercitiva,
sino la de políticas nacionales, ¿cómo creer que sin lograr lo último
se puede formar algo constantemente repetido en los estudios, a
saber, un “gobierno departamental”? Erróneamente también en
estos análisis, se cree que la elección del prefecto por el presidente
de la república es sinónimo de modelo “centralista y no de descen-
tralización”, cuando, al revés, lo correcto es sostener que en un ré-
gimen de desconcentración, la autoridad subnacional puede pero
no tiene por qué ser elegido por voto. Además que, por otro lado,
la calidad descentralizadora tampoco se diera por mucho que se
eligiera al prefecto, si es que no se afectara, en favor del meso, al
mismo tiempo, el monopolio legislativo del nivel nacional.

Frente a 1972, sin embargo, las propuestas de descentraliza-
ción pre-LPP, introducen un elemento que incluso hoy puede con-
siderarse consolidado. Se trata de la introducción de una estruc-
tura monocefálica de entidad departamental, superando por tanto
la conformación tricéfala de 1972. En la propuesta de la versión
EMSO de 1989, este paso es aún tenue en comparación a la versión
EMSO de 1990, pues si bien se absorbe en una entidad las instan-
cias regionales, se mantiene, dentro de ella, la tricefalía al propo-
nerse las figuras de la “secretaria regional de funciones privati-
vas nacionales”, la “secretaría regional de régimen interno” y las
“secretarías de descentralización”61, sin eliminar por cierto al pre-
sidente de la CRD que, por lo visto, se subsumía, entera a la enti-
dad del “gobierno departamental”.

En la primera versión EMSO se propuso, además, la confor-
mación de una “asamblea departamental” que mantenía el mo-
delo del directorio regional de 1972 –actores sociales– pero para
sólo un 25% del cuerpo deliberativo. Los otros tres cuartos se dis-
tribuían entre diputados y senadores; los “municipios principa-
les” y la “sociedad territorial rural” donde tendrían voz instan-
cias cívicas provinciales y agrarias. Mas como aquí se definía que

60 Ver “Consideraciones…”, p. 29.
61 Idem, p. 30.
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la asamblea sesionaría sólo una vez por gestión, se conformaba
un “directorio regional” más permanente donde los “cuartos” de
la asamblea, tendrían sus representantes. Llama la atención, en-
tre otras cosas, que aquí no se mencionen a los municipios rura-
les, sino que se hable de instancias civiles para lo rural. Este dise-
ño confirmaba su innecesaria complejidad al proponer, finalmente,
la mantención del directorio de la CRD.

En la segunda versión del EMSO de 1990, se prefigura mejor lo
que sería finalmente la propuesta de ley de 1993. Pero vayamos por
partes. Justificando en cierta forma el ímpetu municipalista poste-
rior que trastocara inesperadamente el curso de la descentralización
en 1994, este segundo documento es claramente prodepartamental
y en su conceptualización de lo que es descentralización, no le otor-
ga al municipio lugar preponderante62. De hecho, los municipios
son tratados en medio de varias figuras subdepartamentales como
las “subregiones” o las “provincias”63. Se hablaba allí sugestivamente
de que la descentralización sería materializada por tres niveles: el
nacional, el departamental y el “subdepartamental”64. Continuan-
do el curso de la anterior versión, se perfecciona la absorción de las
entidades regionales bajo el manto del “gobierno departamental”,
explicitándose que los ministerios sectoriales, por ejemplo, no po-
drían perforar la entidad departamental65.

Como fuera que haya sido, aquí se sella ya la desorientación
esencial no resuelta en el proyecto de ley de 1993 de creer armar
un “gobierno” meso cuando, en realidad, se diseña un meso des-
concentrado. En consecuencia, la propuesta más compacta que
tuvo el movimiento de descentralización departamental bolivia-
no, fue genéticamente contradictoria en sus propios cánones, en
parte, por la presión del atavismo doctrinario de temer hacer algo
que pusiera en peligro la “unidad del Estado nacional”. Incluso
estos textos técnicos como los analizados, no reparan en el con-
flicto entre buscar un “gobierno” meso y proponer empero para

62 Ver las definiciones en „Propuesta...“, p. 3/6.
63 Idem., p. 10
64 Idem, p. 15/72 pero donde con razón se menciona ya, la perentoriedad de

“sustituir el municipio puntual urbano por un municipio urbano-rural”.
65 Idem, p. 34
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el mismo, fundamentalmente, facultades administrativas y ope-
racionales. Petrifican además la crucial fata morgana de creer que
al ceder desde el centro al meso la facultad de “formular políti-
cas”, se abriría una verídica capacidad de decisión regional. Este
acto planificativo puede en realidad disminuir ostensiblemente
su efectividad si la planificación es ritualizada y no logra mate-
rializarse; si “formular políticas” es, en realidad, adaptar operati-
vamente políticas nacionales. Pasará aún mucho tiempo hasta
comprender que se pueden proponer políticas, pero que son sólo
normas con carácter de leyes de alcance específicamente regio-
nal, las que tendrán perspectiva de real materialización.

La segunda versión del EMSO consagra igualmente la sobreva-
loración del hecho electivo aunque, en este caso, lleva esta idea a
puerto más contundente ya que saca a la “asamblea departamen-
tal” de modalidades de conformación corporativa y da un paso
adicional, al proponer además, la elección directa del prefecto66.
La desorientación que genera la sobrevaloración de lo electivo,
explica por supuesto la otra sugerencia allí presente de que in-
cluso las demás autoridades de la entidad sean también elegidas.
Un paso importante frente a la anterior versión del EMSO y que,
paradójicamente no se recogerá en el proyecto de ley de 1993, es
que se logra entrever la posibilidad de unir en la figura del pre-
fecto, “a pesar” de su naturaleza electiva, las funciones tanto “uni-
taristas” como “descentralizadas”67. Esta idea, junto a la liberación
del órgano deliberativo de fuentes de conformación gremiales y
la elección directa del prefecto, fue una ruptura trabajosamente
lograda con los preceptos atávicos y puede considerarse como el
principal aporte de esos esquemas aunque no hubiera tenido des-
pués el eco suficiente.

La propuesta centra las tareas del órgano deliberativo depar-
tamental en aspectos de canalización de demandas sociales y apro-
bación de planes, descuidando visiblemente una mayor precisión
sobre la cuestión de la fiscalización, pero en especial, acerca del

66 Idem., p. 38.
67 Idem. P. 44/131. Así también el sentido para el gobernador departamental

según la constitución colombiana, según su Art. 303/305(3)
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tratamiento de los alcances de su poder normativo. O sea, dos
elementos claves de un meso de carácter gubernativo están poco
enfatizados: ruptura de monopolio legislativo del nivel nacional
hacia el meso y en cierta forma, plena capacidad de fiscalización,
con lo cual mal podría hablarse, en semejantes condiciones, de
una real división horizontal y vertical de poderes. Por otra parte,
si bien diluye gradualmente la existencia de las CRDs en el cuer-
po del “gobierno departamental”, no logra hacer lo mismo con la
rémora del “directorio social” de 1972 permitiendo que de “vez
en cuando”, se adjunten, a un consejo regional conformado tam-
bién por los secretarios departamentales, actores sociales para su
consulta.

Grafico 8
Situación del meso boliviano según segunda versión EMSO

(propuesta de 1990, adaptación)
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A principios de 1993, se llegó al epílogo de este largo proceso
de debate y reflexión descentralizadora de sesgo departamenta-
lista, cuando, como se mencionó ya, se logró pasar el proyecto
del ley aprobado por la cámara alta. En general, en Bolivia, como
se ha ido advirtiendo, el grado de imprecisión conceptual ha sido
grande en estos temas, hecho que no cambió sustancialmente en
el “Proyecto de ley de descentralización administrativa” de 1993
(PL Nº10/86-92).

La confusión conceptual en dicho texto legal, se presenta de
entrada con el asentado, pero no por ello menos polémico, térmi-
no de “descentralización administrativa”. Como se verá en capí-
tulo posterior, lo que se ha entendido con este término no es otra
cosa que un modo de desconcentración ya que el nivel departa-
mental aparece siempre como representación del Ejecutivo na-
cional. En rigor, por descentralización, no debiera entenderse “un
sistema de organización administrativa” como sostiene el proyecto
de 1993, sino un sistema de estructuras gubernativas a nivel subna-
cional. Una pequeña ventaja de entonces fue que aún prevalecía
el marco de la Constitución Política del Estado de 1967 donde,
para el nivel departamental, se hablaba de “gobiernos departa-
mentales”. Pero, como vimos ya en los estudios técnicos de fina-
les del 90, el término “gobierno” siempre le quedó muy grande a
lo que incluso estos descentralizadores prodepartamento propugna-
ron, y ello en buena medida por la creencia errónea en una vincu-
lación directa y causal entre acto electivo y naturaleza gubernativa
de un ente territorial. Incluso el texto de 1993 habla indistinta-
mente, y por tanto contradictoriamente, de “gobierno” para el
meso y el nivel municipal, cuando en realidad lo local ya existía
envuelto en el velo de la peculiar autonomía que le confiere la
Constitución y sí reunía formalmente la calidad gubernativa,
mientras que el meso no salía del campo de la desconcentración.

El catálogo competencial ofrecido en el proyecto se concen-
tra en las facultades administrativas con poca mención a potesta-
des materiales68 y, siguiendo la tradición, con la esperanza en que
la apertura de las facultades de planificación y las referidas a una

68 Ver PL N°10/86-92, Art.6.
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capacidad de “formular políticas”, encierren opciones reales de
poder regional.

Si se ha dicho aquí que entre los especialistas bolivianos en
descentralización, las ideas sobre cómo cualificar un nivel meso
han exagerado en la variable eleccionaria de sus órganos y las
facultades planificativas, otra de las clásicas angustias doctrinarias
ha sido la sobreacentuación en el tema de que en diseños de
descentralización se trataría, en esencia, de que las entidades en
cuestión gocen de “personería jurídica y patrimonio propio”. Sin
embargo, está claro que esta virtud se puede conceder a entida-
des del nivel desconcentrado, sin por tanto generarse así un salto
hacia el campo de relaciones descentralizadas.

Un avance del proyecto de 1993 frente a las versiones EMSO,
fue profundizar en las atribuciones de censura, fiscalización y
control de la asamblea departamental, algo que de modo formal
aunque, como se vio, definitivamente inocuo, se recuperó en la
LDA de 1995. Al mismo tiempo, se sepultó definitivamente la fi-
gura de “directorios” de actores sociales que fueron una constan-
te desde 1972.

Pero a diferencia de la LDA de 1995, en el proyecto de 1993,
(ver gráfico 9) por ejemplo, se siguió aún defendiendo la línea de
componer la asamblea departamental por voto directo. Ahora
bien, entre las atribuciones del cuerpo deliberativo en cuestión,
aparece algo que también se mantendría luego en 1995 con la LDA,
a saber, la expansión discutible de atribuciones de este órgano al
hacerlo corresponsable de operaciones adquisitivas de bienes y
servicios69.

Por otro lado, se produce un retroceso frente a la segunda
versión EMSO al volver a convertir al prefecto en autoridad de-
signada por el presidente de la república, retomando el temor de
la primera versión EMSO que, como vimos, arguyendo el tema de
la ruptura de la integridad nacional, se planteaba un modelo mixto
de elección donde el presidente designaba al prefecto de una ter-

69 En el caso colombiano, se habla sugestivamente de una “asamblea depar-
tamental” como “corporación administrativa”. Ver Constitución colombia-
na, Art. 299.
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na elevada por un directorio vinculado a la asamblea departa-
mental70, idea revivida a propósito por el consejo ciudadano en el
2001. Por lo demás, se ratifica el esquema71 de superar la tricefalía
del modelo de 1972.

En cuanto al decisivo tema de lo municipal, y siguiendo la
tradición básica ni siquiera superada por el EMSO a pesar de los
esfuerzos reflexivos, el nivel municipal vuelve a tomar un lugar
débil en el texto de 1993. Es cierto que se habla formalmente de
que los gobiernos municipales, junto a los departamentales, se-

Grafico 9
Situación del meso boliviano según PL Nº 10/86

(propuesta de 1993, adaptación)

70 Ver “Consideraciones…”, p. 29.
71 PL N°10/86-92, Art.10
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rán pasibles de delegaciones del nivel nacional. Pero dice mucho
el detalle formal de que en la norma hay muchos más artículos
en relación a corregidores y subprefectos, que en relación a mu-
nicipios.

Era claro que en lo que fue la última estrategia de descentrali-
zación prodepartamental en Bolivia, no se superaron las ambigüe-
dades que, incluso hoy, caracterizan los procesos descentraliza-
dores bolivianos. Por ejemplo, se diseñaba un órgano “delibarativo
y fiscalizador” departamental directamente elegido, sin sopesarse
si esto es proporcionado frente a una forma de desconcentración
del meso. Sin duda que con el proyecto de 1993 se esquivaba la
enajenación socioespacial en la conformación del órgano deli-
berativo departamental, si se compara con lo que pasa en la ac-
tualidad. Pero no se constrastaba ese diseño con la envergadura
real de poder concedido a la región. Las insuficiencias señaladas
aclaran entonces por qué en el texto de 1993, tampoco se pensó
en un régimen económico-financiero profundo que implicara, por
ejemplo, la apertura de un derecho para que los departamentos
eleven sus tributos propios.

Al fin y al cabo, es justo reconocer que los redactores de en-
tonces no tenían la más mínima sospecha que dejaban pendiente
la vital cuestión de un nivel municipal expansivo que sólo sería
abordado estratégicamente por la LPP de 1994 y de ello se encar-
gó con sobrados méritos el sesgo municipalista finalmente apli-
cado. Por otro lado, en el texto de 1993, se consolidaba un tema
que se ha petrificado como pocos si se recapitula lo sucedido en-
tre 1972 y 1993; y lo que sucedió hasta hoy. Se trata del impresio-
nante silencio de 30 años de debate descentralizador boliviano,
en torno al viejo armazón de administración desconcentrada en
la figura de los subprefectos y corregidores, asunto cuya elimina-
ción es incluso hoy un tabú. Este inmovilismo reflexivo se produ-
ce a pesar de que con la expansión plena del Estado local que la
LPP trajo en la figura territorializada de los municipios, se senta-
ron las bases materiales para justificar la sensatez de eliminar esas
duplicidades administrativas subdepartamentales lo cual simple-
mente mostró y muestra la capacidad de autoreproducción del
“unitarismo” boliviano.
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La guía oficial de la actual reforma constitucional boliviana

Para ubicacarnos en el actual proceso de reforma constitucional
en Bolivia, recuérdese que las consideraciones sobre el nivel
prefectural están en el “Título Segundo” que concierne al Poder Eje-
cutivo nacional, dentro de la “Segunda Parte” de la Carta, dedicada
al “Estado boliviano”. Específicamente, se trata el tema en el Capí-
tulo III “Régimen Interior”. El Prefecto es designado por el Presi-
dente de la República que representa al poder ejecutivo nacional en
la “geografía” departamental y encabeza una entidad que no es sino
un ente desconcentrado. Vimos arriba, además, cómo este principio
fue pulcramente acatado por la LDA de 1995. Ahora bien, resulta
que en la propuesta de reforma constituconal elevada por el consejo
ciudadano durante el 2001, se mantiene esta ubicación del tratamien-
to del ente departamental confirmándolo en el Título Segundo refe-
rido al Poder Ejecutivo nacional. La pequeña diferencia, en el fondo
intrascedente y además poco rigurosa, es que se cambian las pala-
bras del título del capítulo correspondiente hoy conocido como “ré-
gimen interior”, por el término de “Descentralización”. Como vere-
mos más abajo, en el momento de precisar conceptos, la palabra
“descentralización” aquí es nuevamente confusa si aceptamos que
ella supone como condición necesaria que el ente receptor de com-
petencias debe ser un nivel territorial con status de gobierno y no
simple sucursal de la rama ejecutiva nacional. Lo que se tiene en
Bolivia es un proceso de desconcentración en referencia al nivel in-
termedio y también el concepto mismo de un “régimen de descen-
tralización administrativa” que aparece en el Art. 110 de la Consti-
tución vigente, a la luz de las últimas rápidas precisiones, conduce a
más de una confusión.

Lo que la propuesta del Consejo realmente añade, es el resul-
tado de intentar satisfacer la presión social de cierta opinión que
cree que el núcleo de un fortalecimiento del nivel meso, consiste
sólo en permitir la elección popular de la autoridad ejecutiva de-
partamental, siendo que la cuestión de abrir una facultad de le-
gislar a este nivel, es lo que debiera valorarse como fundamental.

Como decíamos, según las normas vigentes, el prefecto en Boli-
via es designado por el presidente de la República, mientras la pro-
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puesta de reforma sugiere “partir” la decisión entre el consejo de-
partamental (que elevaría una terna) y el presidente (que de dicha
terna, escogería a la autoridad máxima del departamento). ¿Por qué
no se libera al presidente de este función? Pues simplemente por la
creencia de que en un Estado “unitario” el presidente deberá estar
siempre involucrado en la designación del prefecto. Pero ya que en
realidad no se altera la naturaleza desconcentrada del meso, ¿por
qué entonces se afecta la natural prerrogativa de que el presidente o
el ejecutivo nacional, en efecto, puedan tener plena capacidad para
designar a sus autoridades subnacionales como el prefecto? Porque
en Bolivia ni siquiera su modelo de desconcentración –que a propó-
sito no tiene por qué ser de menor validez– ha sido realmente ex-
plotado y entendido en sus virtudes potenciales. La complicación
que el proyecto de reforma constitucional de 2001 sugiere para
conformar el nivel meso, se explica por el deseo de sus proponentes
de atender, aunque sea sin el suficiente cuidado técnico, las crecien-
tes críticas al sesgo antidepartamental de la descentralización boli-
viana existente; y por otro lado, parte de la ambigüedad se debe a
dejar prevalecer la muy discutible tesis de que lo electivo modifica
esencialmente el status de un nivel territorial

En todo caso, es previsible que aún siguiendo las pautas
propuestas por este consejo ciudadano, el presidente acabará igual-
mente nombrando como prefectos en lo posible a sus correligio-
narios, sólo que en condiciones más imbricadas. Como el designa-
do además –aunque no llegara a ser uno de los suyos– debe aplicar
políticas nacionales bajo instrucción de su mandante principal (el
presidente) en apego a la naturaleza desconcentrada de fondo,
también por este lado se habrá llegado a lo mismo, sólo que de
manera más engorrosa.

Por otra parte, la proyectada reforma del 2001 confiere al con-
sejo departamental facultades de fiscalizar y reglamentar. Como
sólo puede reglamentar, se deduce que tal cuerpo no es de natu-
raleza legislativa y, por lo tanto, sólo podría tratarse de una suerte
de directorio social “anexado” al ejecutivo nacional desconcentra-
do. Como tal, sólo debería ser entonces de tipo consultivo a los
efectos de buena adaptación de normas nacionales a especifici-
dades espaciales de ejecución presupuestaria. Pero aquí, en el
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contexto de la conformación de la “asamblea departamental”, se
produce el segundo gran cambio de los proponentes frente al es-
tado de cosas actual. Ellos recrudecen la enajenación socioespacial
del consejo departamental pues sugieren que éste sea conforma-
do directamente por autoridades municipales, mientras que es-
tas hoy sólo conformaban un colegio electoral de cuyas delibera-
ciones, salían los notables provinciales en tanto consejeros
departamentales.

Si detrás de esta idea hipermunicipalizadora está la convic-
ción de que el gasto público departamentalmente apropiado debe
en realidad focalizarse al espacio local, más práctico y sincero se-
ría pasar del todo los recursos prefecturales a los municipios para
acercar aún más el gasto a la base, amén de ahorrar así la movili-
zación periódica de autoridades locales a la sede del ente delibe-
rativo departamental, a fin de ejercer la consejalía regional. Pero,
si al contrario, se supone que no se trata de recursos para cuestio-
nes municipales, entonces no tiene mucho sentido que los muni-
cipios “fiscalicen” algo de connotaciones que se espera sean más
bien regionales. Las ideas anexas de que el consejo “aprobará”
presupuestos y planes, simplemente chocan con una realidad de
gestión pública predefinida, en buena parte, a nivel nacional. Esto
es por demás acertado hasta cierto punto tomando en cuenta que
estos procesos se definen sin dejar el ámbito de la desconcen-
tración, sin mencionar ya que los verdaderos márgenes de acción
que se esperan dentro de sistemas desconcentrados, no han sido
entendidos en la práctica de la gestión pública boliviana. Y si real-
mente se confrontara una afectación de operaciones, podría ser
en perjuicio de la mínima claridad principal/agente implícita en
buenos procesos de desconcentración. Finalmente, debiera estar
claro que, como en el pasado, mal puede hablarse de fiscaliza-
ción, sin la real división horizontal de poderes.

En resumen, la propuesta del llamado consejo ciudadano, a
más de la impresición semántica en el cambio de nombre del ca-
pítulo mencionado, consolida la asfixia del nivel meso boliviano,
introduce rasgos hipermunicipalizadores a través de la temática
de la composición del consejo departamental y cede ante el pre-
juicio de que la elección del ejecutivo departamental, es el tema
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nuclear. El cuadro aumenta la ambigüedad al optarse por un modo
de designación que no añade nada de calidad de gobierno al meso,
pero tampoco perfecciona la mecánica desconcentradora vigente.

En general, la propuesta del consejo ciudadano tampoco re-
para en el hecho que lo municipal siga como un “régimen espe-
cial” en la Constitución, en contra de lo que podría ser su incor-
poración en un título constitucional dedicado al ordenamiento
territorial en general. Este tratamiento no integral de lo munici-
pal, al no alterarse su pertenencia a un “régimen” especial, es una
de las causas para eternizar figuras como la del corregidor, ex-
presión del nivel nacional a escala cantonal, ámbito éste pertene-
ciente a la jurisdicción municipal. No hay que olvidar que en Bo-
livia, además, pervive la figura del “agente municipal”, anacrónica
autoridad adicional de la jurisdicción también cantonal. En la pro-
puesta, se petrifica igualmente la controversial utilidad del siste-
ma provincial boliviano, ámbito de administración que como el
cantonal, ha sido severamente puesto en duda justo gracias a la
municipalización espacialmente exhaustiva de 1994. Las provin-
cias, de hecho ya crecientemente amenazadas por procesos cada
vez más frecuentes de mancomunización municipal, probable-
mente perderían todo sentido en caso de una verdadera confor-
macion gubernamental del nivel meso en Bolivia.

Hasta aquí la revisión explorativa del debate y la práctica más
caracterizadora y contemporánea de la descentralización, en re-
trospectiva. Uno de los aspectos sustantivos del curso del debate
a partir de 1972, ha sido sin duda el permanente conflicto con la
cuestión más técnica y teórica de diseño territorial. Esta deficien-
cia (junto a la de buscar la satisfacción de diversos puntos de vis-
ta sociales a fin de contentar visiones contrapuestas) abonaron el
terreno para la formulación de modelos ambiguos. Pero, final-
mente, al amparo de una visión de municipalismo compulsivo,
se fundó un esquema que a la luz de la formulación del Estado
triterritorial, se pretende aquí cuestionar. El modelo más depar-
tamentalista de 1972 fue negado, y no sin razones de peso, por el
ciclo municipalista de 1994. A siete años de esa antítesis institucio-
nal, cabe sondear una síntesis que reponga el meso, sin afectar el
avance que la LPP trajo consigo, también porque en dicha síntesis
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se sometería la evolución de lo local en Bolivia, a un imposter-
gable juicio crítico. En las páginas que siguen, el énfasis estará
puesto en la fundamentación más conceptual de uno de los posi-
bles desemboques ante la crisis del orden territorial que Bolivia
atraviesa.
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IV. Conceptos básicos para
entender el Estado triterritorial

Uno de los obstáculos para entrever nuevas alternativas para el
ordenamiento territorial ha sido, como vimos, el extremismo
municipalista. Este es parte central del vigente “modelo boliviano
de descentralización” aunque en él confluyen otros elementos que
ya se mencionaron, como ser su visión igualitarista (léase asigna-
ción per-cápita de la coparticipación tributaria y rígido amalgamiento
urbano rural en una misma sección municipal) y su “participacio-
nismo popular” (ver el infeliz artefacto del “Comité de Vigilancia”).
Entre los principales rasgos centrales del modelo boliviano, el
municipalismo compulsivo ha sido retratado en esta oportunidad
con atención, pues sustenta en buena medida el carácter biguberna-
tivo y bipolar implícito en el actual modelo territorial boliviano,
mientras que los otros distintivos de la experiencia boliviana, tienen
que ver con temas de equidad espacial, los desequilibrios en los flu-
jos fiscales territoriales y el debilitamiento del sistema político for-
mal debido a la preocupación por el principio de la “vigilancia” del
Estado local desde los “vecinos” o “comunidades indígenas”.

El Estado triterritorial tiene, sin embargo, un segundo obstácu-
lo fundamental que está referido a un tema de dimensión doc-
trinaria que trasciende los límites del ombligo reflexivo nacional.
Este segundo gran obstáculo tiene una de sus mejores expresio-
nes en la falacia de lo “federal vs. lo unitario”. Entender el Estado
triterritorial implica en efecto, develar el equívoco mayúsculo tras
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una de las más asentadas verdades del derecho público compa-
rado: el de no conferir el carácter de “unitario” al Estado federal.
Si no se desmantela este viejo prejuicio doctrinal, gozarán de au-
ditorio las afirmaciones carentes de rigor como que “elegir al pre-
fecto directamente implica federalización del país” o que asam-
bleas departamentales con poder de legislar, son el preludio del
“desmembramiento nacional”. El equívoco no es –debe insistirse–
sólo boliviano, sino universal y no consiste en una simple conje-
tura doctrinal. La confusión tiene letra en muchos textos consti-
tucionales como sucede en la constitución boliviana donde a tiem-
po de analizar los principios de la LDA de 1995, se establece de
arranque que el no avanzar más allá de pasar “atribuciones de
carácter técnico-administrativo no privativas del Poder Ejecuti-
vo a nivel Nacional”72 al nivel departamental, se explica en la pre-
misa de “la preservación de la unidad nacional”73, todo “confor-
me al sistema unitario de la República”.

Sin duda, mientras continúe la falacia del Estado federal como
“no-unitario”, parece obvio resignarse a restringir el poder
subnacional meso –en caso de opciones no federales– a un míni-
mo paquete de tareas a fin de no poner en riesgo la “unidad nacio-
nal”. Pero ¿qué pasa si se descubre que el Estado federal es tam-
bién unitario? De probarse esta hipótesis, se develaría que se ha
venido incurriendo en dos errores desde tiempos “inmemoriales”:
por un lado se ha subutilizado la posibilidad de cultivar dinámi-
cas de gestión subnacional de más profunda autodeterminación
y, por el otro, se ha subvencionado un aparataje administrativo
excesivo, en el entendido equívoco que el mismo era imprescin-
dible para que no se “desmoronara” el Estado.

La unitariedad del Estado

Una revisita a reflexiones más teóricas sobre el Estado es a
esta altura inevitable a fin de allanar el camino demostrativo pos-

72 LDA, Art 1º
73 LDA, Art. 2º
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terior. Precisar el concepto de Estado no sólo ayudaría a entender
el tema de su unitariedad. También aclararía otros temas contro-
versiales de la disciplina del orden territorial como aquella im-
plícita en el manejo frecuente del par conceptual “Estado y mu-
nicipio” como si el municipio no fuera el Estado local. Esta es
una de las viejas imprecisiones que empujan a precisar mejor qué
debe entenderse por Estado. Antes de entrar de lleno al tema de
la unitariedad, dediquemos entonces unas líneas al importante
tema de la real expansión del Estado en la sociedad.

En efecto, un cabal entendimiento de la real expansión del
mismo, evitaría calificar el paso de competencias para adminis-
trar infraestructuras educativas públicas desde un nivel territo-
rial superior a uno inferior (digamos el municipal), como acto de
“privatización” de porciones de la educación pues lo que se pro-
duce aquí es un simple desplazamiento de facultades dentro del
continuo estatal. La correcta delimitación de la expansión de este
continuo estatal es también necesaria a fin de no diluir el rigor de
una categoría como “descentralización”. Evidentemente, muchas
veces se estira el concepto de la descentralización hasta cubrir
incluso la transferencia de tareas estatales a receptores que for-
man parte de la sociedad civil. En este caso sería apropiado hablar
más bien de modos peculiares de privatización. Debe restringirse
entonces la categoría de descentralización a los desplazamientos
de poder dentro del contínuo estatal.

El otro tema vinculado a una mejor precisión de la categoría
Estado, es el de la unitariedad. Aquí debe empezarse por la dife-
renciación del concepto de “aparato del Estado” de aquel de “Es-
tado”, operación analítica harto polémica si se piensa que su tra-
to prácticamente indistinto se puede rastrear incluso en un autor
tan determinante como Max Weber74. Pero desde una perspecti-
va diacrónica, es plausible sostener que el aparato del Estado es
un resultado histórico, mientras que el Estado es algo siempre

74 Ver Weber, Max (1922) Wirtschaft und Gesellschaft, JCB Mohr Siebeck, p. 517.
Trato indistinto también en Giddens, Anthony (1996) The Nation State and
Violence, Polity Press, p. 17. Lo propio en Tilly, Charles (1990) Coercion, Ca-
pital and european states. AD 990-1990, Basil Blackwell, p. 220.
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implícito en toda sociedad humana. El Estado es más que aquella
“siempre implícita tentación” que las sociedades eludieron hasta que
ellas “no pudieron más”75. Es, más bien, indefectiblemente conco-
mitante a la sociedad, en el sentido de que ninguno puede existir
sin el otro. Para decirlo en una palabra, el Estado es, en primer lu-
gar, norma (si bien no toda norma tiene carácter estatal). El aparato
es, al contrario, un dispositivo que incrementa la habilidad operativa
del Estado. Para entender la diferencia puede traerse a colación la
aparición relativamente tardía de una de las manifestaciones por
excelencia de dicha habilidad instrumental del Estado –la escritu-
ra76– frente a la aparición del Estado mismo. Adviértase, en efecto,
que incluso sociedades sin escritura en sentido estricto –elemento
central del proceso de constitución de un aparato estatal– tuvieron
sendos sistemas de dominio administrativo como en el caso preco-
lombino77 lo cual, en general, impone recaudos a la hora de sostener
una correlación muy directa entre escritura y aparatos estatales78 .

Ahora bien, independientemente de la cuestionable indiferen-
ciación conceptual de Weber en relación a Estado y aparato del
Estado, es difícil encontrar un mejor acceso teórico a la definición
del Estado que no sea sobre la base de conceptos en “cascada”
desarrollada por el mismo Weber79. Según él, el Estado no remite
al total de las relaciones de dominio, menos a las de poder, relacio-
nes éstas más genéricas aún. Propuso Weber que antes de obte-
ner el Estado como concepto, se debe “destilar” de las relaciones
de dominio, aquellas que conforman lo político. Y que para obte-
ner lo político, se debía hacer operar sobre las relaciones de do-
minio, tres variables fundamentales también por él sugeridas: te-
rritorio, coerción y una instancia de administración.

75 Hipótesis sugerente de Gamble, Clive (1986) “Hunter-Gatherers and the
origin of states” en States in History, Hall, J (Ed.) Basil Blackwell, p. 22.

76 Comparar Haude, Rüdiger (1999) “Alphabet und Demokratie” en Saeculum,
Nº 50, p. 4/6/22.

77 Ver Murra, John (1967) “On inca political structure” en Comparative Political
Systems, Cohen/Middleton (Ed.) The Natural History Press, p. 350.

78 Por una relación directa, Posner, Richard (1980) “A theory of primitive society
with special reference to primitive law” en The Journal of Law & Economy, p. 7.

79 Ver Weber op. cit. p. 28/544.
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No cabe duda de que el territorio es una variable central de lo
político y, si bien en la sociedades preneolíticas aparecía “distor-
sionado” por relaciones de parentesco –incluso en la Roma repu-
blicana de la antigüedad, la variable de parentesco es aún conside-
rable–80, siempre jugó un rol singular en las sociedades81, aunque
es usual encontrar autores que subestimen una conciencia terri-
torial en sociedades primitivas82. Evidentemente, parece ser rela-
tivamente más sencillo imaginarse que las sociedades siempre tu-
vieron que “usar” territorio y coerción, mientras que aparece como
más difícil defender la tesis de que también tuvo que haber habi-
do siempre una instancia de administración. Pero ¿puede uno
imaginarse cualquier sociedad sin un modo de darse órganos de
“gerencia” relativamente especializados en asuntos públicos? En
resumen, entonces, no es pensable la sociedad, cualquiera sea su
ubicación en la historia, sin territorio, coerción83 y administración.

Por cierto, el uso social de los efectos de territorialidad se ex-
plica en parte por las ventajas tecnológicas que encierra el ejerci-
cio del poder mediante el aprovechamiento del dispositivo lla-
mado “territorio” que a su vez aprovecha las virtudes de la
variable “espacio”84. Robert Sack ha sistematizado sugerentemente
las ventajas de control conectado a la territorialidad85. Mediante
el uso del territorio se efectiviza, por ejemplo, el dominio ya que

80 Ver Nicolet, Claude (1988) L´inventaire du monde: Géographie et politique aux
origins de l´Empire Romain, Fayard, p. 202.

81 Ver más de ésto en Sack, Robert (1982) “Territoriality and human spatial
behaviour” en Annals of the american Geographers, Nº 73 (1) y Gold, John
(1982) “Territoriality and human spatial behaviour” en Progress in Human
Geography, Nº6, p. 52.

82 Como lo hace Häkkli, Jouni (1994) “Territoriality and the rise of modern state”
en Fennia, 172/1, p. 33

83 Para coerción en “sociedades sin Estado” ver Mann, Michael (1986) “A
history of power from the beginning to AD 1760” en The Sources of Social
Power, Cambridge University Press, p. 59.

84 Sobre las virtudes tecnológicas del dispositivo “espacio” desde una pers-
pectiva sociológica general, ver Simmel, George (1993), Sociologie des Raumes
, Gesamtausgabe Band VII, Suhrkamp.

85 Sack, R. (1983) “Human territoriality: a theory” en Annals of the American
Geographers, 73 (1), p. 56.
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al delimitar un espacio, se abarcan todos los objetos a controlarse
dentro del mismo en un solo “acto”. Por su lado, la noción de “fron-
tera” –término por excelencia de “límite” de todo territorio–, facili-
ta la comunicación del poder, mientras que, paralelamente, se di-
luye la paternidad primaria del poder bajo el manto de aquella
parte ciertamente neutra que encierra toda noción de espacio, lo-
grando que, en más de un caso, el “territorio” y no las clases so-
ciales, aparezcan como portadoras de la coerción.

Nunca hubo pues sociedades sin Estado86, aunque sí socie-
dades sin aparato estatal, aunque lo último no significa –y ese es
un dato nodal– que no hubiese habido incluso en éstas últimas,
como acabamos de sostener, modos de organización “adminis-
trativa”. Póngase uno simplemente a pensar que procesos de or-
denamiento territorial de calibre absolutamente sistemático, pla-
nificado y tecnificado, se dieron a más tardar con la reforma
territorial de Kleistenes casi medio milenio antes de nuestra era,
cuando su intervención ordenadora en asuntos territoriales del
Estado ateniense, desembocó esa vez en sistemas municipales do-
tados de claras competencias tributarias y niveles “provinciales”
como entidades con capacidad jurisdiccional87. Pero la habilidad
humana en temas de tecnología territorial que se atestigua con
las reformas de Kleistenes, son en realidad puntas de una madeja
de diseños estatales radicados muchísimo más atrás. Efectivamen-
te, nada menos que miles de años antes de Kleistenes, en el pri-
mer imperio egipcio, se estructuró un nivel territorial meso cla-
ramente equipado de competencias administrativas88. Por lo tanto,
incluso el meso es casi concomitante a la civilización y la “lamina-
ción” de todo sistema político-espacial en niveles territoriales, algo
definitivamente tan antiguo como la misma humanidad, aunque
sea en la forma de la familia territorializada, o sea, en aquella de
la tribu “geografizada”. Un dato que no obstante merece ser pues-
to en fosforescente es que, desde esta perspectiva diacrónica del
comportamiento humano territorial, el nivel meso parece arras-

86 Pero ver en contra de esta tesis , Mann, op. cit. p. 34.
87 Busolt, G (1963) Griechische Staatskunde p. 265.
88 Ver Kuhrt, Amélie (1995) The ancient near East c.3000-330 BC, Routledge, p. 151.
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trar, si se la compara con las explanadas territoriales del nivel
nacional y el local, una sugestiva fragilidad sistémica en su géne-
sis, su asentamiento y reproducción. El meso tiene una delicada
posición en la estructuración territorial de la sociedad, aunque su
plena operacionabilidad como una de las tecnologías del Estado
es ya demostrable, a más tardar, en el Tercer Período Ur mesopo-
támico (tres milenios antes de nuestra Era)89.

Ahora bien, si hemos visto que las variables “coerción”, “terri-
torio” e “instancia administrativa” son las características que
transforman las relaciones de dominio en relaciones políticas,
veremos que estas tienen sentido operativo sólo si se encuentran
“empaquetadas”, en otras palabras, si se presentan “amarradas”
por acción de factores especiales de cohesión. La necesaria exis-
tencia “empaquetada” de las relaciones políticas se genera por
los efectos asimilables a los siguientes elementos:

a) la necesidad de normas y órganos de validez universal;
b) la utilidad de una salida dificultosa de la red de dichas normas;
c) la pertinencia de una posesión exclusiva del poder de deci-

sión rutinario y de última instancia sobre la violencia física y
la disposición sobre la distribución de atribuciones claves
como las relaciones de propiedad, la facultad de elevar im-
puestos y el derecho penal;

d) el impacto de una inigualable amplitud de la banda de asun-
tos públicos y de la vida que dichas normas logran regular.

Estos aspectos de orden más bien coercitivo, se acoplan per-
manentemente con técnicas integrativas referidas a los procesos de:

i) creación de legitimidad para afianzar actitudes de obediencia
como insistió Weber. Pero además de la legimitidad se cuen-
tan aquí procesos,

ii) de generación de una identificación con el orden establecido
tanto por medio de procesos participativos (eleccionarios o
extraeleccionarios), como gracias a subordinaciones volunta-
rias a ideales y metas macrosociales, y finalmente,

89 Ibid.
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iii) de obtención estratégica de una masa crítica de convencimien-
to social, efecto que suele ser alcanzado por medio del siste-
ma escolar formal.

Ahora bien, al contrario de la tesis de Weber que propone
obtener el Estado luego de tamizar el concepto de lo político por
medio de las variables del monopolio legítimo de la fuerza y de
un modo de administración racionalizada90, entenderemos aquí
el Estado como la técnica que justamente “empaqueta” las relaciones
políticas al producir esos efectos coercitivos, universialistas e integrativos
y es por tanto igual de “eterno” que la sociedad y lo político. El Estado
no es por ello un subconjunto de las relaciones políticas, sino más
bien la forma que operacionaliza un contenido conformado por
aquellas relaciones de dominio que se han llamado con Max
Weber, relaciones políticas desde el momento en que implican las
variables territorio, coerción e instancia administrativa.

Las categorías centrales weberianas de monopolio y legiti-
midad, no se usarán aquí para “destilar” –como él propuso– lo
estatal de lo político, sino que se entenderán como aspectos téc-
nicos de la producción óptima de unitariedad de lo político. En con-
secuencia, será sólo el Estado y “nadie más” (variable “monopo-
lio”) y de modo sostenible (variable “legitimidad”), el que permita
una contención duradera y no ambigua de lo político por medio
de esa tecnología llamada “Estado”.

Un Estado que no implique este efecto de unitariedad, no es
Estado. El Estado es, por todo ello, necesariamente unitario y esto va
de la mano de un aspecto tan relevante como la unitariedad: ésta se
da, paradójicamente, mediante una permanente laminación, disper-
sión, distribución de poder dentro de la textura de lo estatal.
Unitariedad del Estado no significa nunca, entonces, una masa
monolítica indiferenciada sino al contrario, una textura de carácter
compuesto en su interior. Dentro del Estado se tiene una determina-
da manera de distribución de poder público, manera que, sea de
tipo federal o no federal, no afecta en nada la unitariedad que lo
tesa. Es por eso que la organización del poder público, implicó siem-

90 Weber, op.cit, p. 30/516/822
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pre una determinada laminación territorial, precisamente como una
de las tantas formas de distribución del poder público. Pero el porte
y profundidad de las láminas territoriales, no sólo no afectó la
unitariedad del Estado, sino que en cierta forma la viabilizó.

No se entienda aquí lo unitario del Estado como algo contra-
puesto al particularismo o a la pluralidad social. El concepto de
unitario está pensado en otra perspectiva, a saber, como un efec-
to resumible en la siguiente formulación: mantenimiento de una
sujeción preceptiva, hacia afuera y adentro, constantemente reproduci-
da y derivada de sí misma, bajo condición de una masa crítica mínima
de prerrogativas decisionales no compartibles en temas fundamentales91

para su territorio y sus habitantes. La unicidad implica, por lo visto,
exclusividad tanto hacia afuera como hacia adentro. Se puede de-
cir que esta exclusividad (“hay monopolio sobre la violencia legí-
tima”) y la naturaleza autoderivada de ella (“no son concedidas
por nadie foráneo”), conforman el concepto central de soberanía
que es el concepto-puerto al que queremos llegar con todas las
precedentes consideraciones. Con razón Kelsen enfatizaba que
ni siquiera en el caso de que entidades territoriales subnacionales
tuvieran la posibilidad de emitir normas irrevocables (definiti-
vas) o de un contenido espacialmente definido (independientes),
eliminaba el hecho que, finalmente, recibían su validez final del
Estado como orden normativo global.92

En síntesis, no se puede pensar entonces en el Estado sin pen-
sar simultáneamente en el efecto de unitariedad. No importa aún
en principio si el Estado está “centralizado”, o si está “desconcen-
trado”, lo cierto es que implica siempre este momento de la uni-
tariedad como prerequisito existencial93. Este efecto no es siem-

91 Sobre el catálogo de algunos de estos temas fundamentales ver Mann,
Michael (1986) “The autonomous power of the state: its origins, mechanisms
and results” en Hall, p. 120.

92 Kelsen, H (1963) Allgemeine Staatslehre, p. 184.
93 Para una visión emparentada que insiste en deshacerse de la división con-

ceptual “federal/unitario” en el entendido de que en ambos casos la sobe-
ranía está en el centro del Estado, ver Rolla, G (1998) “L´autonomie: une
guide pour la decéntralisation de l´administration publique” en Revue
Internationale de Science Administratives, Vol. 64, Nº 1, p. 36.
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pre percibido a primera vista para cualquer tipo de ordenamiento
territorial. Algunos autores94 pueden incluso sostener que el hecho
de darse cuenta del anacronismo que significa diferenciar lo federal
de lo “unitario”, es algo que se hizo posible sólo contempo-
ráneamente. Vale decir, se puede creer erróneamente que descartar
la hipótesis de que en lo federal la soberanía radicaría en los miem-
bros de la federación, mientras en el Estado “unitario” la misma lo
haría en el “Estado central”, es algo recién posibilitado por las mu-
taciones contemporáneas del Estado. En realidad, la errada contra-
posición entre lo unitario y federal fue una distinción siempre infeliz.

Ahora bien, resulta que la obtención de este efecto de unita-
riedad estatal, aparece en condiciones federales como “mimeti-
zada”, mientras que llega a adquirir contornos marcadamente
explícitos en el caso del llamado Estado “unitario”. Por no haber
desmistificado esta confusión, se ha desperdiciado la oportuni-
dad de indagar más bien, la manera “silenciosa” con el cual el
modo federal reproduce su carácter también por lo visto unita-
rio, haciendo creer de paso que para los llamados países “unita-
rios”, fue siempre imprescindible incurrir en ciertos diseños y
arreglos institucionales “unitarizantes” a fin de preservar la “in-
tegridad nacional”. No hace mucho, el Consejo Constitucional
francés ha remitido precisamente, la existencia de los delegados
de gobierno en el ámbito subnacional, al principio constitucional
francés de la indivisibilidad de la República.95

Es imperioso, por tanto, eliminar la idea profundamente
enraizada en el lego y el experto de que, por un lado, están los
Estados federales y, por el otro, los “unitarios”. En realidad, lo
federal y lo no-federal de una organización territorial político-
espacial unitaria, presuponen siempre el Estado, y todo Estado,
para preciarse de tal, debe ser unitario. En consecuencia, el Esta-
do federal es tan unitario como el mal llamado “Estado unita-
rio”. Se transita así de la equívoca sentencia: “si tenemos asam-
bleas legislativas meso, fuertes, ponemos en riesgo la unidad

94 Es justamente la insinuación debatible de Rolla, op.cit, p. 36.
95 Verpaux, Michel (1998) “La constitution et les collectivités territoriales” en

Revue du Droit Public, Nº 5/6. p. 1387.
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nacional” a la desconcertante pregunta de: ¿cómo es que los paí-
ses federales “a pesar” de sus fuertes legislativos a nivel meso no
se desmoronan? Entre otras causas se puede anticipar que el Es-
tado federal nunca se desmorona, porque no permite otros “Esta-
dos” dentro de sí mismo pues esto rompería el principio de
unicitariedad sobre el que se acaba de abundar. La fantasiosa idea
de “Estados en el Estado” es un joya de muchos derechos públi-
cos como el alemán –una visión manida, por cierto, de todo
federalismo promedio–96  y esta construcción onírica no puede
menos que ser archivada. Una versión extrema de estas fantasías
doctrinales (en el marco de las reforma belga hacia su conversión
en un Estado que ha decidido bautizarse en su constitución re-
formada de 1993, como federal)97  ha sido aquella que, por ejem-
plo, propone concebir a las comunidades linguísiticas y a las re-
giones belgas como cuerpos con calidad de Estados.98

Añádase a lo dicho que el tema de la “eternidad” del carácter
unitario del Estado y del Estado mismo, no debe entenderse sólo
hacia “atrás”, sino hacia “adelante” en el sentido de que tampoco
es pensable que, en el futuro, las sociedades puedan prescindir
del Estado como tecnología. El Estado, al empaquetar en una uni-
dad las relaciones políticas, hace que éstas se tornen operacio-
nalizables del todo. Por suerte no sólo hay quienes precipitada-
mente repiten las ideas de moda de que el “Estado-nación” está
desapareciendo, hipótesis que traigo a colación, pues arroja luces
sobre el debate en torno a lo federal y lo unitario.

Existen, en efecto, pensamientos que, con razón, son más es-
cépticos sobre una “dilución” del Estado como actor del derecho
público internacional y argumentan aquí desde varios ángulos.

96 Incluso autores que no pueden ser sospechosos de haber crecido en la doc-
trina federal, coquetean con la idea de caracterizar lo federal como modelo
donde los componentes meso, “pueden ser vistos cada uno como estados
unitarios”. Así, B.C. Smith (1985) Decentralisation. The territorial dimension
of the state, Allen&Unwin, p.

97 Más allá de cómo se defina lo federal, la constitución belga define el país
como federal. Art. 1.

98 Schlete, Völker (1999) “Das föderale System Belgiens” in Zeitschrift für
öffentliches Recht, Nº 54, p. 300
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Se nombra, por ejemplo, la capacidad del Estado de mostrarse
como imprescindible para garantizar la compactación socio-cul-
tural de las sociedades a fin de hacerlas aptas al aprovechamien-
to de mínimos y mejores niveles de bienestar99. Otros proyectan
como algo muy incierto la opción de que en algún futuro se pro-
duzca un mecanismo mundial de coordinación que sea capaz de
conducir los riesgos múltiples de la economía mundial100. Otra
corriente, por su lado, ha concentrado sus argumentos en las ven-
tajas comparativas que acarrea una diferenciación relativamente
clara en el sistema político mundial a través de “Estados territo-
riales”101. Ventajas que por cierto, van desde facilitar el aprove-
chamiento de la innovación científica hasta la aspiración de res-
guardar, a través de estados fuertes, niveles útiles de “división
del trabajo” entre los distintos subsistemas de la sociedad dismi-
nuyendo el riesgo de que unos sistemas usurpen funciones de
otros.

Con frecuencia se olvida que el Estado, en tanto tecnología,
no existe porque sí, sino porque desde siempre ha tenido que con-
vencer recurrentemente sobre sus virtudes para organizar tareas
específicas de la sociedad102. Ciertamente, cuando la tecnología
llamada Estado se impone, no pierde tiempo para sembrar las
futuras condiciones de su inevitable justificación posterior. Como
graficó Krasner, hiende en lo “profundo”, vale decir en la identi-
dad ciudadana, y en lo “horizontal”, al crear mutuas impres-

99 Ver p.e. Rosenau, J (1989) “The state in an era of cascading politics. Wavering
concept, widening competence, withering colossus or weathering Chance?”
en Caporaso, James (Ed.) The elusive State, 1989, Sage Publications, p. 32/36

100 Así Habermas, Jürgen (1998) “Jenseits des Nationalstaates? Bemerkungen
zu Folgeproblemen der wirtschaftlichen Globalisierung” en Beck, Ulrich
Politik der Globalisierung, Suhrkamp, F.a.M, p. 75.

101 Ver Luhman, Niklas (1998) “Der Staat des politischen Systems. Geschichte
und Stellung in der Weltgesellschaft” en Beck, Ulrich, op.cit. p. 365.

102 No puedo abundar en este crucial aspecto del análisis estatal. Se sugiere
pero revisar: Krasner, Stephen (1984) “Approaches to the state. Alternative
conceptions and historical dynamics” en Comparative Politics, Vol. 16, Nº 2,
p. 242. Por supuesto ver igualmente Coase, Ronald (1997) “The institucional
structure of production” en Nobel Lectures, Torsten Peisson (Ed.) World
Science, p. 14/17/18.
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cindencias de tipo institucional103. Esto también aclara por qué es
crecientemente más dificil como sociedad humana, renunciar a
esa tecnología llamada “Estado”. En general, parece entonces que
no será dable renunciar a una masa crítica de aquellas formas
político-espaciales que se llaman estados y que viabilizan un in-
tercambio político entre sociedades justamente porque emplean
el efecto “soberanía” en cada uno de ellos para limitar y hacer
discernibles un grupo de sistemas que sólo así optimizarán sus
contactos desde una perspectiva orgánica.

La ubicación general del Estado triterritorial

Aún nos falta desarrollar una serie de categorías que aclaren
de modo concluyente las hipótesis que se exponen, pero se pue-
de anticipar una primera ubicación precisa del Estado triterritorial
a la luz de lo ya anticipado hasta aquí. Partiré del concepto gené-
rico de las formaciones político-espaciales de las cuáles existen dos
grandes formas de existencia: la confederación (de estados) y el
Estado. Veremos más adelante los detalles de diferenciación que
dentro de la variante “Estado” se expresan en tres de sus opcio-
nes fundamentales104, las mismas que en la gráfica que sigue se
pueden ya apreciar.

Este primer esquema nos muestra ya una primera impresión
global de la ubicación del Estado triterritorial. He mantenido to-
davía el término “unitario”, para facilitar la comprensión aun-
que se vió ya con detalle, cuán polémico es este término.

Desarrollemos un poco el gráfico. Resulta que, rigurosamen-
te hablando, las formaciones político-espaciales o son unitarias,

103 Krasner, Stephen (1989) “Sovereignty: an institutional perspective” in
Caporaso, op. cit. p. 77.

104 Sobre una escisión clara de lo confederal de lo federal acercando lo último
al Estado, ver Usteri, M (1954) Theorie des Bundesstaats p. 199. Una visión
que más bien, contradictoriamente, quiere separar los conceptos de sobe-
ranía y federación, y negar por tanto a la federación la posibilidad de ser
Estado, Beaud, Olivier (1998) “Fédéralisme et souveraineté” en Revue du
Droit Public, Nº1, p. 91.
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o no lo son. La forma por excelencia de carácter no-unitario de
una formación político-espacial es la confederación que es justa-
mente eso, no un Estado, sino una asociación de Estados. Se la
suele ejemplificar –pudiera hacércelo también con los modelos
confederales de la Grecia prehelénica– con lo que fueron las Pro-
vincias Unidas de los Países Bajos en el siglo XVI y la clásica y
corta existencia de la confederación norteamericana de 1776 has-
ta que ésta, por razones prácticas, resolviera disolverse en un Es-
tado unitario en 1789, en la figura actual de los Estados Unidos.
Hablando en términos contemporáneos, la Unión Europea pue-
de finalmente acabar como el primer sistema confederal estable
de la historia y no en uno federal, si se toma en cuenta la intensi-
dad con la cual se expresa la diversidad nacional en este proceso
político-espacial, que contraviene tendencialmente a un modelo
de plena cesión de soberanías en favor de un hipotético Estado
“unitario” europeo.

 Gráfica 10
 Ubicación general del modo triterritorial de Estado
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Ahora bien, si no estamos frente a una organización confederal
(entendiendo ésta como una asociación de Estados con mínimas
cesiones de prerrogativas a un tercer órgano) hablaremos simple
y llanamente de estados discretos. En ese sentido, un Estado fe-
deral, a diferencia de una formación político-espacial de tipo
confederal, es un organismo simple y llanamente unitario.105 La
trampa analítica radicó, como se ha visto, en conferir el carácter
de “unitario” sólo a los llamados “Estados unitarios” lo cual es
doblemente falso puesto que ni el Estado federal deja de ser “uni-
tario”, ni los llamados Estados “unitarios” dejan de mostrar una
rica articulación de niveles territoriales. Veamos sólo algunos ele-
mentos que permitan aquilatar la insospechada significación de
las últimas precisiones hechas. Para ello debo retomar las conclu-
siones logradas párrafos arriba, cuando se discutió la temática
del “ojo del rey” de corte francés y la alternativa práctica de la
legislación constitucional alemana al respecto.

En efecto, desde el momento en que comprendemos que un
Estado federal es también unitario, nos asalta una duda de inge-
niería estatal de fondo: ¿qué tienen los estados federales para que
no se “desplomen” y lo logren sin necesidad de todos los artefac-
tos “prefecturales” que Estados “unitarios” como el boliviano jus-
tifican constitucionalmente a fin de “preservar la unidad nacio-
nal”? Descubrimos que hemos vivido en una ilusión mayúscula
de diseño. Evidentemente la tecnología de lo federal para garan-
tizar que su Estado no se “desparrame” es tan fascinante como
simple. En vez de desplegar todo un armazón de “cañerías” del
gobierno central de arriba hacia abajo para proteger la unidad,
explota los “beneficios de estática” que son inherentes al carácter
coercitivo de todo poder estatal. En las constituciones federales
este mecanismo –que en más de un caso ha funcionado como su-
cedió en la segunda mitad del s. XIX en los EEUU– tiene distintos
nombres como se mencionó ya arriba cuando se habló de la
“supremacy clause” del caso estadounidense o del principio
“Bundesrecht bricht Landesrecht” del derecho público alemán.
Vimos que estas fórmulas significan algo común: que el Estado

105 Ver ya en Usteri, M esta importante precisión, p. 209
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se reserva un poder de intervención, incluso violento en última
instancia, si bajo determinadas circunstancias, estas medidas se
tornaran imperiosas. En consecuencia, si adaptamos estas tecno-
logías, podemos prescindir de corregimientos, subprefecturas,
“delegados de gobierno” u otros dispositivos en la medida que
son artefactos estructuralmente superfluos o excesivos si se los
tiene con fines de generación de unitariedad estatal.

La otra consecuencia es que los llamados “Estados unitarios”
son cuerpos que pueden contener fuertes procesos de división
vertical de poder. Esta profusa articulación de poderes incluso de
índole legislativa en distintos niveles territoriales del Estado “uni-
tario”, se ha comprobado una vez más con el modelo autonómi-
co español desde 1978, el fortalecimiento del nivel regional fran-
cés luego de la reformas de 1982 y la devolución británica en el
caso escocés de 1999. Pueden ser los dos últimos casos, vivos ejem-
plos de formas asimétricas de “devolución” (piénsese en el régi-
men foral español o en la menor profundidad de la devolución
para Gales en Gran Bretaña) y el francés ser de un tipo más simé-
trico (excepción hecha del régimen para Córcega o la Nueva
Caledonia), lo cierto es que incluso en condiciones “unitarias”, se
puede ir más allá de lo convencionalmente aceptado. Obviamen-
te, es justamente de ese “más allá” del cual nos ha venido prote-
giendo en Bolivia el fundamentalismo municipalista criollo. Con
todo, España, Francia o Gran Bretaña, son graduaciones de un
tipo de Estado que se conoce como “unitario”. Recuérdese, sin
embargo, una vez más, que el término “unitario” no permite un
cabal entendimiento de su dinámica sistémica.

En este marco de análisis, una de las partes débiles de la vi-
sión kelseniana, fue justamente el no haber estructurado los mo-
delos de ordenamiento territorial como bloques y plantear más
bien un enfoque de “abanico” de graduaciones “cuantitativas”
entre las que se hallarían el tipo federal y el llamado “unitario” y,
lo que es peor, poniendo al tipo confederal como una de las va-
riaciones106. Vale la pena reconocer que si bien las indagaciones
sobre el carácter unitario del Estado federal no son frecuentes,

106 Allgemeine…, p. 197
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éstas nunca han estado del todo ausentes. Una de las más suge-
rentes la ofrece José Acosta Sánchez con su teoría de Estado auto-
nómico español como no federal pero llenando, según él, un es-
pacio sui generis de un “confederalismo intersticial”107. Este autor,
con razón, pone en duda las modalidades doctrinales comunes
de clasificación del modo de Estado (federal, “unitario”, etc). Yerra
empero al explicar lo federal como proceso que se produciría por
“fundir” piezas sueltas estatales y, que por tanto, conllevaría un
permanente intento de “unificar” lo que decidió ya no seguir “des-
perdigado”. Es esta una variante más de lo que puede denomi-
narse un entendimiento “heroico” e “historicista” de lo federal
que sí puede aplicarse a estados federales clásicos como el de los
EEUU, pero que no siempre debe ser así ya que existe una opción
potencialmente factible de conformación federal por “implosión”
de un Estado “unitario” como de una u otra forma se ha evidencia-
do con el caso belga desde 1993 de manera formal-constitucional.

Debe enfatizarse que lo federal, en última instancia, se valida
no por el acto fundador, sino por la dinámica de su reproducción
institucional. Si bien la conformación “heroica” de un Estado fe-
deral implica el rapto de soberanías previas en una nueva sobe-
ranía al momento de la fundación, éste no se repite. Se produce
una sola vez. Por eso no se puede seguir a Acosta en su tesis de
que el Estado autonómico se distinguiría por no ser, como el fe-
deral, “centralización de soberanía”.

Yendo incluso más lejos, Acosta sostiene que el modelo auto-
nómico español es más descentralizado de lo que ofrece lo fede-
ral y es, además, algo que en los hechos sobrepasa la descentrali-
zación del todo. Lo primero porque lo federal tendría su razón
de ser, según Acosta, en la centralización de la soberanía; pero
acabamos de ver que esto es un acto puntual que, una vez dado,
simplemente explica que varios estados se han hecho un Estado
y en esto no varía del modelo autonómico, pues si algo hace ade-
más lo federal, es armar una fuerte estructura descentralizada.

107 Ver José Acosta Sánchez (1997) “Federalismo y confederalismo en las fuentes
y horizontes del Estado autonómico” en Las Perspectivas del Estado autonómico,
Tomo I, Revista de la Facultad de Derecho-Universidad Complutense, p. 82.
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Es más que descentralización, sostiene el autor, en lo segundo,
pues habría en el caso español una opción por convivir con ele-
mentos confederales. Pero la “confederalidad” que Acosta ilus-
tra con las disposiciones de asignación competencial asimétrica
para el caso foral vasco108 o para el tema catalán, son justo sólo
eso: asimetrías devolutivas en el ámbito competencial de un Estado
no federal, pero que sin dejar lo que usualmente se conoce como
“Estado unitario”, han logrado de todos modos construir un mo-
delo creativo poniendo sabiamente en tela de juicio la peregrina
idea de ver el desarrollo autonómico español como una fase más
en un avance teleológico hacia lo federal.

Categorías para entender el modo de Estado
y el patrón de organización territorial

Laminación

Como he sostenido líneas arriba, toda sociedad tiene algún
grado de estructuración territorial, lo que lleva a pensar, por ejem-
plo, que “siempre” hubo eso que luego se llamará nivel munici-
pal –laminación por excelencia de la parte inferior del Estado– y
que la laminación territorial como tal, por supuesto, no puede
ser algo que anuncie ya un tono “federalista” de las cosas109. Si
bien, como dijimos, el aparato del Estado es un producto históri-
co, insisto una vez más en que eso no significa que antes del apa-
rato no hubiesen habido órganos de gobierno en la sociedad hu-

108 Detalles sobre la intensa asimetría fiscal-financiera para el régimen foral
español, en especial el tema de los “cupos” de las diputaciones forales en
favor del nivel nacional a cambio de autonomía impositiva foral, en
Jaramillo J.L. (1998) “Situación, alcance y límite de los derechos forales en
el proceso autonómico iniciado en 1978” en Perspectivas del Estado autonó-
mico II, p. 115 ss. Ahí mismo García, L/Girón, Emilia, “La problemática
constitucional de los sistemas forales de concierto y convenio económico”.

109 Esa es sin embargo la insinuación de Inman, R./Rubinfeld, D. (1997) “The
political economy of federalism” en Mueller, D (Ed.) Perspectives on Public
Choice, p. 96.
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mana y tecnologías que como la laminación territorial, facilitaron
permanentemente el gobierno de la sociedad. La laminación te-
rritorial tiene sin duda una de sus máximas expresiones en la pers-
pectiva de una división vertical del poder lo cual no está desco-
nectado de la necesidad más logística de que la gestión pública,
si particiona el espacio, se facilita a sí misma su efectividad. La
laminación territorial del Estado es patente, y ésto desde tan an-
tes, que Michael Mann cree ver, también de manera apresurada,
una laminación territorial del Estado de tipo “federal”110 de “dos
niveles” en el periodo sumerio.

La laminación a escala meso, de hecho, está patentizada en la
ya mencionada administración provincial del primer imperio
egipcio (las “nomes” con sus “normarcas”); o en la decisión del
Estado Ur III en el auge mesopotámico, de trasladar lo que lla-
maríamos hoy el control de legalidad del accionar municipal, a
una instancia meso; pero se patentizó igualmente en las satrapías
del imperio persa aqueménido como clara instancia, también
meso. En consecuencia, no hay sociedad sin laminación territo-
rial; lo que varía es tanto la combinación de esas láminas en la re-
sultante final del armado estatal, cuanto la textura institucional
de las láminas como tales. Para precisamente ir pasando a una
reflexión más concreta de cómo la laminación comienza a ser cua-
litativa, es inevitable introducir un concepto más complejo aún y
que constituye la llave final de entendimiento de lo triterritorial.
Este es el concepto de segmento territorial del Estado.

Segmentación

Para entender la segmentación será conveniente empezar por
aclarar conceptos claves previos. Empecemos por caracterizar las
dos grandes familias de organización territorial. Como se aprecia
en la gráfica siguiente, la forma básica de desconcentración es
una que podríamos llamar “desconcentración lineal” donde es la
fatalidad espacial la que hace inevitable que el nivel territorial
superior, o nacional para poner el caso más tradicional, “instale”

110 Mann, M. “A history...“, p. 91
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oficinas públicas directamente subordinadas al gobierno nacio-
nal o a una de sus instancias sectoriales con grados sólo estricta-
mente geográfico-técnicos de “libertad” administrativa. Por lo
demás, en este tipo de desconcentración por “sucursal”, todo es
definido en el nivel territorial de “arriba”, y hay línea de mando
ininterrumpida directa y vertical.

En el caso boliviano, por ejemplo, funcionan como sucursa-
les las representaciones departamentales de la Contraloría de la
República. Una forma mixta de desconcentración es aquella don-
de el nivel nacional “utiliza” la “infraestructura” de un órgano
de gobierno subnacional, para materializar sus políticas. Esta al-
ternativa es de una desconcentración “lateralizada” debido a que
se produce sobre la base de emplear órganos que son, por lo me-
nos, partes de una persona jurídica. En ella no es posible, por tan-
to, ejercer poder administrativo lineal directo, mucho menos cuan-
do el órgano es parte de una estructura de gobierno subnacional

Gráfica 11
 Desconcentración y descentralización del Estado
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subnacionales para sus tareas delegadas”
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regional o local. Los dos elementos que en este segundo caso se
deben afinar, son un “interruptor” que transmita sin irritaciones
administrativas los deseos de gestión nacionales al órgano subna-
cional “prestado” y el otro tema es que, dado el caso, aquel com-
pense el incremento marginal de costos que supone asumir, para
el ente delegado, dichas tareas. Aquí se tiene el ejemplo de usar
oficinas de recaudación tributaria municipal para que, además
de las tareas de recaudación local, recolecte impuestos naciona-
les. En la gráfica 11, este caso está representado en el casillero “ente
desdoblado”.

Cuando las tareas adquieren un carácter de resolución tran-
sitorio (ejecución de un programa sectorial específico) o la natu-
raleza de la operación pública exige una mayor libertad técnico-
operativa, el nivel nacional puede convenir en que es mejor
“inscribir” una entidad con personería jurídica, es decir, una agen-
cia con capacidad de acción con terceros y estatutos de funciona-
miento cuya aprobación viene, cierto, del nivel superior. Pero las
relaciones ya no son de mando directo, sino de mera supervisión.
Es esta una desconcentración que puede llamarse “jurídica”.
Como vimos arriba, se confunden muchas veces las ganancias de
maniobrabilidad alcanzables desde el modelo de desconcen-
tración “jurídica”, con procesos de desconcentración más sofis-
ticados como son aquellos hechos vía el modelo de “corporación
territorial” o incluso con procesos descentralizadores que impli-
can un ente de tipo gubernativo. Lo único correcto aquí es que
tanto el tipo gubernativo como el tipo de “corporación” territo-
rial presuponen, como no podría ser de otra manera, las ventajas
del tipo “jurídico” de distribución territorial de poder.

Pero si se da un paso adicional, uno llega al extremo “del
mundo” de las desconcentraciones. Esto sucede cuando el nivel
territorial superior permite la conformación de una corporación
territorial que no pocas veces pareciera encarnar un “cuasi-gobier-
no” según la mayor o menor complejidad que adquieren sus órga-
nos de funcionamiento. A propósito, el modelo prefectural bolivia-
no, con todas sus ambigüedades y deficiencias, es un especímen
de desconcentración vía la modalidad de una corporación terri-
torial.
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Todas estas son formas de desconcentración sin que, por lo
tanto, los entes que surgen, desborden al “centro” que sólo ha
desconcentrado –con diferentes grados– la materialización de sus
tareas. Es precisamente a la luz de estas consideraciones que apa-
rece como poco práctico el concepto de “descentralización admi-
nistrativa”111 pues descentralización implica siempre un nuevo
“mundo” distinto al desconcentrado, y ello siempre sobre la base
de una institucionalidad territorial con calidad gubernativa. Cuan-
do un nivel subnacional es sujeto de descentralización es que este
nivel tiene una naturaleza gubernativa y si bien esto no excluye
la ejecución de tareas del nivel territorial superior por desconcen-
tración –ya que es natural que el nivel territorial superior apro-
veche las “instalaciones” del inferior sin desmedro de la ejecu-
ción de las tareas “propias” del mismo– es la independencia para
la formulación de contenidos propios de gestión gubernativa y la
impermeabilización de líneas de mando directa para este campo,
lo que lo caracteriza. En el fondo un cuerpo gubernativo agrega
de hecho, las características de los cuerpos de los cuales se vale la
desconcentración. Eso implica la personificación jurídica, las ven-
tajas operativas del modelo “sucursal” y por supuesto, lleva a
sus últimas consecuencias las potencialidades que envuelve de
por sí la figura de la corporación territorial.

El paso de la corporación territorial al cuerpo gubernativo:
o de la desconcentración a la descentralización

Para que un cuerpo adquiera la calidad gubernativa y sea ser
destinatario por excelencia de procesos de descentralización, debe
reunir cuatro cualidades mínimas:

a) una estructura de órganos de gobierno endógenamente ele-
gida (lo que Weber denominó “autokephalie”);

b) una efectiva división horizontal de poderes, por lo menos dual
(ejecutivo/legislativo);

111 Ver la dupla conceptual “descentralización política”/”descentralización
administrativa” también en FMI op. cit. , diciembre 2000, p. 10.
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c) capacidad de tomar decisiones estratégicas e independientes
que implica tanto autonomía como inmunidad y

d) majestad tributaria propia y estable.

A fin de llegar con mejor pie al concepto de segmentación
que se está buscando, debemos inquirir más sobre algunos de es-
tos elementos. Comencemos con uno de los temas más caros a la
tradición del derecho público estadounidense, cual es el de la con-
ceptualización de la autonomía112. La autonomía es aquel grado,
que sobre la base de un determinado umbral de masa crítica or-
ganizacional, de que un ente territorial autodecida legislativamente
el destino y la dinámica social de su jurisdicción en proporción
medible. Esta categoría debe distinguirse de la otra que junto a
ella suele analizarse en la doctrina norteamericana del poder lo-
cal estatal, que es la inmunidad. Por ella se entenderá la capacidad
del ente territorial para sustraerse a la usurpación o revocatoria
de grados de autonomía u opción local, desde un ente territorial
superior. Cuando las leyes ordinarias del nivel meso o del nivel
superior (nacional) no pueden desplazar los dominios de acción
gubernativa de un nivel territorial inferior, se tiene un índice de
inmunidad. Es de capital importancia subrayar que el concepto
de autonomía implica siempre –independientemente de su in-
tensidad– un marco normativo estatal supremo. O sea, ni la ma-
yor autonomía desborda el marco del Estado y como se verá, bajo
ningún concepto debe usarse como sinónimo de soberanía. No
se hace del ente territorial “un Estado” por el sólo hecho de pro-
fundizar sus grados de autonomía. La inmunidad, por su lado,
tampoco implica que un ente territorial razonablemente inmu-
ne pudiera actuar a discreción, pues la conducta del ente estará
siempre vigilada por un control por lo menos constitucional de
sus actos o en general, está implicando el principio de que es
una acción que respeta la prerrogativa de la ley (todos se some-
ten a ella) y la reserva de ley (la acción pública se deriva de la
ley). Según Clark, si se hace una evaluación restrospectiva de

112 Comparar, por ejemplo Gordon, Clark (1984) “A theorie of local autonomie”
en Annals of the Assosiation of American Geographers, 74(2).
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ambas variables para el caso del municipio norteamericano, am-
bos márgenes (de autonomía e inmunidad) han disminuido no-
tablemente pero con mayor ímpetu de lo que lo ha hecho el de la
inmunidad113.

Es igualmente imperioso aclarar que un gobierno municipal
no efectiviza todas sus operaciones dentro de cánones de gestión
de tipo autonómico debido, entre otras cosas, a que es parte del
Estado y puede ser invocada por ello como ente para implementar
operaciones de desconcentración “lateralizada” de un nivel terri-
torial superior (desconcentración por “desdoblamiento” como se
ha visto). La autonomía, por otro lado, es una cualidad que tam-
poco debe ser entendida como fórmula exclusiva del nivel muni-
cipal y puede ser aplicada al nivel meso de un país. La “autono-
mía” eso sí, se la restringe en esta oportunidad, con rigor, al
sistema territorial de organización estatal y no a entidades del
sector público que, como en Bolivia y otros países, se califica tam-
bién de “autónomas” si bien sin connotación territorial alguna.
Pero ¿qué implica la autonomía vista más de cerca? Autonomía
significa que:

a) el nivel territorial correspondiente debe gozar de la potestad
de regular sus operaciones gubernativas mediante normas
generales y abstractas, o sea normas de tipo “ley” emanadas
de órganos de legislación propios;

b) los cuerpos autónomos deben gozar de un “derecho a la ini-
ciativa” en el sentido que pueden normar en campos de ac-
ción gubernativa “latentes” pero que el nivel territorial supe-
rior no ha ocupado;

c) deben gozar además de un derecho a la “invención legislati-
va” de “temas” de gestión pública, aspecto bajo el cual se pue-
de ordenar, por ejemplo, el derecho crucial a la creación de
tributos para la jurisdicción propia. Cuerpos territoriales au-
tónomos deben poder variar los temas de acción pública a
fin de ensayar distintas soluciones a temas comunes.

113 Op.cit, p. 199.
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Por supuesto que un Estado puede, pero no debe tener niveles
territoriales que gocen de autonomía. Ahora bien, tiene un Esta-
do niveles territoriales con autonomía, entonces se debe precau-
telar que la cantidad de temas que caen en el dominio del ente
autónomo para gobernarlos, represente una masa crítica mínima.

Hasta aquí entonces hemos visto que el punto de arranque
de la descentralización es la naturaleza gubernativa de un nivel
territorial, donde el tema específico de la autonomía es sólo uno
de los factores constitutivos de tal naturaleza. Sobre la base de
esta constatación, pasemos a precisar el concepto de segmentación
que representa una forma peculiar de intensificación de la cali-
dad gubernativa lograda por un nivel territorial. Efectivamente,
un nivel territorial se llamará segmento cuando las variables de
naturaleza gubernativa han alcanzado un grado particular de
materialización. Tenemos aquí algunas condiciones necesarias
pero existe una que es suficiente. Las necesarias son:

a) Un segmento territorial para ser tal, debe disponer de una
masa de temas sobre los cuales legislar muy por encima de la
masa crítica mínima de la autonomía per se y estar protegido
de penetraciones del nivel territorial superior (como el na-
cional) de manera radical (ni hablar de aquellas provenientes
del poder ejecutivo nacional); adicionalmente debe ser suscep-
tible sólo a un control de legalidad, exepción hecha por su-
puesto de tareas estríctamente delegadas. El nivel, como seg-
mento, puede ver afectado su dominio preferentemente sólo
por normas de rango constitucional. Pero a una real capaci-
dad de legislar sobre “muchos” asuntos y a una profunda
inmunización, se suma para entender al segmento,

b) el requisito de que el nivel territorial debe poder nominar a
sus instancias de dirección ejecutiva de modo directo y ge-
nuino. La asamblea del meso no puede estar conformada, por
ejemplo, por autoridades de otros niveles por muy electas o
subnacionales que sean. Otro elemento que se requiere para
la segmentación es;

c) una aguda diferenciación de la división horizontal de pode-
res; o sea, una asamblea no debe “co-administrar” con el Eje-
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cutivo, sino asumir reales funciones de legislación y fiscali-
zación. Para que un segmento se precie de tal, es imperioso
además,

d) que su dotación fiscal-financiera resulte de un proceso de
“negociación” balanceada con los otros niveles territoriales,
o sea, el proceso de su asignación imite el efecto de vectores
que desembocan en una “resultante”.

Estos requisitos perfeccionan la naturaleza gubernativa de un
nivel territorial pero es recién con la condición suficiente que se
menciona a continuación, que se conforma un segmento territo-
rial de Estado: un segmento es tal cuando acaba siendo parte cons-
titutiva del Estado en el sentido de que el Estado, se “secciona” a
través del nivel territorial en cuestión. Es por ello que un gobier-
no municipal autónomo y más aún, con calidad gubernativa, bien
puede no ser segmento como ineluctablemente sí sucede, en todos
los modelos federales, con el nivel meso. En lo federal, los segmen-
tos de estatalidad admitidos son sólo los dos: la federación y el
nivel meso, por mucho que el nivel municipal posea “autonomía”
o derecho a la “autoadministración” o sea nivel con calidad de go-
bierno. Lo propio, en un llamado Estado “unitario” como el boli-
viano, el nivel municipal goza de una llamada “autonomía” pero
no llega a constituir un segmento territorial del Estado.

Veremos más adelante cómo en el caso del Estado triterritorial,
la peculiar forma de segmentación que aquí se produce, se pa-
tentiza además en una inédita visualización del Estado global por
sobre los tres segmentos, incluido el nivel nacional.

Para evitar malentendidos, se recuerda una vez más que el
ordenamiento jurídico boliviano114, también menciona el término
“autonomía” en el texto constitucional, pero con un alcance dis-
tinto a la conceptualización del mismo que hemos hecho aquí. En
primer término, la tradición boliviana en este punto se ha dicho,
asigna a la “autonomía” una virtud de impermeabilización fren-
te a lo estatal. En nuestro caso, la autonomía es una calidad de
gestión de entes estatales, con todas las consecuencias de deberes

114 Ver CPE, Art. 200/II.
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que de aquí se derivan. En segundo lugar, el concepto de autono-
mía en la legislación municipal boliviana, está centrada en reali-
dad en generar una “burbuja” que surge de la concesión de parte
del nivel nacional del Estado, de más márgenes de libertad admi-
nistrativa, al ente edicilio115. Para nuestro caso, la autonomía no
tiene que ver con márgenes de administración, sino con reales
esferas de autolegislación. Además que es aquí una variable más
de un concepto más amplio cual es el de calidad gubernativa. Así
pues, un ente territorial puede tener vastas potestades en lo eje-
cutivo, técnico y administrativo pero son justo estas cualidades
las que se atribuyen correctamente a sistemas de administración
desconcentrada bien explotados. Se ha visto que estas virtudes se
mencionan en la tradición jurídica boliviana como partes consti-
tutivas de lo “autonómico”, mientras que en la definición de au-
tonomía aquí propuesta, la misma se centra en la afectación del
monopolio legislativo del nivel nacional.

Combinatorias posibles de los segmentos en el Estado

Volvamos a ver la figura donde se ubicó ya al Estado triterri-
torial pero ahora a la luz de las definiciones adoptadas. Se antici-
pó que el Estado, desde la perspectiva del ordenamiento territo-
rial, se podría estructurar según tres grandes fórmulas.

A) la primera es aquella donde un segmento subnacional goza
de una prerrogativa efectiva de colegislar leyes nacionales y
del Estado en su conjunto (como cuando puede co-determi-
nar en procedimientos de reforma constitucional). Si se da el
caso donde el segmento subnacional que tiene esta prerroga-
tiva coincide exclusivamente con el nivel meso, es cuando se
produce la apertura de un modo federal de ordenamiento te-
rritorial. Esto no excluye relaciones diferenciadas entre el ni-
vel nacional y los distintos territorios meso116. Pero aclara que

115 Ver Ley 2028, Art. 4.
116 Así Tarlton, Charles (1965) “Symmetry and asymmetry as elements of

federalism. A theoretical speculation” en Journal of Politics, Nº4/27. p. 867.
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no es suficiente decir que lo “local” tenga una capacidad de re-
presentación en lo nacional, para que se hable de lo federal117.

B) un segundo gran grupo es aquel donde los segmentos no go-
zan de esta prerrogativa de “colegislación” pero a cambio de
ello, concentran su esfuerzo en afianzar estables y relevantes
espacios de legislación para sus territorios y presionan para una
inconfundible visualización del Estado en su conjunto como con-
dición de que se genere en el modelo, una garantía para la
equipotencia constitucional de los segmentos entre sí y que sólo
se autoentenderán como subordinados a un circuito normativo
supremo que está encarnado en el Estado. Si se produce el caso
donde la segmentación opera con la tríada de los segmentos
superior (nacional), meso (departamental) e inferior (municipal),
entonces se apertura un modo triterritorial de ordenamiento.

C) se tiene luego una forma donde se puede afirmar que existe
una mono-segmentación lo cual no quiere para nada decir,
que este Estado sea un bloque monolítico sin la más mínima
diferenciación interna de naturaleza territorial. Dijimos ya que
es imaginable, por ejemplo, un Estado con niveles territoria-
les “autónomos”, más exactamente, con calidad gubernati-
va, pero que no alcanzan la calidad de segmentos. En esta
tercera gran familia el nivel nacional está generalmente amal-
gamado con el Estado, por tanto, sin que se visualice el Esta-
do en su conjunto. Un representante clásico de esta forma de
organización es aquella donde es el nivel territorial superior
el que absorbe la más grande masa de atribuciones, faculta-
des y competencias de gobierno. El dilema en esta forma no
es, por tanto, que haya “un sólo legislativo” (cosa que doctri-
nariamente se pretende pero puede no darse en los hechos si
uno piensa en los legislativos municipales o en legislativos
meso) sino que se produce una fuerte tendencia hacia la ge-
neración de normas uniformizadoras para todo el territorio na-
cional. Por eso se entiende por qué para Kelsen118 el tema de

117 Así pero Inman/Rubinfeld, op.cit. p.96.
118 Ver Kelsen. Reine Rechtslehre, p. 317ss. Ya en 1925 Kelsen defiende esta idea

en Allgemeine Staatslehre, p. 163.
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los emisores de la norma es secundario frente al asunto del
área de validez de la norma a la hora de analizar el carácter
centralizador o descentralizador de un Estado119. De esta ter-
cera alternativa, es representante clásico precisamente el que
se ha convenido en llamar –equívocamente– como “Estado
unitario”. En el fondo, se puede argumentar con Kelsen que
es preferible una alta flexibilización territorial de las normas
incluso teniendo un sólo emisor de normas, que muchos emi-
sores pero con una fuerte tendencia hacia la uniformización
de las mismas120.

Sea como fuere esta distinción del Estado unitario en tres
opciones, está contrapuesta a aquella que diluye la identidad de
lo federal o triterritorial en un concepto más abarcador denomi-
nado “Estado compuesto” del cual serían especímenes además
del federal, el “autonómico” y el “regional”121.

La norma constitucional y la “norma territorial fundamental”

El Estado triterritorial comporta una discusión más precisa
de la esencia de la norma constitucional a fin de entrever si cada
segmento de este modo de Estado, puede ser “envuelto” por un
circuito normativo especial que regule aspectos filosófico-
organizacionales del territorio. Esto debe hacerse a fin de justa-
mente distinguir esta posibilidad, de la práctica de países federa-
les de otorgar formalmente a sus territorios meso, el derecho de
darse “constituciones”122. Al mismo tiempo se acabarán por arti-
cular en el marco de las siguientes clarificaciones, los conceptos
ya anticipados de autonomía, soberanía y Estado. Para ello co-
menzaré diciendo que la norma de tipo constitucional acoge:

119 Comparar Usteri, p. 229.
120 Op.cit. p. 316 ss.
121 Ver esto en Aja, Eliseo (1991) “Los parlamentos de las comunidades autó-

nomas” en Rebollo, M. op. cit. p. 113.
122 También en Kelsen no está clara la diferencia de la norma constitucional y

la que las doctrinas del Estado federal llaman “constitución” meso. Ver
esta impresición en Kelsen, H , Allgemeine, p. 193.
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a) el principio de la soberanía pues dicha norma es dificilmente
desplazable desde afuera. Pero también acoge el principio de
la supremacía entendida como su prerrogativa “desplazadora
hacia adentro”.

b) acoge además el principio de “seguridad final” del sistema
al contener las “llaves” que, en caso de emergencia, el Estado
debe emplear a fin de garantizar el orden incluso por medio
de la violencia física;

c) además que se tiene en este nivel el principio de “raíz” o sea
que las normas del país no pueden ir contra el tenor del texto
supremo en el marco de una concatenación de normas que se
produce por lo que puede llamarse un principio de concentrici-
dad territorial normativa y por efecto de la pirámide normativa.

Todos estos rasgos constituyen lo que se llamará aquí venta-
jas de la prerrogativa normativa.

Pero la norma constitucional no sólo posee estas ventajas, sino
otras que se pueden enumerar del siguiente modo:

i) la primera de este segundo juego de ventajas, es la dificulto-
sa modificación de un texto constitucional;

ii) pero más allá de ello, un texto constitucional cobija aquel tipo
de disposiciones dirigidas a regular la vida de la sociedad
desde una perspectiva ético-filosófica;

iii) luego viene la especialmente ambiciosa cantidad y profundi-
dad de sectores y aspectos que se adjudica para normar;

iv) en cuarto lugar se trata del ámbito donde se pueden acoger
normas de sentido político en el entendido de canalizar la pre-
ferencias de los ciudadanos de la jurisdicción correspondiente
a fin de procesar la peculiaridad histórico-cultural de ellos;

v) finalmente, es el lugar donde se estipulan los estatutos que
regularán la forma cómo se conformarán los órganos de go-
bierno del nivel territorial.

Ahora bien, este segundo grupo de características son siem-
pre parte de la norma constitucional, pero no toda norma que las
tiene debe acabar siendo una norma de tipo constitucional. Cuando una
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norma tiene estas últimas características pero no las ventajas de
prerrogativa, no se hablará de un texto constitucional aunque se
trate, por supuesto, de algo mucho más cualitativo que un mero
grupo de leyes. Por eso las llamaré normas territoriales de tipo fun-
damental. Dada la utilidad de este segundo juego de característi-
cas para fines de acoger la normativización de visiones sociales y
los efectos de continuismo que en ellas se implican, hablaremos
de ventajas de tipo estabilizador y programático. A la luz de estas
precisiones, se puede decir que las “cartas magnas” que se le quie-
ren atribuir a los territorios de un Estado federal, no son pues
constituciones, sino normas especiales con estas ventajas estabi-
lizadoras y programáticas. Es, en efecto, un discurso ideológico
más que técnico cuando se habla de “constituciones” para los te-
rritorios miembros de una federación; un discurso algo más psi-
cológico que efectivo123.

Estas indagaciones pretenden fundamentar por otro lado, la
posibilidad de que las unidades del nivel meso de un Estado
triterritorial, dispongan de un cinturón normativo que aprove-
che de las ventajas estabilizadoras y programáticas de normas
territoriales fundamentales que sin ser Constituciones124, acogen
la posibilidad de que un territorio meso configure su futuro de-
seado en términos de sociedad regional a través de leyes “cuasi-
constitucionales”. Es lo que Rubin/Feley, para el análisis de lo
federal, denominan la “admisión del desacuerdo normativo en-
tre territorios de un nivel territorial logrando así que ellos pue-
dan suscribir diferentes sistemas de valores”125.

123 Así en el análisis de Tulkens, Francois (1994) “´L´Autonomie constitutive`:
un nouveau concept de droit constitutionnel belge?” en Administration Pu-
blique, T: 2-3, p. 164.

124 Estamos pensando en lo que la Constitución española en su Art. 147 llama
los “Estatutos” de las autonomías como “norma institucional básica” y no
“constitución” regional o autonómica aunque algún autor español la llame
“constitución”, ver por ejemplo Leguina, Jesús (1995) Escritos sobre autono-
mías territoriales, Editorial Tecnos, 2da Edición, p. 30. Pero ver también,
Schelte op. cit. , p. 325, que cree ver poder constitucional para el caso belga
y sus unidades subnacionles de tipo territoriales y no-territorial.

125 Rubin, Eduard/Feely, Malcolm op. cit. (1994), “Federalism: some notes on
a national neurosis” en UCLA LAW REVIEW, Vol. 44, Nº4, april, p. 913.
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En verdad, el arte radica en que para el Estado triterritorial –y
esa es una virtud innegable de lo federal– se implica que normas
de tipo general y abstracto (“leyes”) no deben salir sólo de una
fuente, que pueden más bien haber normas de este tipo para ju-
risdicciones subnacionales, emanadas desde los órganos de éstas
mismas. Lo que a veces se ha llamdo “autonomía política” o “des-
centralización política”, son términos confusos para algo que es
sin duda central. Lo “político” no trata en efecto tanto del acto de
elegir democráticamente a las autoridades del territorio, sino del
hecho de poder legislar en este territorio “por mucho” que el mis-
mo sea, parte de un nivel subnacional; y hacerlo de tal manera
que el cuerpo legislativo sea conformado por voto democrático126.

Operacionalización del dominio de la gestión territorial

La introducción de las temáticas de autonomía y de inmunidad
arrastran, tarde o temprano, a la discusión de lo que se pueden cali-
ficar como cuestiones “propias” de un territorio y más allá, al tema
de la concurrencia y la exclusividad en el armado de la matriz
competencial de un país. Veamos estas dos cosas una por una.

Es en especial la doctrina alemana del derecho administrati-
vo la que ha debatido intensamente las variables que permiten
entender mejor la manera en la cual se articulan las formas de
operacionalización del dominio de gestión territorial. Divergiendo
de sus propuestas de clasificación pero asumiendo muchas de sus
categorías, sugiero organizar estas categorías en cuatro pares con-
ceptuales fundamentales:

a) asuntos “propios”/asuntos “ajenos” de una entidad territo-
rial ;

b) “autoadministración”/administración “por encargo” desde
una entidad territorial ;

126 Así por ejemplo García de Enterría (1991) “Las comunidades autónomas
ante el futuro” en El futuro de las autonomías territoriales-Comunidades autó-
nomas: Balance y Perspectivas, Universidad de Cantabria, Luis Martín Rebo-
llo (Ed.), p. 38.
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c) control de “finalidad”/control de « legalidad » de la entidad
territorial ;

d) tareas “obligatorias”/tareas “voluntarias” de la entidad te-
rritorial

Estas categorías suelen combinarse y para el caso del dere-
cho constitucional alemán referido al ordenamiento municipal,
se ha optado, por ejemplo, en convenir que los “asuntos propios”
sean ejercidos por los municipios aplicando el modus de la
“autoadministración”127. Las posibilidades de confusiones al mez-
clar estas categorías son muchas. Es por ello importante referirse
someramente a sus principales características.

La autoadministración es la forma de administración que por
excelencia se aplica a las alternativas de desconcentración avan-
zada que hemos llamado el modo de desconcentración jurídica y
el modo de desconcentración por corporación territorial. Si bien
ambos modelos no dejan el campo de la desconcentración, sus
requisitos de funcionamiento implican una notable impermeabi-
lización de sus “bordes” institucionales como para impedir que
el delegante pueda injerir por la vía del mando lineal directo. En
el campo de la administración por encargo, al contrario, hablamos
de las dos formas más inflexibles de delegación, la de tipo “su-
cursal” y la de “desdoblamiento”. Aquí no dejan de operar tanto
el control de legalidad como el de finalidad. Este último, empero,
disminuye su fuerza cuanto mayor sea la efectividad que mues-
tren los mecanismos de mando lineal que aquí normalmente se
ejercen. El control de finalidad alcanza un punto especialmente
intenso justamente cuando un nivel territorial pasa a uno infe-
rior, aquellas tareas que se llamarán “asuntos propios” y que se
definirán más abajo. En este caso, el receptor de esta cesión, asu-
me estos encargos como asunto ajeno. El delegante por su lado,
procura a través del control de finalidad que el nivel afectado
con el traspaso cumpla con el propósito de operación pública
implícita en la tarea en cuestión. Es más bien cuando el receptor
puede escapar al instructivo directo que es típico de las formas

127 Ley Fundamental Alemana, Art. 28.
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de desconcentración rígida, cuando más imperioso se hace com-
pensar estos márgenes de libertad con un acrecentado control de
finalidad. Al contrario, cuando un nivel territorial se mueve en el
campo de sus asuntos propios, se debiera admitir sólo un control
de legalidad desde el nivel territorial superior. Se debe subrayar
que el control de finalidad no es sinónimo del poder de instruc-
ción que caracteriza la relación en la desconcentración lineal y
lateralizada que hemos analizado.

Pasemos ahora a otro par conceptual. Aquí se dirá que una
tarea cuya asunción por un nivel territorial inferior está indefec-
tiblemente decidida por el nivel territorial superior, se llamará
“tarea obligada” a diferencia de aquella cuya asunción puede o
no puede ser asumida por un territorio, o sea, el caso de la “tarea
voluntaria”. Pero es dable que una tarea voluntariamente asumi-
da por un nivel territorial sea concedida bajo condición de que el
nivel cediente ejerza poder de instrucción (fórmula de desconcen-
tración ruda) como también puede tenerse el caso, que el nivel
territorial reciba de modo obligado tareas pertenecientes a la es-
fera de los “asuntos propios” y que por alguna razón el nivel con-
cernido no quiso o no pudo asumir.

¿Qué se puede decir finalmente de los asuntos “propios”,
como par conceptual de los asuntos “ajenos”? De los cuatro pa-
res conceptuales analizados, se trata sin duda de el aspecto más
complejo de determinación. El tema es por demás sensible dadas
las implicaciones que trae. En efecto, si se conviniera en que exis-
te un “núcleo” de asuntos “propios” de un nivel territorial, sería
alrededor del mismo que mejor se podría justificar la base de la
gestión autónoma e inmune, pues en ese tipo de asuntos parece
lógico que habría que evitar la separación del lugar donde opera
el “ente decisor” y el lugar donde se “sentirán las decisiones”. La
parte de “asuntos propios” conformaría por lo demás, aquella
masa crítica de asuntos que debiera ser inafectable desde niveles
territoriales superiores. Aquí debería por lo demás centrarse una
facultad formal de normativización de tipo “exclusivo”. La deli-
mitación de semejante “espacio propio” afectaría también el al-
cance del control entre niveles territoriales, pues para asuntos
“propios” sólo podría aceptarse un control de legalidad. Soy par-
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tidario de la idea de que es posible esbozar un núcleo de tales
características a condición de no perder de vista, que el mismo es
susceptible de “estirarse” o “encogerse” al calor de los cambios
tecnológicos y culturales.

El hecho de aceptar que un tal núcleo es posible, trae una
importante consecuencia: precisar a partir de cuándo o con qué
intensidad, se producen procesos de “centralización”. La centra-
lización más cruda fuera aquella que justamente mueve potesta-
des de un nivel territorial inferior a uno superior sobre la base de
afectar el núcleo de asuntos propios. Esto sugiere, por otro lado,
la existencia de tareas que por “naturaleza” no podrían estar “nun-
ca” en un nivel inferior, pues si uno es consecuente, debe aplicar
la posibilidad de existencia de tal núcleo “natural” también para
el nivel nacional o el meso. Esta aclaración desinfla pertinente-
mente la extrema ideologización que viene sufriendo el “princi-
pio de subsidiariedad” en el canon del discurso especialmente
municipalista. Así, finalmente, descubriría uno que hay un mar-
gen de centralidad sano y necesario en toda sociedad humana.

La complejidad del tema de un núcleo de asuntos propios,
permite sólo aproximaciones. Por el momento, se puede plantear
que un asunto se considerara como “propio” del nivel territorial
cuando:

a) el surgimiento, dinámica y efectos de un hecho social, se de-
jan referir y limitar en gran medida, al territorio de la unidad
socioespacial considerada (municipio, región);

b) los afectados por el hecho son residentes del territorio;
c) el hecho expone sólo apenas rasgos que pueden ser compar-

tidos con hechos semejantes en territorios colindantes;
d) el hecho social finalmente genera un proceso de asociación

subjetiva o sentimental entre los afectados128 .

El profesor Schmidt-Eichstaedt ha propuesto un camino más
formalista para acotar lo que aquí hemos denominado “asuntos pro-

128 Pero ver la crítica a este aspecto sentimental, en Schmidt-Eichstaedt, G (1981)
Bundesgesetze und Gemeinden, Kohlhammer, p.137.
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pios”. El define los “asuntos de la comunidad local”, como aquellos
para los cuales una relevante cantidad de la información necesaria
para las decisiones administrativas sobre los mismos, se obtendrán
por lo menos potencialmente, de las peculiaridades de lugar o sus
residentes; y además, cuando los efectos de tales decisiones ya
concretizadas afectarían sobre todo, el “lugar” sobre el cual
“gobierna” el decisor y habitan sus residentes129. Este principio
podría ser usado más bien simplemente como complemento para
la confirmación de que uno se encuentra potencialmente frente a
asuntos propios.

Que hechos que cumplan con las características de ser parte
de los “asuntos propios” acabaran siendo encarados por decisores
públicos de un nivel territorial superior, no transforma la natu-
raleza intrínseca de estos hechos en tanto realidades propias de
un nivel territorial inferior. Que se insista en que a pesar de ello,
se decida desde “arriba” lo que parece ser asunto de “abajo”,
tiene por cierto el riesgo de elevar la inadecuación de las solucio-
nes a los reales cuellos de botellas que se notan en los asuntos
locales.

Una discusión sobre estos pares conceptuales propuestos es
impostergable y de connotaciones reales. Por ejemplo, la consti-
tución austriaca hace una sugestiva separación explícita entre lo
que ella llama para el caso municipal, “radio de acción propio” y
“radio de acción transferido”130. Pero a la luz de las definiciones
hechas, parece claro que aquí se corre el riesgo de una confusión
de los pares conceptuales que se han propuesto. En el término de
“radio de acción transferido” podrían evidentemente confundir-
se las ideas de “administración por encargo”, “asuntos ajenos” y
“tareas obligatorias” que he propuesto arriba. Se trata empero de
cosas distintas. A fin de probar cuán distintas son, se puede mo-
delar la siguiente situación: un asunto “propio” puede ser asu-
mido por un nivel territorial por “obligación” del ordenamiento
superior y en condiciones de “administración por encargo”. El
hecho que asuntos propios debieran en la regla ser asumidos vo-

129 Idem.p 40.
130 Ver la constitución austriaca, Art. 118 (1).
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luntariamente por una entidad territorial y ser administrados por
lo menos en condiciones de « autoadministración », no significa
que en la práctica, y de modo transitorio, esta cadena ideal se
altere como se acaba de mostrar en el supuesto. En todo caso, la
definición de la constitución austriaca para el “radio de acción
propio”, está en el espíritu de considerar que sí es posible acotar
un “núcleo natural” de asuntos propios131. Pero la definición de
“radio de acción transferido” está definido en el sentido de lo
que se ha definido aquí como “administración por encargo”132.

Alexis de Tocqueville se cuenta a propósito entre aquellos que
sí consideran la posibilidad de “núcleos naturales” de asuntos en
cada nivel territorial, digamos, de carácter ontológico133. Llamó
premonitoriamente a la “concentración” de asuntos “especiales
de cada parte de la nación”, una “centralización administrativa”
frente a una otra que hace lo mismo, pero con asuntos de índole
nacional y que Tocqueville apreció positivamente en compara-
ción a la anterior. La apreciación positiva de la segunda forma de
concentración, no es otra cosa que el ya mencionado concepto de
centralidad, fenómeno sano y necesario pero que en los debates
de descentralización se suele olvidar muy rápidamente.

Formas no-federales y federales de organización
y la alternativa triterritorial

El Estado triterritorial es una forma no-federal de ordenamien-
to y, desde esa perspectiva, ciertamente emparentada con aquella
forma de concentración a nivel superior (nacional) territorialmente
monosegmentada, conocida como el “Estado unitario”. Lo federal
se define grosso modo por una serie de grandes rasgos a los que sub-
yacen tanto la dualidad “estatalidad” superior/meso esencial de todo
Estado federal, como el “sobrecosto” de su complejidad organiza-
cional impedida, por lo demás, de traducirse en innovación de ges-

131 Idem, Art. 118 (2)
132 Idem. Art. 119 (1)
133 Ver A. de Tocqueville De la démocratie en Amerique, Robert Laffont, Paris,

1986, p. 107.
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tión pública muy a pesar de las ventajas intrínsecas de lo federal
para procesos de competitividad legislativa interterritorial. En esta
ocasión se mencionarán los siguientes rasgos de lo federal, a saber,
los que hacen a la dualidad de “estatalidad” mencionada. Estos son

a) la colegislación del nivel meso en aspectos determinados de
la norma del Estado global;

b) la labilidad del nivel municipal en el ámbito de estatalidad
del nivel meso y

c) la alta densidad constitucional del nivel meso.

Por su lado, el Estado de tipo no-federal más común –el usual-
mente conocido como “Estado unitario”– tiene en este contexto
los siguientes rasgos:

a) la vulnerabilidad del orden territorial en manos del nivel su-
perior134 ;

b) la adjudicación de poder hacer leyes sólo a la fuente legislati-
va nacional135;

c) la no segmentación de niveles subnacionales;
d) la supervivencia de la “administración periférica” del nivel

nacional en el ámbito subnacional136.

El Estado triterritorial ofrece una salida distinta a todas estas
características tanto federales como no federales de tipo concen-

134 Las regiones francesas por ejemplo no están incorporadas al Art 72 del Tí-
tulo XII de la Constitución francesa. En general sobre el punto, ver Verpaux,
Michel (1998) “La constitution et les collectivités territoriales” en Revue du
Droit Public, Nº 5/6, p. 1385.

135 Patética formulación de esto en la Constitución japonesa, Art. 41
136 Comparar artículo 154 de la Constitución española. Esta garantía de uni-

dad vía la “administración periférica” puede replicarse del nivel meso ha-
cia abajo exponiendo la fuerza del ideal unitarista. Ver crítica al respecto
para España en Luciano Parejo Alfonso (1991) “La administración autonó-
mica. Organización y Burocracia” en Rebollo, M. op. cit, p. 151 ss. Sobre el
mismo punto ver igual Tomás Font i Llovet, “Administración local y co-
munidades autónomas” en Rebollo, M op.cit, p. 185. Detalles en Angel Luis
Alonso de Antonio (1997) “Notas sobre los nuevos delegados del gobier-
no” en Las Perspectivas..., Tomo I, p. 225 ss.
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trador. Frente a lo federal suple la colegislación del nivel meso
con efectivos márgenes de autonomía de este nivel, “desencapsu-
la” al nivel municipal del nivel meso y sólo admite la norma terri-
torial fundamental en el nivel meso. Frente al otro gran especimen,
protege constitucionalmente el orden territorial sacándolo de la
potestad del nivel superior, abre la capacidad de que se hagan
leyes desde otros niveles legislativos que no sean nacionales, equi-
para los tres niveles territoriales como segmentos subordinados
sólo al Estado global y elimina los artefactos de “unitariedad”
periférica. Mucho más allá, frente a los dos, abre las puertas a un
proceso de difusión coercitiva, si fuera el caso, de la innovación
de gestión interterritorial.

En el cuadro siguiente, se han seleccionado algunos de los
más importantes rasgos de los modos de Estado discutidos de
manera comparativa en los precedentes párrafos. Las respuestas
que se hacen a las cuestionantes seleccionadas en el cuadro, de-
ben tomarse por supuesto como tendencias.

Cuadro 4
Rasgos seleccionados de los modos de Estado fundamentales

Federal Tri-territorial “unitario”:
caso Bolivia

¿Senado? Sí No Sí

¿Senado como resguardo territorial efectivo? Sí No No

¿colegislación meso en asuntos nacionales? Sí No No

¿Meso con facultad de legislación? Sí Sí No

¿Municipio como nivel del gobierno territorial? Sí Sí Sí

¿Municipio como segmento territorial del Estado? No Sí No

¿Administración nacional paralela en el ámbito subnacional? No No Sí

¿Majestad tributaria propia del meso? Sí Sí No

¿Sistema efectivo de competencia legislativa interterritorial
meso? No Sí No

¿Sujeción del nivel nacional a equiparables cánones de
rendimiento aplicables al meso y al municipio? No Sí No

¿Resguardo jerárquico del Orden Territorial? Sí Sí No

¿Probable incremento absoluto de costos administrativos por
funcionamiento de nivel territorial? Sí Sí No

¿Flexibilidad para capturar costos de externalidades técnicas
y étnicas regionales? Sí Sí No
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A continuación se hace primero un resumen final de los principa-
les rasgos de la propuesta triterritorial para luego introducir un lista-
do de temáticas singulares que el modelo triterritorial pone a la luz.

Esbozo de lo triterritorial a la luz de variables bolivianas

El Estado triterritorial funciona sobre la base de posibilitar que
cada uno de los departamentos, como ya lo lograron los municipios
en cierta forma en Bolivia, constituyan órdenes normativos relativa-
mente autocontenidos, a fin de poder aguantar efectivamente el va-
ciado de deseos sociales de una comunidad territorial meso. Pero Es-
tado triterritorial significa también una nueva conceptualización del
nivel nacional en la medida en que se descubre que éste no es más
que otro orden normativo, inter pares, junto al meso y al municipal.
Cada nivel territorial debe encontrar en el texto constitucional su ca-
tálogo de competencias. Para el caso boliviano esto significaría entre
otras cosas, redactar un título referido al “orden territorial” ubicado
como “Primer título” –hoy ocupado por el “poder legislativo” – de la
“Segunda parte” de la Constitución, dedicada al “Estado boliviano”137.

V. Las temáticas particulares
del diseño triterritorial

137 Comparar con el ejemplo de la Constitución francesa en su Título XII lla-
mado “De las colectividades territoriales“; o el caso de la Constitución co-
lombiana con su Título XI denominado „De la organización territorial“ o
finalmente, tómese el ejemplo de la constitución española y su Título VIII,
“De la organización territorial del Estado”.
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La nueva redacción implica, por tanto, sacar a los municipios
del “régimen especial” en el que se encuentran hoy y sacar a las
prefecturas del acápite referido al “régimen interno” que las nor-
ma. En esta nueva disposición, se establecería primero cómo se
distribuye el poder entre territorios y enfatizaría que el poder de
legislar en un país triterritorial, por tanto, está en realidad parti-
do en los tres niveles, como así sucedería además con el poder
Ejecutivo. Cada nivel tendría además una clara división horizon-
tal de poderes. Se aceptarían cuerpos legislativos no sólo nacional-
mente y municipalmente, sino departamentalmente, todos con
sus contrapartes ejecutivas, y tanto las asambleas como las cabe-
zas operativas, elegidas por voto directo desde sus respectivos
espacios. Cada nivel tendría un cupo de coparticipación tributaria
no condicionado y por supuesto una lista de impuestos territo-
riales propios. La alteración del título que repartiría en la Consti-
tución las competencias entre los niveles, podría ser modificado,
por ejemplo, sólo a condición de que 2/3 de las legislaturas de-
partamentales y un otro porcentaje de las legislaturas municipa-
les, asintiera el cambio. Como se ha argumentado arriba, bajo ta-
les condiciones, el senado boliviano inútil como resguardo al
orden territorial instituido, debería ser simple y llanamente eli-
minado.

Se ha visto que es dable pensar que adicionalmente, cada te-
rritorio meso tenga una norma territorial fundamental que cobije
las visiones regionales de largo plazo permitiendo un marco orien-
tador adaptado a la región. Podría suceder que un departamento
establezca en su “carta” que dada la presencia de espacios sociopo-
líticos plurales en su interior, se configue un “legislativo bicama-
ral” para el departamento, donde los territorios étnicos subregio-
nales, harían las veces de jurisdicciones electorales de la cámara
territorial departamental. Pero podría también suceder que un
territorio meso aledaño, con una otra textura socioespacial, no
tendría por qué hacerlo y focalizara más bien su atención a que,
por ejemplo, se posibilite que no sean sólo los partidos políticos
los medios únicos de acceso al poder.

Frente al modelo federal, el triterritorial sí se preocuparía por
difundir las innovaciones interterritoriales si después de un pla-
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zo no hubiese habido una asunción voluntaria de las mismas.
Además, el nivel municipal no se encapsularía en el meso. Frente
al modelo “unitario”, se eliminaría la administración desconcen-
trada que en Bolivia está ejemplificada con los prefectos, sub-
prefectos y corregidores. Se permitiría un margen adecuado para
que cada departamento aplique políticas diferenciadas en cam-
pos sensibles como los económicos.

Al no tener un nivel departamental consolidado como esfera
real de gobierno, Bolivia incurre en costos de diversa índole. Hay
productos públicos cuya provisión requiere de este nivel por
mucho que los otros dos, el nacional y el municipal, estén explo-
tando al máximo sus “instalaciones”. Además que, de aplicarse
el nuevo esquema, los conflictos étnico-territoriales se podrían “des-
inflar” dentro de los espacios subnacionales donde se acogerían –
más eslabonadamente que en un modelo de descentralización pro-
municipalista– las demandas regionales en una institucionalidad
territorial innovativa y subordinada a la norma suprema. El esta-
blecimiento de esos niveles territoriales con poderes reales de de-
cisión gubernamental, sentaría finalmente las bases para un sis-
tema nacional de difusión de innovaciones de gestión pública
interterritorial, elevando así la productividad institucional del
país.

No cabe duda que adicionalmente, no incorporar el nivel de-
partamental con iguales “derechos y obligaciones” que el nivel
municipal, arrastra costos históricos de oportunidad. Y este tipo
de costos son aquellos que surgen por renunciar a alterar positi-
vamente, no ya ciertos porcentajes pertrificados de inversión pú-
blica social en el largo plazo, sino por no aprovechar el hecho que
una reformulación del orden territorial, puede inducir a un cam-
bio más grande de estatalidad y así incidir mediatamente en la
búsqueda de caminos para superar la inviabilidad estructural de
un país.

A diferencia del modelo federal donde los territorios meso
pueden influir en la legislación nacional vía la cámara territorial,
el Estado tríterritorial debe prescindir de cámara territorial lo cual
implica crear, en compensación, un candado de protección de tipo
constitucional a la repartición competencial. Pero además, debe

V. LAS TEMÁTICAS PARTICULARES DEL DISEÑO TRITERRITORIAL
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optar por concentrar esfuerzos en la consagración de amplios
márgenes de legislación subnacional, en vez de la alternativa de
no tenerlos, a cambio de poder codefinir leyes a nivel nacional.

En el modo triterritorial los tres territorios son instancias
equipotentes entre sí y sólo subordinados al orden normativo global
corporizado en el Estado, más específicamente, en la Constitución.
Cada nivel no sólo es autónomo y más aún, de tipo gubernativo,
sino que no dejaría de ser también plataforma organizativa del
Estado, por lo que se produciría permanentemente un desdobla-
miento de las entidades territoriales máximas para ejecutar ta-
reas del Estado por delegación. Este tipo de relación es normal y
extendida entre el nivel nacional y el subnacional; y dentro de
éste último, entre el nivel meso y el local. A diferencia del caso
federal, los municipios empero no tendrían que relacionarse con
el nivel nacional, sólo a través del meso.

Los estados federales comprimen el nivel municipal. Esto tie-
ne su origen en que el diseño federal supone la existencia de sólo
dos circuitos de estatalidad: la federación y el nivel intermedio
constituido por los territorios federados lo cual empuja a que el
nivel municipal acabe inexorablemente “encapsulado” en el cir-
cuito constitucional de los respectivos territorios intermedios. Esta
fenómeno de organización de modo de Estado es la ley de la labili-
dad especial de lo municipal en lo federal. Esta dualidad subyace ade-
más a la propensión a que cada territorio federado, al autoenten-
derse como Estado, estimule una altísima variabilidad de modelos
de gestión pública, se envuelva en un denso cinturón “constitu-
cional” y se vea no pocas veces amarrado a los costos de consen-
so inherentes al modelo federal que proviene de respetar la “au-
tonomía fundadora” de sus miembros. Pero además, los modelos
federales, si bien tienen la virtud natural de sentar las bases para
una competitividad interterritorial legislativa, financiera y políti-
ca, carecen de medios para socializar la innovación que de aquí
surgiera.

Como ya anticipamos, los “estados unitarios” implican una
estructura administrativa desconcentrada, costosa por superflua
si se la supone como causa de la unidad nacional. Consagran el
principio discutible de que sólo del parlamento nacional pueden
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emanar normas de tipo “ley”. Agrupan por lo demás –a veces
más, a veces menos– a los niveles territoriales subnacionales en
un rango constitucional inferior lo cual viene de la mano a conferir
a un sólo nivel –el nacional– la prerrogativa de alterar el orden terri-
torial. Atrofian la división vertical de poder impidiendo una mejor
subdivisión de la ciudadanía para hacer más congruentes las rela-
ciones entre: productos estatales subnacionales y su alcance /pago
de los mismos/decisión ciudadana sobre qué productos/ jurisdic-
ción político-administrativa. Hablar de opciones de innovación te-
rritorial es en el caso “unitario”, definitivamente intrascendente.

Hecha esta recapitulación, pasaré a revisar muy someramente
algunas preocupaciones temáticas que se implican en el esbozo
sintético de lo triterritorial que se acaba de ofrecer.

Temáticas centrales que emergen de lo triterritorial

Variación de “deseos” territoriales

La conformación de estructuras subnacionales de gobierno pue-
de ser una válvula para efectivizar ensayos de política económica
descentralizada. Bajo el pretexto de precautelar la estabilidad
macroeconómica, se han estrangulado desde 1985 en Bolivia, todas
las opciones de afección variable –que por supuesto no tienen por
qué ser desorganizadas– de los aparatos productivos regionales y
locales. A esto se suma la aversión de los últimos tres lustros a un
Estado proactivo en materia económica138. En las decisiones del con-
sejo constitucional francés, al contrario, llama la atención que vaya
ganando fuerza la idea de que lo subnacional debiera ir practicando
acciones diferenciadas en los temas económicos y sociales, mientras
el nivel nacional se concentra al tema de garantías fundamentales139.

138 Ver pero el Art. 31 de la Constitución suiza y su sabiduría práctica al constitu-
cionalizar el derecho a que el país se zafe del principio de “economía de
mercado“ si ello se viera por conveniente.

139 Hubrecht, H-G (1998) “Quarante ans après, un état garant de la cohesion
nationale” en Revue du Droit Public , Nº 5/6, p. 1368, op.cit.
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Debe abrirse también una posibilidad de que desde los munici-
pios se ejerza política económica parcial y, con mayor razón, de-
bieran ampliarse para el meso, opciones para aplicar interven-
ciones de este tipo. Los municipios debieran estar habilitados para
manejar, donde esto sea necesario, fondos crediticios locales, y
las prefecturas serlo para la alteración premeditada de las estructu-
ras económicas regionales, en especial, las referidas a la exportación.
En los círculos de análisis proclives a la ortodoxia de mercado, se
suele olvidar que durante la revolución industrial británica –y hasta
el primer cuarto del siglo XIX– se mantuvo una dinámica red de
financiamientos públicos subnacionales hasta que la crisis financie-
ra de 1825 sentara las bases de un sistema que hasta hoy es criticado
por su fomento desequilibrado al sudeste de Inglaterra140. Y si bien
es cuestionable que un autor como Weingast coquetée con el térmi-
no de lo federal al analizar el orden británico interno desde fines del
siglo XVII141, debe concordarse con él que parte del desempeño eco-
nómico británico se sustentó en la capacidad de lo subnacional de
zafarse de regulaciones del nivel central142.

Es por todo ello que, si bien la teoría kelseniana es muy dis-
cutible por enmarcar la ubicación de las opciones de orden terri-
torial –sean éstas federales o no– como graduaciones entre dos
extremos, fue muy enfática y con razón, en subrayar el tema de la
variación del alcance espacial de las normas como problema cen-
tral del análisis centralización/descentralización143. De ahí pro-
viene su afirmación de que la unidad formal de un campo nor-
mativo no implica la unidad material del contenido normativo
del campo en cuestión. Por eso es que definió al Estado “unita-
rio” como el caso donde la variabilidad sólo es permisible a patir
de la variación a través del uso de la norma de tipo reglamenta-

140 Sobre el tema Martin, Ron/Minns, Richard (1995) “Undermining the
financial basis of regions: the spatial structure and implications of the UK
pension fund system” en Regional Studies, Vol. 29/2, p. 128.

141 Así pero Weingast, Barry (1995) “The economic role of political institutions:
market preserving federalism an economic development” en Journal of Law,
Economics & Organization, april, Vol. 11, Nº 1, p. 6 ss.

142 Ibid, p. 18.
143 Kelsen, Allgemeine..., p. 165.
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rio144. Con la diferenciación kelseniana entre “descentralización”
completa e incompleta145 (que se suma a su diferencia de “descen-
tralización total o parcial” al ver por ejemplo la “luxación” entre
legislar y reglamentar), se precisó mejor que un nivel descentraliza-
do debe gozar de la capacidad de normar con carácter definitivo e
independiente o sea, respectivamente, que sus decisiones no sean
fácilmente revocables por el nivel territorial superior y que sean sólo
apenas predefinidas en sus contenidos por éste, lo que es base para
sostener que niveles descentralizados sólo debieran ser sometibles,
como se vió, al control de legalidad y no al de finalidad.

La disociación del Estado en su conjunto respecto del nivel
territorial nacional

La visualización del Estado como algo distinto del nivel territo-
rial superior, meso e inferior, es una de las consecuencias del mode-
lo triterritorial, siendo por supuesto la distinción del Estado global
frente al nivel territorial superior o nacional, la más difícil de enten-
der. La hipótesis de un desdoblamiento de la esfera “superior” del
poder estatal en Estado por un lado y nivel territorial nacional, por
el otro, es sin duda un elemento que proviene de la tradición
kelseniana. En efecto, al analizar el Estado federal, Kelsen defendió
sin mucho éxito la tesis correcta de que existen tres elementos a di-
ferenciar146. Primero el complejo normativo que se expresa en el or-
den constitucional (el Estado a secas) pero luego un orden normati-
vo nacional (“Estado superior”) y finalmente, otro meso. Está claro
que aquí siempre surgieron cuatro grandes problemas:

a) las dificultades que implica la coincidencia del espacio geo-
gráfico de validez normativa del circuito supremo con aquel
perteneciente al nivel nacional;

b) el hecho de que la visibilidad material del circuito normativo
del nivel supremo, es difícil de manifestar;

144 op.cit. p. 166.
145 Ibid., p. 178.
146 Ibid., p. 200.
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c) la tendencia a una fusión organizacional entre el orden su-
premo y el nacional;

d) el oscurecimiento, a primera vista, del orden de supremacía
entre niveles territoriales.

Kelsen sostuvo que el Estado superior y el meso están subor-
dinados al Estado pero que entre ellos dos sólo puede hablarse
de una relación de coordinación.

La equipotencia de los tres niveles territoriales

En condiciones de implantación del modo de Estado triterri-
torial, las leyes de los niveles nacional, departamental y munici-
pal, tienen el mismo rango. Descartar que el nivel meso pueda
generar leyes, ha sido un elemento identificatorio del llamado
Estado unitario pero negar este mismo derecho al municipio, es
un rasgo compartido por modelos tanto federales como “unita-
rios”. Así es como en el caso autonómico español, hay quienes
resisten a que se concedan incluso a los territorios forales vascos
de raigambre histórica –lo que no siempre se debe suponer de un
municipio cualquiera–, un poder normativo que sobrepasara el
poder reglamentario147.

Sin embargo, la equipotencia constitucional no quiere decir
dos cosas. Uno, que eso suponga que no hubiera relaciones de
obediencia de un nivel territorial inferior respecto al otro supe-
rior por tres razones:

i) leyes del nivel superior enmarcan por principio de concentri-
cidad geográfica normativa, a las del nivel inferior; la norma
territorial fundamental está enmarcada por la constitución na-
cional148;

147 Leguina, p. 185.
148 El problema de la doble subordinación de una ley meso a la Constitución y

al “estatuto autonómico” es analizado para el caso español en Figueruelo,
A. (1998) “Apuntes en torno al significado y funciones de los parlamentos
autonómicos” en Perspectivas del Estado autonómico II, p. 44.
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ii) o los reglamentos sólo pueden desarrollar el sentido de las
leyes;

iii) luego porque partes del segmento territorial pueden ser usa-
das con fines de desconcentración ejerciendo el nivel
“desconcentrante” un poder de instrucción o supervisión es-
pecial, o finalmente,

iv) porque el nivel nacional puede ser requerido para que el Es-
tado en su conjunto, imponga el orden y la seguridad en caso
de contravenciones al orden supremo o en caso de emergen-
cia nacional.

La equipotencia constitucional de los tres órdenes territoria-
les tampoco quiere decir, en segundo lugar, que este equilibrio
deba traducirse en una simetría operativa-física de aparatos de
gobierno; en otras palabras, que no puede permitirse que un seg-
mento pretenda tener la misma intensidad de entidades que, por
ejemplo, un nivel nacional. Justo este riesgo es típico de lo fede-
ral donde el nivel meso autoentendido no pocas veces como “Es-
tado”, quiere tener su “constitución”, su “tribunal constitucional”,
su representación en organismos internacionales, etc. Pero igual-
mente, un nivel nacional no puede quedar prácticamente intacto
en sus dimensiones físicas, si se da una “implosión” que se supo-
ne movería un modo de Estado de lo “unitario” hacia otro más
descentralizado. Tanto el riesgo de una reproducción mecánica a
nivel subnacional de los aparatos administrativos nacionales,
como la poca alteración del nivel nacional luego de un cambio
importante en el ordenamiento territorial, han sido criticados en
la España autonómica149.

La equipotencia referida es siempre del segmento territorial
correspondiente frente al Estado y de los segmentos territoriales

149 Ver José Antonio Alonso de Antonio, (1997) “El Estado autonómico desde
el Senado” en Las Perspectivas del Estado autonómico, Tomo I, Revista de la
Facultad de Derecho-Universidad Complutense, Madrid, p. 57. Ver tam-
bién Echebarría Ariznabarreta (1995), “La paradoja de la reforma adminis-
trativa de las comunidades autónomas” Informe Comunidades Autónomas
1994, Tomo I, Instituto de Derecho Público, Barcelona, p. 641 ss.
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entre sí. Pero si hemos visto que se puede esperar que los territo-
rios meso se doten de normas territoriales fundamentales, ese no
parece ser el caso del segmento municipal. ¿No rompe ésto el cri-
terio de equipotencia? La existencia de la norma territorial fun-
damental no es rasgo esencial del Estado tri-territorial aunque
puede decirse que su existencia, de darse, será explicada por ra-
zones socioespaciales de escala ya que para el territorio meso, las
dimensiones tienden a justificar un agregador normativo en la
figura de la norma territorial fundamental. Pero aún así, son dis-
positivos que generan diferenciaciones organizacionales que no
alteran el equilibrio constitucional de los tres niveles territoria-
les, como tampoco lo haría el que el segmento municipal, a dife-
rencia del meso, instituyese el referendum como práctica estándar
de procesos decisionales en el sistema político local.

La disyuntiva entre poder legislar subnacionalmente en el meso
o codefinir en una cámara territorial nacional

El Estado triterritorial, al suponer una renuncia a complejos
sistemas de “sobredeterminación” legislativa según la cual, los
componentes meso co-determinan importantes tramos de la le-
gislación nacional, especializa su poder territorial en una notable
apertura de las opciones de la configuración de políticas meso
desde el meso para temas estratégicos lo cual lleva a la facultad
real de legislar para dicho nivel territorial. En el modelo federal
es pensable que la pérdida paulatina de estos espacios de deci-
sión regional de cara a la sociedad regional, sean compensados
con un incremento de la mencionada “sobredeterminación”150.
Hay que mencionar que en el caso de que el modelo federal cum-
pla como corresponde, con su tributo al “trauma asociativo” que
subyace a la naturaleza federal (es decir, al hecho que el Estado
de tipo federal cree tener que guardar “compostura” frente a los
“miembros constituyentes”), entonces lo federal buscará otras vías
para afectar la autonomía o inmunidad del nivel meso, ya sea

150 Ver Hangartner, Yvo (1974) Die Kompetenzverteilung zwischen Bund und
Kantonen, p. 38.
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mediante el “chantaje” del centro vía contrapartes de apoyo fi-
nanciero, o finalmente, mediante el desplazamiento del radio de
operación estadual ampliando así, vía una suerte de poder de
definición conceptual de la competencia, poderes del parlamen-
to nacional. Este suele ser el caso frecuentemente analizado del
modelo federal estadounidense, de una considerable masa legis-
lativa en el nivel meso, pero afectado por la ampliación del poder
nacional a través de la llamada “claúsula de comercio” y los
condicionamientos del centro de tipo financiero151.

El poder reglamentario y el poder de legislar

Como se ha insinuado ya varias veces aquí, otro tema impor-
tante es explotar las posibilidades de adecuación territorial a par-
tir de lo que Kelsen considera como el inicio de “descentraliza-
ción”: la relación entre la facultad legislativa y el poder
reglamentario152. Es sabido que también sobre este desdoblamien-
to basó Kelsen sus teorías sobre la imposibilidad fáctica de Esta-
dos completamente “centralizables”153. En Bolivia, el grado de ex-
plotación del poder reglamentario es bajo comparado con el poder
de legislar. En efecto, muchas veces como en el caso boliviano, no
se han explotado ni siquiera los márgenes de reglamentar de ma-
nera más profunda, algo que se espera de un modelo de descon-
centración como el que, por ejemplo, se tiene para el nivel prefec-
tural. En otras ocasiones, órganos pensados para legislar pueden
estar en realidad reglamentando como puede suceder a nivel del
poder legislativo municipal. En la discusión sobre el “ojo del rey”
se mencionó varios párrafos arriba, que uno de los ordenamientos
constitucionales más impetuosos en explotar la bifurcación entre
ley y ejecución, donde la reglamentación es parte esencial, está

151 Ver Breyer, Stephen (1999) “Does federalism make a difference?” en Public
Law, Winter, p. 656. ss. Sobre la fuerza tendencial del centro en el modelo
federal estadounidense y la claúsula de comercio, ver Friedman, Barry (1997)
“Valuing federalism” en Minnesota Law Review, Vol. 82/XII, Nº 2, p. 328 ss.

152 Así Kelsen, Hans (1967) Reine Rechtslehre, p. 316
153 Comparar Kelsen, H. (1966) Allgemeine Rechtslehre, p. 164
154 Ley fundamental alemana, Art. 83
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sin lugar a dudas en el precepto constitucional alemán154 de for-
zar la ejecución de leyes nacionales vía la estructura meso. Esta
tecnología de ordenamiento territorial, trae enormes beneficios
para contener una expansión ilimitada de oficinas directamente
dependientes del nivel nacional pero ubicadas geográficamente,
en el espacio subnacional.

Las ventajas de la norma de tipo “ley” territorialmente aplicada

Otra consecuencia derivable de todas las consideraciones
hasta aquí hechas, radica en comenzar a aceptar que normas con
carácter de ley, sí pueden provenir de órganos subnacionales sin
desmembrar la unidad estatal pues por mucho que éstos tengan
facultades de legislar, no dejan de tener su raíz de validez nor-
mativa en el Estado del cual son finalmente y siempre, parte su-
bordinada155. La posibilidad de la legislación para el meso está ya
aceptándose incluso en las doctrinas de Estados “unitarios”156. Así
se habla, por ejemplo, del Estado “plurilegislativo” en la doctri-
na francesa como absolutamente compatible con la existencia
“unitaria” del mismo157. El “instrumento” ley no es una casuali-
dad de la organización humana. En efecto, el empleo de la norma
abstracta y general, o sea, la ley en sentido estricto, acarrea cier-
tas ventajas comparativas de gestión pública. Entre ellas se pue-
de mencionar:

a) su enorme fuerza preceptiva;
b) su amplia adecuación –por lo abstracto y general– para aco-

ger “visiones” de política regional;
c) su génesis vinculada a un órgano electivo que canalice de-

mocráticamente el parecer ciudadano;
d) su alto grado de predictibilidad;
e) su facilitación para aprovechar la técnica de la división hori-

zontal de poder.

155 Allgemeinde Staatslehre, p. 192.
156 Ver por ejemplo Leguina, op. cit., p. 41.
157 Hubrecht, p. 1365 ss.
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Territorio, comunidad afectiva y comunidad política

La necesidad de dar cobijo a las fuertes conformaciones socio-
espaciales bolivianas (que como vimos pudieron ya haber recibi-
do en algunos casos, el status de municipios pero fueron reduci-
das por la LPP a “subalcaldías”), justifica con especial fuerza, la
alternativa de un Estado triterritorial. Beaud, en un contexto pa-
recido con cierta razón subrayaba que la libertad que protege el
federalismo no es la individual sino la de los “pueblos”158. Mu-
cho de ello vale sin duda también para el Estado triterritorial.
Esto está en relación, a su vez, con el tema de las ventajas técnicas
de la norma de tipo “ley” (norma general y abstracta) enumera-
das arriba para justamente procesar estas posibilidades de defi-
nición autónoma de “destinos regionales”. Pero es importante no
olvidar que un proceso de triterritorialización como el propues-
to, no es recién justificable, cuando se constata una conformación
de identidades regionales “intensa”. Incluso en una nación don-
de se suele explicar la opción federal como efecto del respeto a la
diversidad socioespacial, como en los EEUU, se ha comenzado a
desmistificar esta tesis, mostrando más bien que la opción fede-
ral de 1789 fue en realidad producto de una reacción al modo de
administración británico colonial y no tanto desemboque heroico
de la diversidad159. A la luz de estas constataciones no sorprende
el espíritu del Art. 29 de la Ley Fundamental Alemana prevista
en caso de una nueva configuración de unidades meso. Aquí esto
está visiblemente inclinado hacia un procedimiento de facilitación
de tales re-trazos de las fronteras de sus territorios miembros, se-
gún criterios de eficiencia espacial (tamaño del territorio en rela-
ción a rendimiento en la provisión), si bien procurando que se
consideran aspectos culturales y en un proceso participativo de
los afectados.

158 Beaud, p. 96.
159 Ver esta tesis en Rubin/Feely, op.cit. p. 908.
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El resguardo institucionalizado del ordenamiento territorial

En el esbozo se ha mencionado que una cuestión central de-
rivada del modelo triterritorial, tiene que ver con el tema de res-
guardo legal del orden territorial que éste implica. Se ha mencio-
nado con frecuencia que lo federal se destacaría porque implica
un modo de protección del orden competencial entre territorios
de naturaleza clara y efectiva –generalmente constitucionalmen-
te anclado160–, pero en especial, que este modo de protección hace
a la identidad de lo federal161. Según las definiciones acordadas
en este texto, el anclaje constitucional del orden territorial si bien
no deja de ser rasgo constante de lo federal, no es exclusivo de él.
El anclaje no se cuenta entonces entre los rasgos de diferencia-
ción final frente al llamado “Estado unitario” que por lo demás
en más de un caso, ha ido incorporando arreglos territoriales al
texto constitucional. Este tema, por tanto, más parece estar referi-
do al incremento de predictibilidad institucional y disminución
de potencial arbitrariedad del legislador ordinario, que al paso
de estos Estados “unitarios” (al justamente constitucionalizar el
orden territorial) a un orden federal.

Que la ausencia del anclaje constitucional se acomoda muy
bien al espíritu unitarista de poder modificar flexiblemente el or-
den territorial de los llamados “Estados unitarios” sin mayor con-
sulta, tampoco deja de ser cierto. Sea como fuera, el modelo tri-
territorial se diferencia también del llamado “Estado unitario”
porque se dota de un dispositivo de resguardo institucional, más
exactamente constitucional, y más precisamente aún, “no senato-
rial” del orden triterritorial. La consecuencia lógica es que por
aquí viene una de las razones de fondo para eliminar el Senado
boliviano, estéril en su supuesta función de protector de intere-
ses departamentales, pero en especial, de los más “débiles”. Un
mecanismo imaginable para fortalecer el hecho territorial meso
adicional al ya referido de redactar en el texto constitucional un
título de “Ordenamiento territorial” y su dificultosa enmienda

160 Por ejemplo, B.C. Smith (1985) op.cit. p. 2.
161 Ver Rubin/Feely, p. 911.
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por mayorías de los legislativos subnacionales162, sería que las
asambleas departamentales tengan derecho a la iniciativa legis-
lativa para asuntos que les conciernen y que puedan ser procesa-
dos a nivel nacional163. Otro resguardo menos drástico es, por
ejemplo, el que la Constitución española ha previsto al elevar a
dignas de ley orgánica –de más dificultosa afectación– los estatu-
tos de autonomía164.

Si bien incluso en Francia, de tímida consagración constitu-
tional de sus “colectividades territoriales”165, se ha empezado a
especular sobre un modelo que permita una garantía constitucio-
nal “de libertad” de lo subnacional, sigue siendo el consejo cons-
titucional el que ha estado involucrado en la labor de precisar la
distribución competencial francesa166, sobre la base de que es el
legislador ordinario quien establece los principios por ley. En la
doctrina francesa se lee la opinión de que el consejo constitucio-
nal francés ha defendido más la libertad de existir de lo subnacio-
nal, que la libertad de su accionar167.

El engranaje de producción normativa entre niveles
territoriales

El acceso selectivo al menú competencial por parte de los cuer-
pos meso en el modelo autonómico español168, hace posible que
cada cuerpo del meso pueda acabar con un volumen competencial
variable. Pero otra posibilidad es la afectación “en bloque” de las
competencias como sucede, por ejemplo, con las definiciones de

162 Comparar procedimiento similar en la Constitución Americana, Art. V, si
bien para enmiendas constitucionales en general.

163 Comparar Constitución española en el Art. 87/2.
164 Ver Constitución española, Art. 81. Ver igualmente en “Proyecto...N°041-

S/2001”, op.cit., p. 19, la práctica colombiana de vestir en leyes orgánicas
“supralegales” el tema del ordenamiento territorial.

165 Art 72, Título XII de la Constitución francesa
166 Ver sobre el punto Hubrecht, op.cit. p. 1365 ss.
167 Así Hubrecht, op.cit.
168 Ver Constitución española Art. 147/d) en unión con carácter potestativo de

la lista competencial del Art. 148.
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distribución competencial de la Ley Fundamental alemana. Sea
como fuere, se debe caracterizar la forma en que se articularán
los flujos normativos entre niveles territoriales. Para Leguina, el
modelo español sólo conoce la distribución competencial por “ex-
clusividad” y por “compartición” y apenas –o no– por “concu-
rrencia”, entendiendo por esta última, una doble titularidad nor-
mativa sobre una materia. Como se sabe, por otro lado, el modelo
alemán ha desarrollado en este punto también ideas de “exclusi-
vidad”, de “concurrencia” y de “enmarcabilidad” normativa.

Se debe intentar una precisión de estos conceptos. Para ello
empecemos diciendo que:

a) para lo que la doctrina constitucional alemana llama “concu-
rrencia”, usaremos el concepto de latencia en un sentido simi-
lar al del derecho público suizo que para ello habla de nor-
mas con “efecto derogatorio posterior”169. Esto quiere decir
que la titularidad está en realidad enraizada en el nivel na-
cional pero mientras éste no haga uso de esta titularidad, la
competencia queda a disposición del nivel meso170.

b) por exclusividad entenderemos, al contrario, aquellas compe-
tencias de un nivel territorial sólo subordinadas a la Consti-
tución y completamente cedidas en el sentido que sólo el ni-
vel en cuestión está a cargo de la normativización vía leyes.
Si además de ello, un nivel territorial asume las fases subsi-
guientes como son la reglamentación, se hablará de asigna-
ción exclusiva y plena. Bajo estas condiciones aunque un nivel
recibiera “todo” el poder reglamentario –al no tener ya facul-
tad de legislar sobre el tema en cuestión– pudiera uno seguir
hablando de competencias exclusivas.

c) Por otro lado, llamaremos competencias compartidas cuando
un mismo tema es normado por dos leyes de igual rango pero
desde dos niveles territoriales distintos bajo condición que lo
hagan afectando el asunto en dos facetas distintas lo que evi-

169 Ver Saladin, Peter (1986), Kommentar zur Bundesverfassung der Schweizerischen
Eidgenossenschaft, Helbing&Lichtenhahn Verlag, Art 2UeB, p.8

170 Ver Art 72 de la Ley Fundamental Alemana.
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ta una colisión de normas. Este caso está especialmente desa-
rrollado en la experiencia del ordenamiento territorial cana-
diense171.

d)  Ahora bien, la concurrencia la entederemos aquí en sentido
de que el nivel territorial superior o nacional emite una ley
“marco” dentro de la cual el nivel inferior, no con reglamen-
to sino con otra ley, norma para su territorio. Este dispositivo
está desarrollado tanto en países federales como no federa-
les. Por ejemplo con el nombre de “disposiciones-marco” en
el caso alemán o del binomio “bases-desarrollo” en el espa-
ñol172.

El catálogo competencial del nivel meso en el Estado
tri-territorial

La determinación del tamaño óptimo de una jurisdicción es-
tatal ha sido una de las más complicadas aspiraciones de la cien-
cia, en especial, de la económica173. A diferencia de la linearidad
ideológica implícita en el uso tradicional del llamado principio
de subsidiariedad, el análisis económico ha sido más receptivo al
análisis compuesto de factores174; a la indagación de variables de
un comportamiento a veces contrapuesto, por ejemplo, si se trata
de contrastar costos de externalidades, de economías de escala, de
no cercanía del ciudadano a sus preferencias, de expansión de la
unidad territorial de gobierno, de no control por excesiva fragmen-
tación de las mismas o por agrupamiento no óptimo de ellas175 .

171 Ver Hogg, P (1992) Constitutional Law of Canada, Carswell, Toronto.
172 Art. 75 de la Ley Fundamental alemana y para el caso español, ver Leguina,

p. 160. Pero ver crítica al excesivo detalle en la que habrían caído las “leyes
básicas” en el caso español en Joaquín Tornos Más, en Rebollo, op. cit., p.
52.

173 Ver por ejemplo Tullock, G. (1969) “Federalism: Problems of scale” en Public
Choice, Vol. VI.

174 Por ejemplo, el clásico análisis de Mancur Olson (1969 ) “The principle of
´fiscal equivalence`: the division of responsabilities among different levels
of government” en American Economic Review, Vol. 59

175 Ver en Tullock, op. cit.
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Así se pretende más bien sondear una resultante mucho más com-
pleja que el ideal ruralista jeffersioniano de que en lo pequeño
está lo democrático. Este ideal descuida que también en lo local
se puede diluir el idilio por la pugna de grupos de interés local176.

La justificación de un catálogo de materias y asuntos al al-
cance de un nivel territorial siempre ha sido más fácil de definir
para el nivel nacional o el local. El catálogo competencial del ni-
vel meso es de más dificultosa precisión. Se puede, no obstante,
comenzar por establecer primeros intentos comparativos que arro-
jan algunos elementos de juicio sugerentes.

En Bélgica, por ejemplo, se produce la sui géneris separación
de las competencias según se trate de una transferencia/delega-
ción a la “comunidad” (entidad linguística) o a la “región”. Aque-
lla asume las tareas culturales y educativas como también servi-
cios sociales mientras que ésta, las tareas del ordenamiento
territorial, medio ambiente, renovación rural, desarrollo econó-
mico177.

La normativa francesa ha preferido no detallar en su Constitu-
ción la estructura de los catálogos competenciales. El detalle se halla
más bien en un cuerpo legal llamado “Código general de colectivi-
dades territoriales”. Las regiones –no mencionadas en el texto cons-
titucional– son el nivel meso francés y han ido adquiriendo con los
años mayor fuerza de la originalmente diseñada. Hoy se “adminis-
tran” por consejos libremente elegidos. En general, municipios, de-
partamentos y regiones tienen potestades de fomento económico
proactivo178. Los tres niveles se benefician al contar con compensa-
ciones de producirse una transferencia de competencias del nivel
nacional al subnacional179. En cuanto a la región180, su consejo elije

176 Un extenso análisis crítico del idilio localista de democracia, puede verse
en B.C. Smith, op. cit., p. 20 ss.

177 Ver por ejemplo Cerexhe, Etienne/Bilquin, Bruno (1995) “Principales ras-
gos de la evolución de los estados compuestos en el derecho comparado
europeo durante 1994-Bélgica” en Informe Comunidades.... p. 686.

178 Comparar Artículos L1511-1 y L1521-1 del “Code general des collectivités
territoriales”.

179 Idem. Art. L1614-1
180 Todo lo siguiente, en base a la Parte Cuarta del Código mencionado.
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un presidente por seis años quien debe proponer antes de serlo,
las grandes orientaciones de gestión para su mandato. Al lado
del consejo regional y su presidente opera un consejo económico
y social de corte consultivo. Ahora bien, el perfil competencial de
la región sobre la base organizacional descrita, está caracterizado
por la tarea de elaborar estudios para el desarrollo regional, de
coordinar inversiones de colectividades públicas, por la partici-
pación voluntaria en el financiamiento de equipamientos de con-
notación regional, la implementación de infraestructuras de inte-
rés regional directo, el financiamiento de gastos de funcionamiento
en operaciones de connotación regional, y, en especial, por el apo-
yo financiero a inversiones de empresas de importancia para el
desarrollo regional y la participación accionaria en sociedades de
desarrollo regional y de financiamiento interregional, como tam-
bién de sociedades de economía mixta. Las competencias del con-
sejo regional se resumen en promover el desarrollo económico,
social, sanitario, cultural y científico además del ordenamiento
espacial. Los rasgos más específicos son:

i) dedicación intensa de la región al tema de desarrollo de polos
tecnológicos regionales, como en general es fuerte el papel aquí
en temas de fomento al tema científico y la investigación.

ii)  garantía para créditos del sector privado;
iii) fondo regional para capacitación técnica profesional sobre la

base de créditos.

Hay partidas de gasto obligatorias de la región las cuales van
desde la garantía de operación de su staff hasta partidas de edu-
cación que deben asumirse regionalmente. Como se acaba de ver
con Francia, país normalmente clasificado como “unitario” y como
se comprueba de manera incontrastable con la experiencia de
España, país no federal como Francia, la estructuración de un ca-
tálogo relativamente diversificado de materias asumibles desde
el meso de modo más que desconcentrado, no está condicionado
a que se trate de un país federal.

La inexistencia de un nivel meso fuerte no implica que, por
ejemplo, la ausencia de temas regionales, o que no hallan bienes
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y servicios públicos de alcance espacial meso cuya provisión des-
de lo municipal arrastraría enormes costos de externalidades y
su oferta desde el nivel nacional, una rigidez de amoldamiento a
las peculiaridades de espacio igualmente considerable. Quienes
superan entonces la cuestión de dudar si tiene algún tipo de jus-
tificación material (en sentido competencial) la existencia de un
nivel meso, pasan a una cuestión más importante: ¿bajo que már-
genes de libertad de gestión y en qué marcos de rendición políti-
co-espacial de cuentas, se deben procesar tales competencias?

Una revisión somera de los catálogos competenciales para el
meso de España, Canadá, Alemania, Austria y Suiza nos muestra
de arranque algo simplemente coincidente con el catálogo fran-
cés: notable margen de acción en el tema de fomento económico
al nivel intermedio. La agricultura, por ejemplo, aparece
mayoritariamente como asunto parcialmente manejado desde el
meso. Legislación industrial pero también aquella sobre fomento
económico, aparecen igualmente aquí de modo notorio. Un mar-
gen explícito para variar territorialmente tasas tributarias que
aparece en Suiza y Canadá, se ha especificado incluso para el caso
de Escocia, en el Reino Unido, de indiscutible tradición “unitaris-
ta”181 . Del mismo modo aparece el tema del control medio am-
biental como un asunto de importante incidencia meso. Otro rubro
afecatado es el de los asuntos culturales, de preservación del pa-
trimonio, pero en varios de los casos comparados, es de destacar
los notables márgenes de decisión regional para temas de confi-
guración del tema educativo. En especial, la capacitación técnica
aparece ocupando espacios en el catálogo competencial meso. En
algunos casos se ha desplazado gran parte de los programas de
asistencia social al nivel meso. Se conoce además modelos de meso
donde se producen sendos procesos de “territorialización” de los
códigos legales de tal modo de poder dar márgenes para que el
nivel meso, “pigmente” derecho penal, civil o administrativo.

181 Ver Scotland Act, Art. 73 ss.
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Ha sido mi objetivo argumentar para que Bolivia no sólo su-
pere su asimetría territorial originada en 1994 a raíz de la aplica-
ción de la reforma municipalista, sino que lo haga inaugurando
un modo de Estado que he llamado “triterritorial” y que no es ni
federal ni “unitario”. Ya el sesgo municipalista del ordenamiento
territorial boliviano, es suficiente problema. Pero a eso se suma
que las soluciones clásicas, tienen evidentes desventajas. El Esta-
do triterritorial, a diferencia del federal, por ejemplo, concentra
su identidad en la apertura de genuinos espacios de decisión re-
gional mediante leyes regionales y no se focaliza en que estos
cuerpos meso conformen una cámara territorial: más aún, es con-
sustancial a la propuesta que se elimine el senado boliviano, in-
fructuoso en su papel de cámara territorial. Frente al modelo lla-
mado “unitario”, el esquema triterritorial implanta resguardos
constitucionales al catálogo competencial asignado al nivel meso,
y proclama su equipotencia constitucional frente a lo local y na-
cional. Frente a los dos modelos, por ejemplo, “visualiza” por ra-
zones de diseño, al Estado global, incrementando las posibilida-
des de un control igualmente severo frente al nivel nacional, que
bajo condiciones triterritoriales, emerge además cristalinamente
desdoblado del Estado global. Que además se vincule este mode-
lo a la conformación democráctica y directa de los órganos de
poder regionales es algo paralelo pero razonable sólo en el su-
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puesto de que ese nivel territorial goce de márgenes efectivos de
poder.

No haber catalogado el Estado triterritorial como especimen
de lo federal, no tiene absolutamente nada que ver con la creen-
cia de que de ser así, se hubiera atentado contra el carácter unita-
rio del Estado. Al contrario, el mismo Estado federal es unitario.
Hallar un distingo con el Estado unitario tampoco es acto de fe.
Resulta que éste se asienta, “descentralizado” o no, en la creencia
de que la norma de tipo “ley”, sólo puede originarse en el legisla-
tivo nacional y padece la ilusión de creer resguardar su integri-
dad mediante un árbol descendente y superfluo de autoridades
desconcentradas. En realidad, el Estado triterritorial empuja a la
eliminación plena de esos artefactos “subprefecturales” o de
“corregimiento” pues se aprende con lo federal que hay una tec-
nología de generación de unitariedad altamente efectiva que pres-
cinde desfachatadamente de ellos. Por otro lado, como se comien-
za a entender de una vez por todas que el municipio es Estado
local –y lo propio vale para lo regional– se impone la cordura de
usar esas infraestructuras coercitivas en el espacio subnacional.
En fin, lo municipal “sube” su valor constitucional hoy cubierto
por el manto de la peculiar “autonomía” civilista; el nivel nacio-
nal se calibra mejor pues se lo desinfla al disociarlo del Estado en
su conjunto; y el meso obtiene sólo tanto poder como estos otros
dos niveles así ajustados.

Se ha establecido por lo demás una clara distinción en el tex-
to, entre descentralización y desconcentración. La descentraliza-
ción implica, por principio, un órgano receptor de competencias
de calidad gubernativa. No es una extrema benevolencia de con-
trol administrativo de un nivel territorial “A” sobre uno “B”, la
que ya fundaría en “B” una calidad de entidad territorial de go-
bierno. La calidad de gobierno ni siquiera está definida con el
hecho de que sus autoridades se elijan democráticamente. Si ni
siquiera bajo el supuesto de que las partes del meso pudieran
legislar, se tiene una transición a lo federal, menos podría signifi-
car el hecho de elegir autoridades directamente en el meso, la idea
pedestre de que así se llevaría a un país hacia las coordenadas de
un estado “federal”. Ciertamente, es en especial la facultad de
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legislar y por supuesto, aquella de poder gravar autónomamente
en su jurisdicción, aspectos que inician un proceso de conforma-
ción gubernativa en términos sustantivos en un nivel territorial.

Hay, finalmente, cuatro temas de posterior investigación que se
acoplan inmediatamente al por qué de un Estado triterritorial y que
fueron sólo superficialmente mencionados en el texto central.

i) un sistema efectivo de innovación y competitividad de ges-
tión entre cuerpos territoriales;

ii) la imperiosa necesidad de desmantelar la inercia de un Esta-
do estrangulado por la ortodoxia de mercado;

iii) la posibilidad de instaurar un sistema de ecualizaciones fis-
cales interritoriales que combine óptimamente esfuerzo fis-
cal y generación de un base común de bienes estatales bási-
cos para la población en apego a métodos inductivos de
estimación de la necesidad;

iv) un ensayo para “deflactar” regionalmente, la inadecuada in-
corporación de constelaciones étnico-espaciales al Estado bo-
liviano.

En efecto, los modelos federales han fracaso en aprovechar
su natural disposición institucional a abrir espacios de experimen-
tación territorial, mientras que los llamados estados “unitarios”
ni se han enterado de semejante posibilidad. El Estado triterritorial
por provenir de una suerte de implosión que segmenta al Estado,
no nace con “deudas” hacia territorios “fundadores” y puede apli-
car una mecánica coercitiva de difusión de exitosos ensayos de
solución de problemas territorialmente aplicados cuando las mo-
dalidades de emulación voluntaria en el mediano plazo no fun-
cionan.

Por otro lado, la apertura de márgenes para que las regiones
diseñen planes con real capacidad de afectación de sus destinos, en
especial, de aquel unido a su inviabilidad económica, tendría que
ser infinitamente más entendible en países de frágil certidumbre
societal a largo plazo. Las regiones tienen que poder optar, si así lo
decide el elector y así lo respalda el análisis técnico, por aplicar polí-
ticas proactivas de desarrollo productivo para su jurisdicción.

VI. EPÍLOGO
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Un desarrollo armónico, por otra parte, requiere de mecanis-
mos técnicos de ecualización interterritorial, por cierto, sólo has-
ta un determinado punto pues una política extrema de igualacio-
nes desincentiva el esfuerzo social agregado. Los departamentos
deben asumir el rol de ecualizadores intermunicipales y el nivel
nacional encargarse de lo mismo frente a los cuerpos meso.

Finalmente, está claro que la orgánica consecuencia de que
un meso en condiciones triterritoriales implica una asamblea le-
gislativa regional, abre a mi juicio el más promisorio método para
conformar esas asambleas desde jurisdicciones intradepartamen-
tales de connotación étnica o histórica, sin que esto precluya el
que más de una de esas identidades en realidad satisfaga su inten-
sidad socioespacial en el molde de municipios. Además, la opción
de dar voz a entidades socioaespaciales subregionales, no sería
una fórmula global para cada pieza del meso, sino sólo para aque-
lla que se vea inconvenientemente fragmentada en términos
socioespaciales a escala supramunicipal. No se puede descartar
que por esta vía, se demuestre que la integridad nacional puede
estar más amenazada por la rigidez de instituciones heroícamente
hermetizadas a la expresión de sociedades regionales que por la
apertura sabia, sistemática y constitucional a esas partes que pue-
den llegar a ser preocupante pero a la vez, enriquecedoramente
intensas en toda sociedad.
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